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DISCURSO    PRELIMINAR. 


SEÑOR. 

JL/a  Comisión  eocargjada  por  las  Cortes  de  extender  un  proyecto  de 
Constitución  para  la  Nación  española,  llena  de  timidez  y  desconfian- 
za presenta  á  V.  M.  el  fruto  de  su  trabajo.  Ardua  y  grave  le  había, 
parecido  desde  el  principio  la  empresa ;  mas  todavía  estaba  reserva- 
do para  sus  sesiones  tocar  todas  las  dificultades,  cuya  magnitud  lia 
estado  en  poco  no  la  hubiese  desalentado ,  y  hecho  desconfiar  de  po- 
der llevar  al  cabo  la  obra.  Si  ella  no  correspondiese  á  los  deseos 
de  V.  M. ,  ni  llenase  la  espectacion  pública,  á  lo  menos  la  Gomisioa 
tabrá  cumplido  con  el  precepto  que  las  Cortes  le  impusieron,  el  que 
no  tanto  debe  entenderse  que  era  dirigido  á  que  presentase  una  obra 
perfecta ,  quanto  que  señalase  el  camino  que  la  sabiduría  del  Congre- 
so podría  seguir  en  la  discusión  para  llegar  al  termino  tan  deseado 
por  la  Nación  entera.  Nada  ofrece  la  Comisión  en  su  proyecto  quo 
no  se  halle  consignado  del  modo  mas  auténtico  y  solemne  en  los  di- 
ferentes cuerpos  de  la  Legislación  española,  sino  que  se  mire  como 
nuevo  el  método  con  que  ha  distribuido  las  materias ,  ordenándolas 
y  clasificándolas  para  que  formasen  un  sistema  de  ley  fundamental  y 
Constitutiva,  en  el  que  estuviese  contenido  con  enlace,  armonía  y 
concordancia  quanto  tienen  dispuesto  las  leyes  fundamentales  de  Ara- 

fon ,  de  Navarra  y  de  Castilla  en  todo  lo  concerniente  á  la  libertad 
independencia  de  la  Nación ,  á  los  fueros  y  obligaciones  de  los  ciu- 
dadanos ,  á  la  dignidad  y  autoridad  del  Rey  y  de  los  tribunales, 
sl\  establecimiento  y  uso  de  la  fuerza  armada,  y  al  me'todo  económi- 
co y  administrativo  de  las  provincias.  Estos  puntos  capitales  van  or- 
denados sia  el  aparato  científico  que  usan  los  autores  clásicos  en  la» 
obras  de  Política,  ó  tratados  de  Derecho  público,  que  la  Comisión 
creyó  dehia  evitar  por  no  ser  necesario  ,  quando  no  fuese  impropio, 
en  el  breve ,  claro  y  sencillo  texto  de  la  ley  constitutiva  de  una  mo- 
narquía. Pero  al  mismo  tiempo  no  ha  podido  menos  de  adoptar  el 
método  que  le  pareció  mas  análogo  al  estado  presente  de  la  Nación, 
en  que  el  adelantamiento  de  la  ciencia  del  Gobierno  ha  introducido 
«n  Europa  un  sistema  desconocido  en  los  tiempos  en  que  se  publica- 
ron los  diferentes  cuerpos  de  nuestra  legislación;  sistema  del  que  ya 
no  es  posible  prescindir  absolutamente,  así  como  no  lo  hicieron  nues- 
tros antiguos  legisladores,  que  aplicaron  á  sus  reynos  de  otras  partes 
lo  que  juzgaron  útil  y  provechoso.  La  Comisión,  Señor,  hubiera  de- 
seado que  la  urgencia  con  que  se  ha  dedicado  á  su  trabajo,  la  noblo 
impaciencia  del  p\iblico  por  verle  concluido,  y  la  falta  de  auxilios 
literarios  en  que  se  ha  hallado,  le  hubiesen  permitido  dar  á  esta  obra 
la  última  mano  qaQ  «et^esita^a  para  captar  la  benevolencia  del  Con- 
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greso  y  la  buena  voluntad  de  la  Nación,  presentando  en  esta  intro- 
ducción todos  los  comprobantes  que  en  nuestros  códigos  denjuestraa 
haberse  conocido  y  usado  en  España  quanto  comprebeode  el  presen- 
te proyecto.  Este  trabajo,  aunque  ímprobo  y  difiril ,  hubiera  justifi- 
cado á  la  Cduúsion  de  la  nota  de  novadora  en  el  ccncepto  de  aque- 
llos, que  poco  versados  en  la  historia  y  legislación  antigua  de  Espa- 
ña,  creerán  tal  vez  tomado  de  naciones  extrañas,  ó  introducido  por 
el  prurito  de  la  reforma,  todo  lo  que  no  ha  estado  en  uso  de  algunos 
siglos  á  esta  parte ,  ó  lo.  que  se  oponga  al  sistema  de  gobierno  adop- 
tado entre  nosotros  después  de  la  guerra  de  Sucesión.  La  Comisión 
recuerda  con  dolor  el  velo  que  ha  cubierto  en  los  últimos  reynados 
la  importante  historia  de  nuestras  Cortes;  su  conocimiento  estaba  ca- 
si reservado  á  los  sabios  y  literatos,  que  la  estudiaban  mas  por  espí- 
ritu de  erudición ,  que  con  ningún  fin  político.  Y  si  el  Gobierno  no 
Labia  prohibido  abiertamente  su  lectura,  el  ningún  cuidado  que  to" 
mó  para  proporcionar  al  público  ediciones  completas  y  acomodadas 
de  los  quadernos.de  Cortes j.  y  el  ahinco  con  que  se  prohibia  qual- 
quiera  escrito  que  recordase  á  la.  Nación  sus  antiguos  tueros  y  liber- 
tades, sin  exceptuar  las  nuevas  ediciones  de  algunos  cuerpos  del  De- 
recho ,  de  donde  se  arrancaron  con  escándalo  universal  leyes  benéfi- 
cas y  liberales,  causaron  un  olvido  casi  general  de  nuestra  verdade- 
ra Constitución  ,  hasta  el  punto  de  mirar  con  ceño  y  desconfianza  á  los 
que  se  manifestaban  adictos  á  las  antiguas  de  Aragón  y  de  Castilla, 
La  lectura  de  tan  preciosos  monumentos  habría  familiarizado  á  la 
Nación  con  las  ideas  de  verdadera  libertad  política  y  civil,  tan  sos'- 
tenida ,  tan  defendida ,  tan  reclamada  por  nuestros  mayores  en  las 
innumerables  enérgicas  peticiones  en  Cortes  de  los  procuradores  del 
rey  no  ,  en  las  quale«  se  pediaii  con  el  vigor  y  entereza  de  hombres 
libr  >s  la  reforma  de  abusos,  la  mejora  y  derogación  de  leyes  perju- 
diciales, y  la.  reparación  de  agravios.  Hubiera  contribuido  igualmen- 
te á.  convencer  á  los  españoles  ,  que  su  deseo  de  poner  freno  á  la  di- 
sipación y  prodigalidad  del  Gobierno,  de  mejorar  las  leyes  y  las  ins- 
tituciones ha  sido  «1  constante  objeto  de  las  reclamaciones  de  los  pue- 
blos, del  anhelo  de  sus  procuradores,  sin  que  se  pueda  señalar  un  so- 
lo, decreto  de  los  expedidos  hasta  el  dia  por  V.  M.  que  no  sea  de  la 
naturaleza  de  las  peticiones  presentadas  en  Cortes;  algunas  de  las  qua- 
les  todavía  se  extendian,  á  pedir  con  firmeza  y  resolución  la  reforma 
ó  supresión,  de  muchas  cosas  que  V.  M.  ha  respetado.  Aunque  la  lec- 
tura de  los  historiadores  aragoneses ,  que  tantc  se  aventajan  á  los  de 
Castilla ,  nada  dexa  que  desear  al  que  quiera  instruirse  de  la  admira- 
ble Constitución  de  aquel  reyno ,  todavía  las  actas  de  Cortes  de  am- 
bas coronas  ofrecen  á  los  españoles,  exemplos  vivos  de  que  nuestros 
mayores  tenían  grandeza  y  elevación  en  sus  miras  ,  firmeza  y  digni- 
dad en  sus  conferencias  y  reuniones ,  espíritu  de  verdadera  libertad 
é  independencia,  amor  al  orden  y  á  la  justicia,  discernimiento  ex- 
quisito para  no  confundir  jamas  en  sus  peticiones  y  reclamaciones  los 
intereses  de  la  Nación  con  los  de  los  cuerpos  ó  particulares.  La  fu- 
ttesta  política  del  anterior  reynado  habia  sabido  desterrar  de  tal  mo- 
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do  el  gusto  y  afición  hacia,  nuestras   antiguas  Constituciones   com- 
prehendidas  en  los  cuerpos  de  la  Jurisprudencia  española ,  descritas, 
explicadas  y  comentadas  por  los  escritor<^s.  nacionales  á  tal  punto, 
que  n)  puede  ai  ^ibuirst^  sino  á  un  plan,  seguido  por  el  Gobierno  la  la- 
mentable ignorancia  de  nuestras  cosas,  que  se  advierte  entre  no  po- 
cos que  tachan  de  forastero  >,  y  miran  como  peligroso  y  subversivo 
lo  que  no  es  raas  que  la  narración,  sencilla  de  hechos  históricos  refe- 
ridos por  los. Blancas,  los  Zuritas  ,  los  Auglesias,  losJVIarianas,  y  tan- 
tos otros  profundos. y  graves  autores  que  por  incidencia  ó  d.v  propó- 
sito tratan  con.  solidez  y  migisterio  de  nuestros  antiguos  fueros,  de 
nuestras  leves,  de  nuestros  usos  y  costumbres.  Para  comprobar  esta 
aserción  la  Comisión  no  necesita  mas  que  indicar  lo  que  disponia  el 
Fuero  Juzgo  sobr^  los  derechos  de  la  Nación ,   del  Rey  y  de  los 
ciudadanos  5   acerca  de  las   obligaciones   recíprocas  entre-  todos  de 
guardar  las  leyes;  sobre  la  manera  de  formarlas  y  executarlas  &c. 
La  soberanía  de  la  Nación  está  reconocida  y  proclamada  del'  modo 
mas  auténtico  y  solemne  en  las  leyes  ftmdamentales- de  este  código. 
En  ellas  se  dispone  que  la  corona,  es  electiva  ;  que  nadie  puede  aspirar 
al  reyno  sin  ser  elegido;  que  el  Rey  debe  ser  nombrado  por  los  obispos, 
magnates- y  el  pueblo  ;  explican  igualmente  las  calidades-  que  deben 
concurrir  en  el  elegido  ;  dicen,  que  el  Rey  debe  tener,  un  derecho  con 
su  pueblo^  mandan  expresamente  que  las.  leyes  se  hagan  por  los  que 
representen  á  la  Nación,  juntamente  coa  el  Rey  :  que  el  Monarca  y  to- 
dos los  subditos  ,  sin  distinción  de  clase  y  dignidad  ,  guarden  las  leyes; 
que  el  Rey  no  tome  por  fuerza  de  nadie  cosa  alguna  ;  y  si  lo  hiciere, 
que  se  la  restituya-    ¿  Quien  á  vista  de  tan  solemnes  ,  tan  claras  ,  tan 
terminantes  disposiciones  podrá  resistirse  todavía  á  reconocer  como 
principio  innegable  que  la  autoridad  soberana  está  originaria  y  esen- 
cialmente radicada  en  la  Nación?  ¿Como  sin  este  derecho  hubieran 
podido  nunca  nuestros  mayores  elegir  sus  Reyes  ,  imponerles  leyes  y 
obligaciones,  y  exigir  de  ellos  su  observancia?  Y  si  esto  es  de  una 
notoriedad  y  autenticidad  incontrastable,   ¿no  era  preciso  que  para 
sostener  lo  contrario  se  señalase  la  época  en  que  la  Nación   se  habia 
despojado  á  sí  misma  de  un  derecho  tan  inherente  ,  tan  esencial  á  su 
existencia  política?  ¿No  era  preciso  exhibir  las  escrituras  y  autén- 
ticos documeatos  en  que  constase  el  desprendimiento  y  enagenacioa 
de  su  hbertad  ?  Mas  por  mucho  que  se  busque,  se  inquiera  ,  se  argu- 
ya y  se  cavile,  no  se    hallará  otra,  cosa   que    testimonios    irrefra- 
gables de  haber  continuado  en.  ser  electiva  la  corona ,   así  en  Ara- 
gón como  en  Castilla,  aun  después  de  haber  comenzado  la  restau-^ 
ración.  En  Castilla  no  existia  ley  fundamental  que  arreglase  con  cla- 
ridad y  precisión  la  sucesión,  al  trono  antes  del  siglo  xn ,  como  se 
ve  por  los  disturbios  á  que  dieron  lugar  freqüent emente  las  disputas 
entre  los  hijos  de  los  Reyes  de  León  y  de  Castilla  ;^  y  la  costumbre 
de  asociar  al  Gobierno  ,  y  dar  á  reconocer  en  las.  Cortes,  por  here- 
dero en  vida  del  Rey  al  .Príncipe  ó  pariente   designado  para   snce- 
derle  ,  provenia  de  la  falta  de  leyes  que   arreglasen  este    punto   tan 
grave ^   tríiscendental  al  hieu  estar  de  la  Nación.  Esta  jamas  pudo 
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ecb-ar  de  sí  la  memoria  de  Iiabar  sido  electiva  la  corona  en  su  or/- 
gen  ;  prueba  clara  de  ello  es  ,  entre  otros  hechos  ,  el  notable  suceso 
de  Cataluña  en  el  año  de  14^2  ,  en  que  los  estados  de  aquel  princi- 
pado ,  después  de  haberse  resistido  á  D.  Juan  el  ir  de  Aragón  le 
depusieron  solemnemente  del  trono.  En  Castilla  se  executó  lo  mismo 
en  el  de  i4^5  con  Henrique  iv  ,  á  causa  de  su  mal  gobierno  y  ad- 
ministraciün  :  en  el  de  1406»  se  trató  en  las  Cortes  de  Toledo  ,  coa 
ocasión  de  la  menor  edad  de  D.  Juan  el  11 ,  de  traspasar  á  su  tioel 
infante  D.  Fernando  la  corona,  fundándose  los  procuradores  en  la 
facultad  que  tenia  la  Nación  para  elegir  el  Rey ,  según  el  pro  común 
del  rej/no  ;  y  por  último  la  notable  solemnidad,  que  todavía  se  obser- 
va ,  por  la  que  aun  hoy  di  a  jura  el  reyno  al  Príncipe  de  Asturias  en 
vida  de  su  padre  para  corroborar  mas  y  mas  con  este  acto  las  leyes 
de  la  sucesión  hereditaria.  No  es  menos  notable  el  cuidado  y  vigi- 
lancia con  que  se  guardaron  en  Araron  y  Castilla  los  fueros  y  leyes 
que  protegian  las  libertades  de  la  Nación  en  el  esencialísimo  punto 
de  hacer  las  leyes.  Lo  dispuesto  por  el  Código  godo,  eso  mismo  se 
restableció  en  ambos  reynos  luego  que  comenzaron  á  rescatarse  de 
la  dominación  de  los  árabes.  Los  Congresos  nacionales  de  los  go- 
dos renacieron  en  las  Cortes  generales  de  Aragón,  de  Navarra  y  do 
Castilla  ,  en  que  el  Rey ,  los  prelados ,  magnates  y  el  pueblo  hacian 
las  leyes  ,  otorgaban  pedidos  y  contribuciones ,  y  trataban  de  todos 
ios  asuntos  graves  que  ocurrían ;  aunque  en  el  modo  y  forma  do 
reunirse,  de  deliberar  y  de  proclamar  las  primeras  habia  diferencia  en- 
tre estos  estados.  Aragón  fué  en  todas  sus  instituciones  mas  libre  que 
Castilla.  El  Rey  en  aquel  reyno  no  podia  resistir  abiertamente  las 
peticiones  de  las  Cortes  ,  que  pasaban  á  ser  leyes  si  el  reyno  in- 
fiistia.  La  fórmula  de  que  se  usaba  para  su  publicación  ,  es  bien  nota- 
l)le  ,  y  quita  toda  duda  por  la  claridad  y  precisión  de  las  palabras 
en  que  estaba  concebida.  Decia  así ;  El  Rey ,  de  o^oluntad  de  las 
Cortes  ,  estatuesce  y  ordena.  No  sucedia  así  en  Castilla,  donde  su 
autoridad  y  el  iuíluxo  de  los  ministros  ,  por  falta  de  leyes  claras ,  ca- 
recía de  limitaciones  bien  determinadas  para  todos  los  casos.  Pero  á 
pesar  de  esta  imperfección ,  la  Constitución  de  Castilla  es  admirable 
y  dií^aa  de  todo  respeto  y  veneración.  Por  ella  se  le  prohibía  al  Rey 
partir  el  señorío  :  no  podia  tomar  á  nadie  su  propiedad:  no  podía 
prenderse  á  ningún  ciudadano  dando  fiador  :  por  fuero  antiguo  de 
España ,  la  sentencia  dada  contra  uno  por  mandado  del  Rey  era 
nula :  el  Rey  no  podia  tomar  de  los  pueblos  contribuciones  ,  tributos 
ni  pedidos  ,  sin  el  otorgamiento  de  la  Nación  junta  en  Cortes ,  con  la 
singularidad  que  estas  no  los  decretaban  hasta  haber  obtenido  ,  com- 
petente indemnización  de  los  agravios  deducidos  en  ellas;  en  lo  qual 
la  Nación  se  habia  manifestado  siempre  tan  zelosa  y  sentida,  que  mas 
de  una  vez  expresó  el  resentimiento  que  le  causaba  la  repulsa,  con 
actos  de  violencia  y  enfurecimiento  ,  como  sucedió  en  los  desastro- 
sos movimientos  de  Segovia  ,  y  demás  ciudades  de  Castilla ,  después 
de  las  Górteí  de  la  Coruña  ,  en  que  se  concedieron  al  Emperador 
C4?lo3  V  ios  subsidios  que  habia  pedido  ,  antes  de  haber  satisfecha 
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tí  las  quejas  que  le  presentaron  los  procuíaclores  del  réyno.  Mas  na- 
da de  esto  es  comparable  á  lo  que  disponía  la  Constitución   de  Ara- 
gón para  asegurarlos  Fueros  y  libertades  de  la  Nación  y  de  los  ciu- 
dadanos.  A  mas  de   los  limites  indicados    de   la  autoridad  real  en 
Castilla  ,  en  Aragón  se    miraba  la  freqüente  convocación  de  Cortes 
como  el  medio  mas  eficaz  de  asegurar  el  respeto  y  observancia  de  las 
leyes.  En  1283,  en  el  reynado  de  Pedro  m  ,  llamado   el  Grande, 
se  estableció;  Que  el  seiwr  Rey  faga  Cort  general  de  aragoneses  en 
cada  un  año  una  vegada.   La  paz  y  la  guerra  la   declaraban  las 
Cortes  á  propuesta  del  Rey.  Con  este  derecho  ,  que  se  habia  reser- 
vado el  reyno  ,  se  poma  un  nuevo  freno  á  la  autoridad  real ,  para 
que  con  pretexto  de  una  guerra  voluntaria  ó  siniestramente  provoca- 
da ,  no  se  oprimiese  á  la  Nación,  y  se  la  privase  de  su  libertad.  Las 
contribuciones  eran,  igualmente   que   en  Castilla,  otorgadas  libre- 
mente por  la  Nación  reunida  en  Cortes,  en  donde  se  tomaba  cuenta 
de  su  inversión,  y  se  pedia  residencia  á  todos   los  funcionarios  pú- 
Ijhcos  del  desempeño  de  sus  cargos.  Ademas  de  la  resnion  periódica 
y  trequente  de  las   Cortes  ,  tenian  los  aragoneses  el  privilegio  de  la 
miion  5  institución  tan  singular,   que  ninguna   otra  nación   conocida 
ofrece  exemplo  de  esta  naturaleza.  Su   objeto  era  oponerse  abierta- 
mente á  la  usurpación  que  hacia  el  Rey  ó  sus  ministros  de  los  fueros 
o  libertades  del  reyno,  hasta  poderle  destronar  y  elegir  otro  en  su 
lugar   encara    que  sea  pagano,   como  dice  el  secretario  Antonio 
Pérez  en  sus  Relaciones,  Su  modo   de  proceder  estaba  determinada 
por  reolas  fixas.    Su  autoridad  se  extendia  hasta   expedir  mandaos 
y  exigir  de  los  Reyes  la  satisfacción  de  los  agravios  cometidos  con- 
tra el  reyno  ,  como  sucedió   con    Alfonso  ni  de  Aragón.   Pero   esU 
asociación  formidable  á  la  ambición  de  los  ministros  y^de  los  Reyes 
pereció  por  la  fuerza  de  las  armas  á  manos  de  Pedro^v,  11  Lado  e¡ 
del  Puñal ,  qmen  en  el  año  de  i348  consiguió  que  las  Cor  es  la  1' 
antis  ^M^^^/^*^  r-í^g-  ^  ^ociavía^  quefó   elJust         ^tT. 
autoridad   servia   de   salvaguardia   á   la  libeítad  civil  ,  v  se^r'd^d 

71ZZ  T"  *'°P^'  f '^"geras,  constituian  la  pa  te  princi- 
pal de  sa  extensa  autoridad  ,  cfue  no  menos  que  la  de  la  nnion  ^^1 

fcercar  '  1^^',^°'  P°'  el  últ.mo  Justicia  D.  Juan  de  Lanuda ,  al 

pen  TsuL  7°'"'''''"'"°''^""^'*''^'^°''''-^  fi"'^«  P»'-  Feli- 
nos'aVe'^  a  Zaragoza:  i  esto  se  juntaban  diferentes  leyes  y 
Xe^  dCtrJr/^-'f/«  1-  "agoneses,con;o  ^'  ^«  - 
toda  la  WuvnL      ,^''^''  >   quando  al  mismo  tiempo  en   Castilla  y  en 

W  y  crue^L'con'stit  '''^^  1  ^""T'  '^  "^^  ^'  ^^^^   P^-^^  ^^ - 
y  cruel.  La  Constitución  de  Navarra  como  viva  y  en  exer- 


cicio  no  puede  menos  de  llamar  grandemente  la  atención  del 
Congreso.  Ella  ofrece  un  testimonio  irrefragable  contra  los  que  se 
obstinen  en  creer  extraño  lo  que  se  observa  hoy  en  una  de  las  mas 
felices  y  envidiables  provincias  del  rey  no  ;  provincia  en  donde 
quando  el  resto  de  la  Nación  no  ofrecía  mas  que  un  teatro  uni- 
forme en  que  se  cumplia  sin  contradicción  la  voluntad  del  Gobier- 
no,  hallaba  este  un  antemural  inexpugnable  en  que  iban  á  es- 
trellarse sus  órdenes  y  providencias,  siempre  que  eran  contra  la 
ley  ó  pro  comunal  del  reyno.  Todo  lo  dicho  respecto  de  la  Constitu- 
ción de  Aragón,  exceptuando  el  Justicia,  y  los  privilegios  de  la  unión 
y  manifestación  ,  eso  misrmo  se  observaba  antes  en  Navarra.  En  el  dia 
todavía  el  reyno  junta  Cortes,  que  habiendo  sido  antes  como  en  Ara- 
gón anuales  ,  se  han  reducido  á  una  vez  cada  tres  años,  quedando  en' 
«1  intermedio  una  diputación.  Las  Cortes  tiene»  aun  grande  autori-* 
dad.  Ninguna  ley  puede  establecerse  sin  que  ellas  la  consientan  libre- 
mente, para  lo  qual  deliberan  sin  la  asistencia  del  virey  ,  y  sí  con- 
vienen en  el  proyecto ,  que  en  Navarra  se  llama  pedimento  de  ley, 
el  Rey  le  aprueba  ó  le  desecha.  Aun  en  el  primer  caso  las  Cortes 
todavía  examinan  de  nuevo  la  ley  en  su  forma  original  ya  sanciona- 
da ;  la  resisten  si  la  hallan  eontraria  ó  perjudicial  al  objeto  de  su  pro- 
posición ,  haciendo  réplicas  sobre  ella  hasta  convenirse  el  Rey  con  el 
reyno.  Mas  este  al  cabo  puede  absolutamente  resistir  su  promulga- 
ción é  inserción  en  los  quadernos  de  sus  leyes  ,  si  no  la  juzga  confor- 
me á  sus  intereses.  En  las  contribuciones  observan  igual  escrupulo- 
sidad. La  ley  del  servicio  ha  de  pasar  p«r  los  mismos  trámites  que 
las  demás  para  ser  aprobada ,  y  ningún  impuesto  para  todo  el  rey- 
no  tiene  fuerza  en  Navarra  hasta  haberse  obtenido  otorgamiento 
de  las  Cortes  ,  que  para  conservar  mas  cabal  y  absoluta  su  autori- 
dad en  esta  parte ,  llaman  á  toda  contribución  donativo  voluntario. 
Las  cédulas ,  pragmáticas  &c.  no  pueden  ponerse  en  execucion 
hasta  haber  obtenido  de  las  Cortes  ó  de  la  diputación ,  si  estan^  se- 
paradas, ei  permiso  ó  sobrecarta,  paralo  qual  se  sigue  un  expedien- 
te de  trámites  bien  conocidos.  La  diputación  exerce  también  una  au- 
toridad muy  extensa.  Su  principal  objeto  es  velar  que  se  guarde  la 
Constitución  y  se  obsérvenlas  leyes:  oponerse  al  cumplimiento  de' 
todas  las  cédulas  y  órdenes  reales  que  ofendan  á  aquellas :  pedir  coia- 
tra  fuero  en  todas  las  providencias  del  Gobierno  ,  que  sean  contra- 
rias á  los  derechos  y  libertades  de  Navarra  ;  y  entender  en  todo  lo 
perteneciente  á  lo  económico  y  político  de  lo  interior  del  reyno.  La 
autoridad  judicial  es  también  en  Navarra  muy  independiente  del  po- 
der del  Gobierno.  En  el  consejo  de  Navarra  se  finalizan  todas  las 
causas  ,  así  civiles  como  criminales  entre  qualesquiera  personas  ,  por 
privilegiadas  que  sean,  sia  que  vayan  á  los  tribunales  supremos  de  la 
corte  los  pleytos  ni  en  apelación  ó  suplicación,  ni  aun  por  el  recur- 
so de  injusticia  notoria.  Las  provincias  vascongadas  gozan  igual- 
mente de  infinitos  fueros  y  libertades,  que  por  tan  conocidos  no  es  ne- 
cesario hacer  de  ellos  mención  especial.  Avista  de  esta  sencilla  nar- 
ración ,  la  Comisión  no  duda  que  el  Congreso  oirá  con  benignidad 


©1  proyecto  de  ley  funclamental  que  presenta ,  y  algunas  de  las  prin- 
cipales razones  que  la  han  delermiaado  a  adoptar  el  plan  y  sistema 
con  que   está   di>puesto.  Todas  las  leyes,  fUeros  y  privilrorios  que 
comprehende  la    breve  exposición  que  acaba  de  hacer,  an.iaa   dis- 
persos y  me/clados  entre  una  miütitud  de  otras  leyes  puramente  ci- 
viles y  reglamentarias  en  la  inmensa  colección  de  los  cuerpos  del  de- 
recho ,  que  forman  la  jurisprudencia  españo'a.  La  promulgación   de 
estos  códigos ,   la  fuerza  y   autoridad  de  cada  uno  ,   las  vicisitudes 
que  ha  padecido  su  observancia,  ha  sido  todo  tan  vario ,  tan  desigual, 
tan  contradictorio,  que  era  forzoso  entresacar  con  gran  cuidado  y  di- 
lig-^ncia  las  leyes  puramente  fundamentales  y  constitutivas  de  la  mo- 
nar:jai'a  de  entre  la   prodigiosa  m-dtltad  de  otras  leyes  de  muy  di  - 
ferente  naturaleza  ,  de  espíritu  diverso   y  aun  contrario  á  la  índole 
de  aquellas.  Este  trabajo  no  le  ha  descuidado  la  Comisión  ;    al  con- 
trario ,  aunque  incompleto  ,  le  ha  tenido  á  la  vista  preparado  ya  de 
antemano  por  otra  Comisión  nombrada  al  intento  por  la  Junta  Cen- 
tral. Pero,   Señor,  todo  el  en  este   punto  ,  aunque  d*semp;íñado  con 
mucha  prolixidad  é  inteligencia ,  está  reducido  á  la   nomenclatura 
de  las  leyes,  que  m-^jor  pueden  llamarse  fundamentales,  contenidas  en 
el  Fuero  Ju^go,  las  Partidis,  Fuero  Vif^jo,  Fuero  Real ,  Ord  «namien- 
to  de  Alcalá  ,  Ordenamiento  Real  y  Nueva  Recopilación.  El  espíritu 
de  libertad  política  y  civil  que  brilla  en  la  mayor  parte  de  ellas ,  se 
halla  á  las  vecas  sofocado  con  el  de  la  mas  extraordinaria  inconse- 
qüencia  y  aun  contradicción,  hasta  contener  algunas  disposiciones  en- 
teramente incompatibles   con  el  genio  ,  índole  y  templanza  de  una 
monarquía  moderada.  Sirva  ,  Señor,  de  exemplo  la  ley  xir  tít.  i  par- 
tida 1,  en  que  s  í  dice  :  Emperador  ó  Rey  puede  facer  leyes  sobra , 
las  gentes  de  su  señorío,  é  otro  ninguno  non  ha  poder  de  las  fa» 
cer  en  lo  temporal ,  fueras  ende  si  lasjiciese  con  otorgamiento  dé 
ellos.  Et  las  que  de  otra  manera  son  fechas  ,  non  han  nombre  nin 
J^uerza  de  leyes ,  nin  deben  valer  ea  ningún  tiempo.  Otras  pudie- 
ran citarse,   pero  ademas  de  que  seria  mol;  star  sin  utilidad  la  aten- 
ción de  las  Cortes,   la  razón  mas  principal  de  la   Comisión  consiste 
en  que  la  C -institución  de  la  Monarquía  española  ,  debe  ser  un  sis- 
tema completo  y  bien   ordenado,  cuyas  partes  guarden  entre  si  el 
mas  perfecto  enlace  y  armonía.  Su  textura  ,   Señor  ,  par  decirlo  así, 
ha  de  ser  de  una  misma  mano  ,  su  forma  y  colocación  execntada  por 
un  mismo  artífice.  ¿  Como ,  pues  ,  seria  posible  que  la  simple  ordena- 
ción textual     de   leyes  promulgadas  en  épocas  diferentes ,  distantes 
las  unas  de  las  otras  por  muchos  siglos ,  hechas  con  diversos   fin-^s, 
en  circunstancias  cpaestas  entre  sí,  y  ninguna  parecida  á  la  situación 
en  que  en   el  dia  se  halla  el  reyno  ,  llenasen   aqu-^d  grande  y  mig- 
mfico  objeto  ?  Quando  la  Comisión  dice  que  en  su  proyecto  no  hay 
nada  nuevo,   dice  una  verdad  incontrastable,  porque  realmente  no 
lo  hay  en  la  substancia.   Los  españoles  fueron  en  tiempo  de  los   go- 
dos una  nación  libre  é  independiente  ,  formando  un   mismo  y  único 
jmpürio  ;   los  españoles  después   de  la  restauración,  aunque   fueron 
también  libres,  e$tuvi«ron  divididos  en  diferentes  estados,  en  que  fue- 


ron  mas  6  meHOS  mclependientes ,  según  las  círciinsfancias  en  qne  se 

hallaron  al  €ons(ilu.irse  rey  nos  separados;  los  españoles   nuevamente 
reunidos  baxo  de  una   misma  monarquía  ,  todavía  fueron  libres  por 
algún  tiempo;  pero  la  reunión  de  Aragón  y  de  Castilla  fué  seguida 
muy  en   breve  de  la  perdida  de  la  libertad  ,  y  el  yugo  se  fué  agra- 
vando de  tal  moio ,  que  líltimamente  habíamos  perdido  ^  doloroso 
es  decirlo  ,  hasta  la  idea  de  nuestra  dignidad  ;  si  se  excíptuan  las  fe- 
lices provincias  vascongadas  y  el  reyno  de  Navarra,  que  presentan- 
do á  cada  paso  en  sus  venerables  fueros  uria  terrible  protesta  y  re- 
clamación contra  las  usurpacion;^s  del  Gobierno,  y  una  reconvención' 
irresistible  al  resto  de  la- España  por  su  deshonroso  sufrimiento  exci- 
taba de  continuo  los  temores  de  la  corte ,  que  acaso  se  hubiera  arro- 
jado á  tranquilizarlos  con  el  mortal  golpe  que  amagó  á  su  libertad 
mas  de  una  vez  en  los  últimos  años  del  anterior  reynado,  á  no  haber 
sobrevenido   la  revolución.  Ahora  bien.  Señor,  en  todas  estas  épo- 
cas se  hicieron  leyes  ,  que  se  llaman  por  los  jurisconsultos  fundamen- 
tales.  Ellas  forman   nuestra  actual  Constitución   y  nuestros  códigos; 
¿como  es  posible  esperar  que  ordenadas  y  aproximadas,  de  quaiquier 
modo  que  se  quiera  ,    puedan  ofrecer  á  la  Nación  las  breves  ,  claras 
y  sencillas  labias  de  la  ley  política  de  una  Monarquía  moderada?  No/ 
Señor  ,  la  Comisión  ni  lo  esperaba  ,  ni  cree  que  este  sea  el  juicio  de 
ningún  español  sensato.   Convencida  por  tanto  del  objeto  de  su  grave 
encargo  ,   de  la  opinión  general  de  la  Nación  ,  del  interés  común  de 
los  pueblos,    procuró  penetrarse  profundamente  ;  no  del  tenor  de  las 
citadas  leyes,  sino  de  su  índole  y  espíritu  ;  no  de  lasque  últimamen- 
te habian  igualado  á  casi  todas  las  provinci¿is  en  el  yugo  y  degra- 
dación ,  sino  de  las  q^a.e  todavía  quedaban  vivas  en  algunas  de  ellas, 
las  que  habian  protegido  en  todas,  en  tiempos  mas  felices,  la  re- 
igion ,  la  libertad  ,  la  felicidad  y  bien  estar  de  los  españoles  ;  y  ex- 
trayendo por  decirlo  así  de  su  doctrina  los  principios  inmutables  de 
la  sana  política  ,  ordenó  su  proyecto,  nacional  j  antiguo  en  la  subs- 
tancia ,  nuevo  solamente  en  A  orden  y  método  de  su  disposición. 

Hecho  cargo  el  Congreso  de  estas  razones,  pasa  la  Conaision  á  ex- 
poner brevemente  los  fundamentos  áe  su  obra.  Para  darle  toda  la 
claridad  y  exactitud  que  requiere  la  ley  fundamental  de  un  estado, 
lia  dividido  la  Constitución  en  quatro  partes  que  compreiienden: 
Primera.  Lo  que  corresponde  á  la  Nación  como  soberana  é  indepen- 
diente, baxo  cuyo  principio  se  reserva  la  autoridad  legislativa.  Se- 
gunda. Lo  que  pertenece  al  Rey  como  participante  de  la  misma  au- 
toridad ,  y  depositario  de  la  potestad  execuíiva  en  toda  su  extensión. 
Tercera.  La  autoridad  judicial  delegada  á  los  Jueces  y  Tribunales. 
Y  quarta.  El  establecimiento  ,  uso  y  conservación  de  la  fuerza  ar- 
mada ,  y  el  orden  económico  y  administrativo  de  las  rentas  y  de  las 
provincias.  Esta  sencilla  clasificación  está  señalada  por  la  naturaleza 
misma  de  la  sociedad  ,  que  es  imposible  desconocer  ,  aunque  sea  en 
los  Gobiernos  mas  despóticos ,  poiT[ue  al  cabo  los  hombres  se  han  de 
dirigir  por  reglas  fixas  y  sabidas  de  todos  ,  y  su  formación  ha  de 
ater  iin  acto  diferente  de  la  execucion  de  lo  que  ellas  disponen»  La¡s 
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cllferencías  6  altercados  que  patrian  originarse  entre  los  lioml^rej ,  s« 
han  de  transigir  por  las  mv^imas  reglas  ó  por  otras  semejantes  ,  y  la 
aplicación  de  estas  á  aqa;.>llos  no  puede  estar  coraprehcndida  en  nin- 
guno de  los  dos  primeros  actos  del  examen  de  estas  fres  distintas 
operaciones  ;  y  no  de  ninguna  otra  idea  metafísica  ha  nacido  la  dis- 
tribución que  han  hecho  los  políticos  de  la  autoridad  soberana  de 
una  nación  ,  dividiendo  su  exercic.io  en  potestad  legislativa,  execii- 
tiva  y  judicial.  La  experiencia  de  todos  los  siglos  ha  demostrado  bas- 
ta la  evidencia  que  no  puede  haber  libertad  ni  seguridad  ,  y  por 
lo  mismo  justicia  ni  prosperidad  en  un  estado,  en  donde  el  cKerrici;» 
de  toda  la  autoridad  está  reunido  en  una  sola  mano.  Su  separación 
es  indispensable  ,•  mas  los  límites  que  se  deben  señ:dar  particularmen- 
te entre  la  autoridad  legislativa  y  executiva  para  que  formen  un  ju^- 
to  y  estable  equilibrio  ,  son  tan  inciertos  ,  que  su  establecimiento  ha 
sido  en  todos  tiempos  la  manzana  de  la  discordia  entre  los  autores 
mas  graves  de  la  ciencia  del  Gobierno  ,  y  sobre  cuyo  importante 
punto  se  han  multiplicado  al  infinito  los  tratados  y  los  sistemas.  La 
Comisión  ,  sin  anticipar  el  lugar  oportuna  de  esta  qiiestion,  no  duda 
decir  que  absteniéndose  de  resolver  este  problema  por  principios  de 
teoría  política  ,  ha  consultado  en  esta  yiaí  te  la  índole  de  la  Cons- 
titución antigua  de  España ;  por  la  que  es  visto  que  el  Rey  partici- 
paba en  algun  modo  de  la  autoridad  legislativa.  La  primera  parte 
comienza  declarando  á  la  Nación  espaüola  libre  y  soberana,  no  sol» 
para  que  en  ningún  tiempo  y  baxo  de  ningún  pretexto  puedan  susci- 
tarse dudas  ,  alegarse  pretensiones  ni  otros  subteiTngios  que  c©nipro- 
metan  su  seguridad  é  independencia  ,  como  ha  sucedido  en  varias 
épocas  de  nuestra  historia ,  sino  también  para  que  los  españoles  ten- 
gan constantemente  á  la  vista  el  testimonio  augus-to  de  su  grandeza 
y  dignidad,  en  que  poder  leer  á  un  mismo  tiempo  el  solemne  catálo- 
go de  sus  fueros  y  de  sus  obligaciones  sin  necesidad  de  expositores 
DI  interpreten.  La  Nación,  Señor,  vícüma  de  un  olvido  tan  funesto, 
y  no  menos  desgraciada  por  haberse  dexado  despojar  por  los  minis- 
tros y  favoritos  de  los  Reyes  de  todos  los  derechos  é  instituciones 
que  aseguraban  la  libertad  de  sus  individuos  ,  se  ha  visro  obligada 
á  levantarse  toda  ella  para  oponerse  á  la  mas  inaudita  agresión  quo 
han  visto  los  siglos  antiguos  y  modernos;  la  que  se  hubia  preparado 
y  comenzado  á  favor  de  la  ignorancia  y  obscuridad,  en  que  yacían 
tan  santas  y  sencillas  verdades.  Napoleón  ,  para  usurpar  el  trono  de 
España  ,  intentó  establecer  ,  como  principio  inconirastable  ,  que  la 
Nación  era  una  propiedad  de  la  familia  Real ,  y  baxo  tan  absur- 
da suposición  arrancó  en  Bayona  las  cesiones  de  los  Reyes  padre 
é  hijo.  V.  M.  no  tuvo  otra  razón  para  proclamar  solemnemente  en 
su  augusto  decreto  de  24  de  setiembre  la  süberaní:^  nacional ,  y  de- 
clarar nulas  las  renuncias  ht-chas  en  aquella  ciudad  de  la  corona  de 
España  por  fal-ta  del  consentimiento  libre  y  espontáneo  de  la  Nación^ 
sino  recordar  á  esta  ,  que  una  de  sus  primeras  obligaciones  debe  ser 
en  todos  tiempos  la  resistencia  á  la  usurpación  de  su  libertad  e  inde- 
pendencia. La  sublime  y  heroica  insurrección  á  que  ha  recurrido,  la 


desventurada  España  para  oponerse  á  la  atroz  opresión  qne  se  la  pro 
paraba,  es  uno  de  aquellos  dolorosos  j  arriesgadcs  remedios  á  que 
no  puede  acudirse  con  freqüencía,  sin  aventurar  la  misma  existencia 
política  que  por  su  medio  se  intenta  conservar.  Por  tanto  la  expe- 
riencia acredita ,  y  aconseja  la  prudencia  ,  que  no  se  pierda  jauas 
de  vista  quanto  conviene  á  la  salud  y  bien  estar  de  la  nación  ,  no 
dekkrla  caer  en  el  í^ital  olvido  de  sus  derechos,  del  qual  han  to- 
mado origen  los  males  que  la  han  conducido  á  las  puertas  de  la 
muerte.  La  clara  ,  sencilla  ,  pera  solemne  declaración  de  la  que  \% 
corresponde  como  Nación  libre  j  soberana,  presentando  á  cada  paso 
á  los  que  tenp;an  la  dicha  de  dirigirla  baxo  los  auspicios  del  Señor 
D.  Fernando  VII  y  sus  legítimos  sucesores  los  deroclios  de  la  Na- 
eiou  española  ,  les  indicará  con  toda  claridad  de  qué  modo  han  de 
usar  de  la  autoridad  qua  la  Constitución  y  el  Monarca  confien  á  su 
cuiíiado.  En  el  exercicio  del  respectivo  ministerio  que  cada  funcio- 
nario desempeñe  ,  no  podrá  desentenderse  de  tener  fixa  la  vista  en  la 
inmutable  regla  de  una  declaración  tan  augusta  ,  en  donde  ha  de  leer 
sus  tremendas  é  inviolables  obligaciones;  los  españoles  de  todas  clast'S, 
de  todas  edades  y  de  todas  condiciones  sabrán  lo  que  son  y  lo  que  es 
preciso  que  sean  para  ser  honrados  y  respetados  de  los  propios  y  de  los 
extraños.  No  es  menos  importante  expresar  las  obligaciones  de  ios  es- 
pañoles para  coa  la  Nacían,  pues  gue  esta  debe  conservarles  por  me- 
dio  de  leyes  justas  y  equitativas  todos  los  derechos  políticos  y  civi- 
les .  que  les  corresponden  como  indiviiluos  de  ella.  Así  van  señaladas 
con  individualidad  aquellas  obligaciones  de  que  no  puede  dispen- 
sarse ningún  español  sin  romper  el  vínculo  que  le  une  al  Estado. 
Como  otro  de  los  principales  fines  de  la  Constitución  es  conservar  la 
integridad  del  territorio  de  España  ,  se  han  especificado  los  reynos 
y  provincias  que  componen  su  imperio  en  ambos  hemisferios  ,  conser- 
vaiida  por  abora  la  misma  nomenclatura  y  división  que  ha  existido 
hasta  aquí.  La  Comisión  bien  hubiera  deseado  hacer  mas  cómodo  y 
proporcionado  repartimiento  de  todo  el  territorio  español  en  ambos 
mundos ,  así  para  facilitar  la  administración  de  justicia  ,  la  distribu- 
ción y  cobro  de  las  coníribaciones  ,  la  comunicación  interior  de  las 
provincias  unas  con  otras  _,  como  para  acelerar  y  simplificar  las  ór- 
denes: y  providencias  del  Gobierno  ,  promover  y  fomentar  la  unidad 
de  todos  los  españoles,  qualquiera  que  sea  el  reyao  ó  provincia  á  que 
puedan  peítenecer.  Mas  esta  grande  obra  exige  para  su  perfección 
«n  rúmido  prodigioso  de  conocimientos  científicos,  datos,  noticias 
y  documentos  ,  que  la  Comisicn  ni  tenia  ni  podia  facilitar  en  las  cir- 
cunstancias ,  en  que  se  halla  el  rey  no.  Así  ha  creido  debia  dexarse 
para  las  Cortes  sucesivas  el  desempeño  de  este  tan  difícil  como  im- 
portante trabajo. 

La  declaración  solemne  y  autentica  de  que  la  religión  catcKcay 
apostólica  ,  ronana  es  y  será  siempre  la  religión  de  la  I*"Tacion  espa- 
ñola ,  con  exclusión  de  qualquiera  otra  ,  ha  debido  ocupar  en  la  ley 
fundamental  del  Estado  un  lugar  preeminente  ,  qual  corresponde  á 
la  grandeza  y  sublimidad  del  objeto. 
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En  seguida,  se  proclama  igaalmente ,.  que  el  GoL'crno  de-  E^ipaña 
es  uoa  Monarquía  heredifavia  ,  moderada  por  la  ley  fundam'-iiiu], 
sin  (|ue  en  las  limitaciones  que  la  modifican  ,  pueda  h't  orse  rJnruna 
alteración  ,  sino  en  los  casos  y  por  los  medios  que  seaula  la  nu^aia 
Cünátifucion.  La  Comisión  ha  mirado  como  esencialísinio  tcj  .  lo  eon- 
CPi-nieuto  á  las  liiuitacioaes  de  la  autoridad  del  Rey  ,  aullando 
este  punto  con  toda  circunspección,  así  para  que  pueda  cxerccrla  con: 
la  dignidad  ,  grandeza  y  desembarazo  que  corresponde  al  Monarca  d^ 
la  esüiarecida  Nación  española,  como  para  que  uo  vuelvan  á  introdu- 
cirse al  favor  de  la  obscuridad  y  ambigüedad  de  las  leyes  las  funes- 
tas alteraciones,  que  tanto  han  desfigurado  y  hecho  vari-ar  la  índole 
de  la  monarquía  ,  en  grave  daño  de  los  intereses  de  la  Na(  ion  y  de  I4 
los  derechos  del  Rey.  Así  se  han  señalado  con^  escrupulosidad  reglas 
fixas  ,  claras  y  sencillas  que  determinan  con  toda  exactitud  y  pre- 
cisión la  autoridad,  que  tienen  las  Cortes  de  hacer  leyes  de  acuerdo 
con  el  Rey  ;  la  que  exerce  el  Rey  para  executarlas  y  hacerlas  res- 
petar ,  y  la  que  se  delega  á  los  jueces  y  trilxinales  para  la  decisión 
de  todos  los  pleytos  y  causas  con  arreglo  á  las  leyes  del  rejaio. 

Las  circunstancias  que  han  de  concurrir  en  todo  el  que   quiera 
ser  considerado  como  ciudadano  español ,  han  debido  merecer  aten- 
ción muy  principal.    Como  individuo  de  la  Nación  se  hace  participo 
de  sus  privilegios  ,    y  solo  baxo  seguridades  bien  calificadas  puederv 
ser  adaiitidos  en  una  asociación  política  los  que  así  como  sou  llama- 
dos á  formarla  ,    lo  son-  también  á  conservarla  y   defenderla.     La 
naturalización  de  los  extrangeros  en  el  reyno  ha  ocupado  igualmente 
la   atención  de  la   Comisión.    El-  amiiento  de  la  población  ,    el   fo- 
mento de  la  agricultura  ,   de  las  artes  y  del  comercio  ,  de  que  tan- 
to necesita  la  Nación^  despaes-  de  una  guerra  asoladora  ;"  la  facilidad 
con  que  las  leyes  del  reyno  han  favorecido  en  todos  tiejnpos  su  ad- 
misión _,    la  autorizaba  á  abrir  la   puerta-  á  su  venida  y   estableci- 
miento.   Así  lo  ha  h-icho  ;   pero  al  mismo  tiempo  ha  limitado    en- 
ellos  el  exercicio  de  los  derechos  políticos  y  civiles  ;    ya  porque    los- 
extrangeros  no  tanto  son  atraidos  á  establecerse  en  un   país  por   la- 
ambiciou'  de  los  empleos  3»^  cargos  públicos  ,    como  por  el  irresisti- 
ble aliciente  de  hacer  honradamentí;  su  fortuna  baxo  el  amparo  y 
'^protección  de  leyes  humanas  y  lib.'rales  ;ya  porque  la  Nación  ,  víc-- 
tima  en  el  dia  en  mucha  parte  del  fatal  pacto  de  familia,  no  dtbia  con- 
fiar al  capricho  ó  al  favor  del  Gobierno  la  dispensación  de  la  mayor" 
gracia  que  puede  concederse  en  un  Estado  ;  y  la  que  no  debe  exten- 
derse jamas  hasta  confundir  loque  solo  pueden- dar  la  nalDraleza  y  la 
educación.    El  inmenso  número  de  natuvales  de  África  eslabb.-cidos  ea, 
los  países  de  ultramar  ,   sus  dif.'reütes  condiciones  ,    el  estado  de  ci  - 
vilizacion  y  caltura  en  qu<-  la   maj^-or   parte   de   ellos  se  halla>  en  el'. 
dia  ,   han  exigido  macho  cuidado  y  diligencia  pira   no   agravar   su  " 
actual  situacioa  ,   ni  coinpromeíer  por  otro  lado  el  interés  y  seguri- 
dad de  aquellas  vastas  pro\^incias.    Consultando  con  mucha  madurez 
los  intereses  recíprocos  d^íl  Estado  en  general  y  de  los  individuos  «a 
particular  j  se  ha  dexado  abierta  la  puerta  á  la  viilud  ,   al  mérito  y 
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^  la  apTícacíoH ,' para  que  los  originarios  de  África  vayan  entrando 
oportunamente  en  el  goce  de  los  derechos  de  ciudad. 

La  apreciable  calidad  de  ciudadano  español  no  solo  debe  con- 
seguirse con  el  nacimiento  ó  naturalización  en  el  rey  no  ,  debe  con- 
servarse en  conocida  utilidad  y  provecho  de  la  Nación  ;  y  por  eso 
se  Sííñalan  los  casos  en  que  puede  perlerse  ó  suspenderse  ,  para  que 
así  los  españoles  sean  cuida iosos  y  diligentes  en  no  desprenderse  de 
lo  quíí  para  ellos  debe  ser  tan  envidiable. 

La  Comisión  ,  Señor  ,  al  llegar  al  importante  punto  de  la  re- 
presentación  en  Cortes  se  ha  dofenido  á  meditar  esta  miteria  con  to- 
da reflexión  y  prolixidad  ;  y  así  no  puede  menos  de  extenderse  en 
explicar  las  razones  que  ha  tenido  para  hacer  lo  que  con  poco  acuer- 
do ,  y  por  falta  de  suficiente  examen  ^  se  creerá  tal  vez  por  alguna 
innovación.  Tal  es  la  representación  sin  brazos  ó  estamentos.  Es  in- 
dudable que  en  España  antes  de  la  irrupción  sarracena  ,  y  después 
de  la  restauración  ,  los  congresos  de  la  Nación  se  componian  ya  de 
tres  ,  ya  de  quatro  ,  y  aun  de  dos  brazos  ,  en  que  se  dividia  la  uni- 
versalidad de  los  españoles.  Pero  ,  Señor  ,  este  punto  ,  que  real- 
mente es  de  hecho  ,  es  el  que  manos  importaba  aparar  en  la  mate- 
ria. Las  reglas  ,  los  principios  que  se  observaban  para  la  clasifica- 
ción y  método  de  elección  d?  diputados  ,  es  lo  qu3  convenia  averi- 
l^iguar.  Mas  por  mucho  q.ue  se  indague  y  se  registre  ,  no  se  halla- 
rán sino  pruebas  de  que  la  asistencia  de  los  brazos  á  las  Cortes  da 
la  Nación  era  puramente  una  costumbre  de  incierto  origen  ,  que  no 
estaba  sujeta  á  regla  alguna  fixa  y  conocida.  Los  brazos  variaban 
así  en  las  clases,  como  en  el  número  de  individuos  que  los  componían, 
no  solo  en  los  tres  reynos  sino  dentro  de  unos  mismos  en  épocas  diferen- 
tes. La  Isctura  de  los  historiadores  ,  de  los  quadernos  de  Cortes  ,  y 
otros  monumentos  de  la  antigüedad,  dispensa  á  la  Comisión  de  la  nar- 
ración de  hechos  que  lo  comprueban.  En  quanto  al  origen  de  los 
brazos  solo  indicará  ,  que  el  que  le  parece  mas  verosímil,  es  el  sis- 
tema feudal  ,  que  aunque  mwy  suavizado  ,  traxo  á  JTspaña  los  de- 
rechos señoriales  ,  como  es  notorÍ3.  Los  magnates  ,  y  los  prelados 
dueños  ác  tierra  con  juiisdiccion  omnímoda  ,  con  autoridad  de  le- 
vantar en  ellas  huestes  y  coritribaciones  para  acudir  al  Rey  con  el 
servicio  de  la  gaerra  ,  claro  está  que  no  podian  menos  da  asistir  á 
los  Congresos  nacionales  ,  en  donde  se  habian  de  ventilar  negocios 
graves  ,  y  que  podían  con  mucha  facilidad  perjudicar  á  su  intere- 
ses y  privilígios.  Ibio  á  ellos  no  por  elección  ,  ni  en  representa- 
ción de  ninguna  clase  ,  sino  como  defensores  de  sus  fueros  y  partes 
directa  y  personalmente  interesadas  en  su  conservación.  Así  es  que 
no  hay  un  solo  vestigio  en  \i  historia  que  indique  siquiera ,  que  los 
grandes  y  prelados;  eran  elegidos   para  ir  á  las  Cortes.    O    asistían 

f»or  derecho  personal  ,  ó  llámalos  par  el  Rey  :  y  muchos  de  ellos 
as  mas  veces  ,  como  en  Castilla  ,  mas  bien  en  calida!  de  conse- 
jeros que  á  deliberar.  Jamas  usaron  del  nombre  de  Procuradores, 
porque  la  Nación  no  les  daba  ningunos  poderes.  No  hallando  por  ío 
mismo  la  comisión  uinguna  regla    ni  principio  conocido  que  seguir 


en  este  punto  ,    se  arredró  al  querer  aplicar  al  estado  presente  del 
reyno  una  costumbre  varia  é  irregular  en  todas  las  coronas  de  Es- 
paña ;    pues  no  teniendo  ya  en  el  día  los  grandes  ,   títulos  ,    prela- 
dos &c.  derechos  ni  privilegios  exclusivos  que  los  pongan  fuera  de 
la  comunidad  do  sus  conciudadanos  ,    ni  les   dé  intereses  diR-rentes 
qaie  los  del  pro  comunal  de  la  Nación,  faltaba  la  causa  que  en  juicio  de 
aquella   dio   origen   á  los  brazos.    La  desigualdad  con  que   la  no- 
blt^za  está  distribuida  en  España.,    es  un  obstáculo  insuperable  pa- 
ra los  estamentos  ;  pues  si  los  grandf^s  por  su  calidad  ,    por  ser  me- 
nos en  número  ,  y   vivir  de   ordinario  en    la  Corte  ,     no  ofrecen 
dificultad    para    su   clasificación   en    las    elecciones  ,     los    títulos  y 
demás    nobles    no    titulados    la    hacían     impracticable  ,     por    mu- 
cha   diligencia  que   se  pusiese  para   arreglar    su    número  y  circuns- 
tancias respectivas  de  cada  ciase,  ¿que  pjincipio  se  habia  de  adop- 
tar por   base  ?  El  número  de  cada    una  de  las  clases  ;  sn   riqueza  6 
antigüedad  ;  la  abundancia  ó  escasez  de  nobles  en  unas  y  otras  pro-' 
vincias ,  ¿ó  que  otra  regla  seria  capaz  de  desentrañar  tan  compíicadcy 
sistema  como  la  gerarquia  de  los  nobles  en  España?  Y  en  los  prela- 
dos ,  ya  que  los  de  la  península  pudiesen  asistir  sin  abandonar  por 
mucho  tiempo  sus  diócesis ,  ¿los  de  ultramar  habían  de  dexarlas  viu-^ 
das  por  años  enteros ,  y  exponerlas  á  las  funestas  conseqüencias  de- 
una  larga  peregrinación?  Y  sobre  todo  ,  ¿los   grandes  y  los   prela- 
dos habían  de  entrar  también  á   componer  el  censo  total  para  nom- 
brar representantes  ,  y  poder  ser  elegidos   entre  ellos  ó  excluidos  de 
la  diputación   popular,  y  circunscritos   á  las  dos  clases   ó  brazos  ?. 
¿  Los   nobles  y  los  eclesiásticos  en  el   segundo  caso  ya  representados 
en  sus  respectivas  clases,  habían  de  entrar  ademas  en  las  de  las  uni- 
versidades y  poder  ser  procuradores  por  el  estado  general?  \Qué  con- 
fusión ,  Señor  ,  qué   inmenso  piélago  de  dificultades  fácil  de  surcar 
€ou  la  palabra  y  la  irreflexión ,   pero  muy  i  propósito  para  anegar- 
se en  él  qualquiera  que  quisiese  poner   orden  y  arreglo  en   medio  del 
conflicto  de  opiniones  y  de  intereses  tan  encontrados  }  Jamas  se  ha- 
bría presentado  teoría  política  mas  absurda  que  intentar  remover  es- 
tos obstáculos  adoptando  el  método    de  señalar  número  fixo  á  los  dos 
brazos,  excluyendo  de  ellos  la  elección,  como  en  el  sentir  de  algu- 
nos se  ha  creído  conveniente.  El  exemplo   de  Inglaterra  seria   una 
verdadera  innovación  incompatible  con  la  índole  misma  de  los  bra- 
zos en  las  antiguas  Cortes  de  España.  En  aquel  reyno  no  hay  en  ri- 
gor mas  que  una  sola  clase  de  nobleza  ,  que  son  los  lores.  Todo  par 
del  reyno  es  por  el  mismo  hecho  miembro  de  la  cámara  alta  ^  sin  que 
para   ello  sea  elegido  ni  llamado  :  no   representa  sino  á  su  persona. 
Los  obispos,  como  lores  espirituales,  son  igualmente  todos_,  á  ex- 
cepción de  uno  ,  iudividuos  natos    del   parlamento  ,    sin  necesidací 
de  elección  ni  convocación  ;  y  si  se  cree   que  representan  ab  cuerpo- 
eclesiástico  ,  también  los  clérigos  están  excluidos  de  la  cámara  deloj' 
comunes.  Pero,  Señor,  la  razón  mas  poderosa,  la  que  ha  tenido  paroí' 
la  Com.ision  uaa  fuerza  irresistible  es  ,  que  los  brazos  ,  que  las  cama-* 
ras-^  ó  qualquiera  otra  separación  de  los  diputados  en  estamentcSj  pro-^' 
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Tocaría  la  mas  «spantosa  desunión  ,  romentarla  los  intereses  de  cuer  ^ 
pos ,  excitaría  zelos  y  rivalidades  ,  que  si  en  Inglaterra  no  son  hoy 
día  perjudiciales ,  es  porque  la  constitncien  de  aquel  país  está  funda- 
da sobre  esa  Lase  desde  el  ori,^en  de  la  Monarquía  por  reglas  fixas 
y  conocidas  desde  muclios  siglos ;  porque  la  costumbre  y   el  espíritu 

Eúblico  no  lo  repugna»  ;  y  en  fin .,  Señor  ,  porque  la  experiencia  ha 
echo  litil  y  aun  venerable  en  Inglaterra  una  institución  ,  que  en 
España  tendría  que  luchar  contra  todos  los  inconvenientes  de  una 
verdadera  novedad.  Tales ,  Señor  ,  fueron  las  principales  razones, 
por  que  la  Comisión  ha  llamado  á  les  españoles  á  representar  á  la 
Nación  sin  distinción  de  clases  ni  estados.  Los  nobles  y  los  eclesiás- 
ticos de  todas  las  gerarquías  pueden  ser  elegidos  en  igualdad  de  de- 
recho con  todos  los  ciudadanos  ;  pero  en  el  hecho  serán  siempre  pre- 
feridos. Los  primeros  por  el  influxo  que  en  toda  sociedad  tienen  los 
honores,  las  distinciones  y  la  riqueza;  y  los  segundos  porque  á  es- 
tas circunstancias  unen  la  «antidad  y  sabiduría  tan  propias  de  su  mi- 
nisterio. El  método  que  habla  sancionado  la  Junta  Central  para  las 
elecciones  de  los  actuales  diputados  en  Cortes  ,  no  pareció  adaptable 
eia  todos  sus  principios  á  la  representación  ulterior  ,  que  debe  tener 
•el  reyno  por  la  Constitución.  Asi  como  se  han  suprimido  los  brazos 
por  incompatibles  con  un  buen  sistema  de  elecciones ,  ó  sea  represen- 
tativo j  por  la  misma  razón  i>e  ha  omitido  dar  diputados  á  las  ciu- 
dades de  voto  en  Cortes  ;  pues  habiendo  sido  estas  la  verdadera  re- 
presentación nacional  ,  quedan  hoy  incorporadas  en  la  masa  general 
de  la  población,  líníea  base  que  se  ha  tomado  para  en  adelante.  Por 
las  mismas,  y  aun  otras  bien  obvias  razones,  se  han  suprimido  igual- 
mente los  diputados  de  juntas.  También  se  han  hecho  algunas  otras 
variaciones  en  el  método  general  de  elección  en  las  provincias  ,  para 
evitar  los  inconvenientes  que  la  experiencia  ha  manifestado  resultar 
del  reglamento  de  la  Junta  Central.  Las  dos  innovaciones  mas  prin- 
cipales que  se  han  hecho ,  son  la  de  no  requerir  precisamente  para 
ser  nombrado  diputado  por  una  provincia  la  naturaleza  material  ,  por 
no  privar  á  la  Nación  de  que  sean  elegidos  muchos  dignos  españo- 
les que  por  haber  salido  de  sus  provincias  desde  niños  ,  ó  hecho  au- 
sencias de  muchos  añDS,  pueden  ser  peco  ó  nada  conocidos  en  ellas. 
La  otra  es  exigir  para  diputado  la  condición  de  tener  una  renta  anual 
proporcionada ,  procedente  de  bienes  propios. 

Nada  arrayga  mas  al  ciudadano  y  estrecha  tanto  los  vínculos  que 
le  unen  á  su  patria  ,  como  la  propiedad  territorial  ó  la  industrial  afic- 
ta  á  la  primera.  Sin  embargo  ,  la  Comisión  al  ver  los  obstáculos  que 
impiden  en  el  día  la  libre  circulación  de  las  propiedades  territoria- 
les ,  ha  creído  indispensable  suspender  el  efecto  de  este  artículo  has- 
ta que  removidos  los  estorbos  ,  y  sueltas  todas  las  trabas  que  la 
encadenan  ,  puedan  las  Cortes  sucesivas  señalar  con  fruto  la  época 
de  su  observancia.  Igualmente  se  ha  elevado  la  base  para  nombrar 
diputados  de  uno  por  cada  cincuenta  mil  á  setenta  mil.  El  excesivo 
número  de  representantes  hace  siempre  demasiado  lentas  las  delibe- 
raciones 5  y  sobre  todo  las  iarcensas  distancias  y  los  crecidos  gastos 
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que  ocasionan  los  TÍages  largos  y  duraderos  y  obligan  en  sentir  de  la 
Comisión  ,  á  tener  estas  consideraciones  con  los  españoles  de  ultra- 
mar. Quando  la  Comisión  examinó  las  muchas  leyes  que  protegían 
en  España  la  libertad  política  y  civil  de  los  ciudadanos  ,  indagaba 
con  escrupulosidad  y  diligencia  las  causas  que  podrian  haberlas  he- 
cho caer  en  tan  lastimosa  y  fatal  inobservancia ;  y  al  paso  que  ha- 
lla el  principal  origen  de  estos  malea  en  el  progresivo  decaimiento 
de  la  celebración  de  Cortes ,  no  encontró  remedio  mas  eficaz  y  cali- 
ficado que  la  reunión  anual  de  los  diputados  del  reyno  en  Cortes  ge- 
nerales. Aragón  ,  Navarra  y  Castilla  fueron  libres  ,  esforzados  y 
temidos  sus  naturales  ,  mientras  los  procuradores  de  estos  tres  rey- 
nos  se  juntaban  freqüentemente  á  mirar  por  el  bien  y  pro  comunal 
de  sus  tierras  5  y  el  incesante  conato  que  los  Reyes  de  estos  esta- 
dos manifestaron  en  varias  ¿pocas  de  querer  diferir  á  plazos  aparta- 
dos estos  Congresos  ,  y  aun  dispensarse  de  su  convocación  ,  muestra 
bien  claro  que  miraron  la  freqiiente  reunión  de  Cortes  como  un  ver- 
dadero obstáculo  á  la  arbitrariedad  de  su  gobierno  y  á  la  usurpación, 
que  se  inteataba  hacer  de  las  libertades  de  los  españoles.  Los  abu- 
sos comienzan  de  ordinario  por  pequeñas  omisiones  en  la  observan- 
cia de  las  leyes  ,  que  acumulándose  insensiblemente  llegan  á  introdu- 
cir costumbre  ,  se  cita  esta  á  poco  como  exemplo  ;  y  estableciéndose 
sobre  ello  doctrina  ,  pasa  al  fin  á  fundarse  y  exigirse  en  derecho.  El 
juntar  Cortes  cada  año  es  el  único  medio  legal  de  asegurar  la  ob- 
servancia de  la  Constitución  sin  convulsiones,  sin  desacato  á  la  au- 
toridad, y  sin  recurrir  á  medidas  violentas,  que  son  precisas  y  aun 
inevitables  quando  los  males  y  vicios  en  la  administración  llagan  á 
tomar  cuerpo  y  envejecerse.  Las  ventajas  que  acarrearía  á  la  Nación 
el  estar  siempre  viva  y  vigilante  por  medio  de  sus  procuradores 
sobre  la  conducta  de  los  funcionarios  piíblicos ,  compensará  abun- 
dantemente el  gravamen  ,  que  por  otro  lado  pudiera  experimentar 
en  la  reunión  anual  de  su  diputados:  siendo  igualmente  el  medio  mas 
á  propósito  para  estrechar  mas  y  mas  los  vínculos  de  unión  con  los 
españoles  de  ultramar  ,  quienes  podrán  con  mayor  facilidad  promo- 
ver con  eficacia  el  adelantamiento  y  mejora  de  aquellos  felices  y  pre- 
wosos  paises.  Ademas  el  triste  y  lamentable  estado  á  que  el  reyno 
quedará  reducido  por  la  asoladora  irrupción  en  que  se  le  ha  sumer- 
gido ,  destruyendo  en  sn  origen  todos  los  canales  de  riqueza  públi- 
ca ,  en  que  la  religión  ,  la  educación  y  todas  las  instituciones  mora- 


les ,  científicas  y  políticas  han  padecido  sensible  menoscabo  ;  es  in- 
el   ci " " 

y  restituya  en  quanto  sea  posible  á  su  anticuo 


dispensable  que  el  cuidado  y  vigilancia  del  cuerpo  representativo 
de  la  Nación  reanime  y  restituya  en  quanto  sea  posible  á  su  anticuo 
estado  todo  lo  que  haya  padecido  alteración  substancial  5  proporcio- 
nando al  mismo  tiempo  las  mejoras  y  adelantamientos  que  puedan 
convenir.  Tan  vastos  objetos  no  pueden  confiarse  nunca  al  cuidado 
del  Gobierno  ,  que  ocupado  principalmente  en  desempeñar  las  obli- 
gaciones propias  de  su  instituto  ,  miraria  siempre  como  secundarias 
estas  otras  atenciones.  Por  otro  lado  el  inmenso  poder  que  se  ha  ad- 
^dicado  i  la  autoridad  real,  necesita  de  un  freno  que  comtantemen- 
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te  le  CvOntenga  dentro  de  sus  límites  ;  que  qualquiera  que  «stos  sean, 
reducidos  á  la  ineficacia  de  una  ley  escrita  ,  solo  opondrá  siempre 
una  débil  barrera  al  que  tiene  á  su  mando  el  exército ,  el  mane- 
jo de  la  tesorería  y  la  provisión  de  empleos  y  gracias ,  sin  que  la 
autoridad  de  las  Cortes  tenga  á  su  disposición  medios  tan  terribles 
para  traspasar  los  límites  prescritos  á  sus  facuifades  ,  debilitadas  ya 
en   gran  manera   por  la  sanción   del    Rey. 

La  renovación  de  diputados  ,  aunque  en  sentir  de  la  Comisión 
debiera  ser  todos  los  años ,  no  ha  podido  conciliarse  con  la  inmen- 
sa distancia  que  separa  á  los  españoles  del  nu«vo  mundo  ,  señala- 
dament''  los  que  habitando  hacia  las  costas  del  mar  Pacífico  ó  las 
islas  Filipinas  ,  necesitan  emprender  largas  navegaciones  en  perío- 
dos fixos  é  inalterables ,  6  atravesar  montes  y  desiertos  de  conside- 
rable extensión.  Por  eso  cada  diputado  en  Cortes  durará  dos  años, 
para  dar  tiempo  á  la  venida  de  los  procuradores  de  ultramar.  La 
elección  de  diputados  y  apertura  de  las  sesiones  de  Cortes  ,  se  ha  fi- 
xadx)  por  la  ley  para  dias  determinados  ,  con  el  fin  de  evitar  que  el 
influxo  del  Gobierno  ó  las  malas  artes  de  la  ambición  puedan 
estorbar  jamas  con  pretextos  ó  alargar  con  subterfuo;ios  la  reunión 
del  Congreso  nacional.  La  absoluta  libertad  de  las  discusiones  se  ha 
asegurado  con  la  inviolabilidad  de  los  diputados  por  sus  opiniones  en 
el  exercicio  de  su  cargo,  y  prohibiendo  que  el  Rey  y  sus  minis- 
tros influyan  cena  su  presencia  en  las  deliberaciones  :  limitando  la 
asistencia  del  Rey  á  los  dos  actos  de  abrir  y  cerrar  el  solio,  así  para 
que  pueda  exercitar  el  paternal  cuidado  de  honrar  con  su  palabra  á 
sus  fieles  y  amados  subditos  ,  como  para  dar  magestad  y  grandeza 
á  la  reunión  soberana  de  la  Nación  y  de  su  Monarca. 

Las  facultades  de  las  Cortes  se  han  expresado  con  individualidad, 
para  que  en  ningún  caso  pueda  haber  ocasión  de  disputa  ó  competen- 
cia entre  la  autoridad  de  las  Córtc-s  y  la  del  Rey  ,  que  no  esté  fácil- 
mente disuelta  con  el  simple  recuerd©  de  la  Constitución.  La  lectura 
de  estas  facultades  anuncia  por  sí  misma  quáles  hayan  sido  las  razo- 
nes ,  en  que  las  funda  la  Comisión.  Cada  una  de  ellas  pertenece  por  sa 
naturaleza  de  tal  modo  á  la  potestad  legislativa  ,  que  las  Cortes  no 
podrian  desprenderse  de  ellas  sin  comprometer  muy  pronto  la.  liber- 
tad de  la  Nación.  La  mas  leve  discusión  en  estos  puntos  arrojará  so- 
bre la  materia  un  torrente  de  luz  muy  superior  á  la  que  pudiera  an- 
ticipar la  Comisión  ;  por  lo  que  se  dispensa  de  molestar  sobre  este 
particular  la  atención  del  Congreso^ 

Los  trámites  de  la  discusión  en  Tos  proyectos  de  ley  y  materias 
graves  van  señalados  con  toda  individualidad,  para  que  en  ningún 
caso,  ni  baxo  de  ningún  pretexto  ,  puedan  ser  las  leyes  y  decretos 
de  las  Cortes  obra  dje  la  sorpresa  ,  del  calor  y  agitación  de  las  pa- 
siones ,  del  espíritu  de  facción  ó  parcialidad.  La  parte  que  se  ha  da- 
do alRey  en  la  auíoridad  legislativa,  concediéndole  la  sanción,  tiene 
por  objeto  corregir  y  depurar  quanto  sea  posible  el  carácter  impe-- 
tuoso,  que  necesariamente  domina  en  un  cuerpo  numeroso  que  deli- 
bera 3oíre  materias  las  ma»  vec«s  muy  propias  para  empeñar  al  mis* 
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mo  tiempo  ias  virtades  y  los  defectos  dol  ánimo.  Con  el  mismo  fin 
S3  ha  limitado  la  duración  de  las  sesioaes  en  cada  año ,  para  que  no 
pasando  de  tres  meses  ó  de  quatro  ,  si  hubiese  proroga  ,  llenen  el  im- 
portante objeto  de  enfrenar  al  Gobierno  con  su  autoridad ,  sin  afli- 
girle demasiado  con  mna  prolongada  permanencia.  Por  último  la  pu- 
blicidad de  las  sesiones  ,  al  paso  que  ofrece  á  los  diputados  dar  ua 
testimonio  público  de  la  rt^ctitud  ,  firmeza  y  acierto  de  sus  dictá- 
m<?nes  ,  presenta  á  la  Nación  siempre  abierto  el  santuario  de  la  ver- 
dad y  de  la  sabiduría ,  en  donde  la  ansiosa  juventud  pueda  prepa- 
rarse á  desempeñar  algún  dia  con  utilidad  ol  dificil  cargo  de  procu- 
rar por  el  bien  estar  de  su  patria  ,  y  la  respetable  ancianidad  hallar 
ocasiones  de  bendecir  el  fruto  de  s.u  prudencia  y  de  sus  consejos: 
alejando  de  este  modo  la  obscuridad  y  el  misterio  de  un  cuerpo  de- 
liberativo ,  que  por  su  instituto  no  debe  ocuparse  en  negocios  de  go- 
bierno ,  únicos  que  piden  reserva ,  á  no  ser  en  los  pocos  casos  ,  que 
Íirevias  deliberaciones  ,  convenga  el  secreto  al  interés  público.  La 
brmula  con  que  se  han  de  publicar  las  leyes  á  nombre  del  Rey,  está 
concebida  en  los  términos  mas  claros  y  precisos :  por  ellos  se  demues- 
tra que  la  potestad  de  hacer  leyes  correspmde  esencialmente  á  las 
Cortes  ,  y  que  el  acto  de  la  sanción  debe  considerarse  salo  como 
un  correctivo,  que  exige  la  utilidad  particular  dé  circunstancias  acci- 
dentales. 

Para  que  la  execucion  de  las  leyes  sea  rápida  y  pronta  >  y  no  en- 
cuentre ningún  obstáculo  en  su  comunicación  ,  se  circularán  directa- 
mente de  mandato  del  Rey  por  los  secretarios  respectivos  del  Des- 
pacho á  todas  las  autoridades,  á  quiénes  corresponda  su  conocimien- 
to. En  el  iatcrvalo  que  medie  éntrelas  sesiones  de  las  Cortes,  quedará 
en  exercicio  una  diputación  de  las  mismas  con  facultades  señaladas 
para  algunos  casos ,  cuya  importancia  se  recomienda  por  sí  misma 
sin  necesidad  de  mas  aclaración.  Como  en  el  curso  ordinario  del  go- 
bierno del  reyno  pueden  sobrevenir  acontecimientos  imprevistos  ,  que 
con  urgencia  exijan  pronto  remedio  ,  mientras  se  hallen  de  vacante 
ó  estea  ya  disueltas  las  Cortes  ordinarias  ,  ha  parecido  necesario  pro- 
veer á  estos  casos  por  medio  de  la  reunión  de  Cortes  extraordinarias, 
que  no  entenderán  sino  en  el  negocio  para  que  fueren  convocadas;» 
ni  menos  estorbarán  la  elección  de  nuevos  diputados  6  la  instala- 
ción de  las  Cortes  ordinarias  en  las  e'pocas,  en  que  uno  y  otro  cor- 
responda. 

Indicadas  las  razones  principales  en  que  funda  la  Comisión  el 
modo  como  ha  dispuesto  la  primera  parte  de  la  ley  fundamental  para 
la  monarquía  ,  pasa  ahora  á  exponer  las  que  la  han  movido  á  arre- 
glar la  segunda ,  que  comprehende  la  autoridad  del  Rey.  El  Rey, 
como  gefe  del  Gobierno  y  primer  magistrado  de  la  Nación ,  necesita 
estar  revestido  de  una  autoridad  verdaderamente  poderosa,  para  que 
al  paso  que  sea  querido  y  venerado  dentro  de  su  reyno  ,  sea  respe- 
tado y  temido  fuera  de  él  de  las  naciones  amigas  y  enemigas.  Toda 
la  potestad  executiva  la  deposita  la  Nación  por  medio  de  la  Gons*- 
titueion  en  sus  manos ,  para  que  el  orden  y  la  justicia  se  hagan  sen- 
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tir  en  ío^as  partes  ,  y  para  que  la  libertad  y  seguridad  de  los  cra« 
dadaiios  pueda  ser  protegida  á  cada  instante  contra  la  violencia  ó  las 
malas  artes  de  los  enemigos  del  bien  público.  Este   inmenso  poder, 
de  que  el  Monarca  se  halla  revestido  ,  seria  ineficaz  é  ilusorio   si  su 
persona  no  estuviese  á  cubierto  de  una  inmediata  responsabilidad. 
La  historia  de   la  sociedad  humana  ,  la  prudencia  y  la  sabiduría  de 
los  hombres  v  escritores  mas  profundos  ponen  fuera  de  toda  duda  la 
necesidad  de  que  el  entendimiento   humano  se  rinda  á  la  experien- 
cia ,  y  haga  el  costoso  sacrificio  de  declarar  suelta  de  todo  cargo  la 
persona  del  Rey  ,   que   por  tanto  debe  ser  sagrada  é  inviolable  en 
obsequio  del   orden  público ,   de  la  tranquilidad   del  Estado  ,  y  de 
toda  la  posible  duración  de  la  institución  magnífica  de   una  Monar- 
quía moderada.  Búsquense  en  otra  parte  los  medios  de  asegurar  el 
fiel  desempeño  de  la  autoridad  pública  sin  exponer  á  la  Nación  á 
los  riesgos  de  una  convulsión  interior ,  ó  á  las  espantosas  resultas  de 
la  disolución  ó  de  la  anarquia.  Lo  mismo  que  á  las  Cortes ,  es  indis- 
pensable señalar  al  Rey  sus  facultades  como  depositario  de  la  po- 
testad executiva ;  las  que  van   explicadas   con  la  individualidad  y 
distinción  correlativas  á  las  que  se  han  prefixado  para  las  Cortes.  Los 
fundamentos  en  que  se  apoyan,  son  del  mismo  modo  claros  y  libres 
de  toda  obscuridad :  se  conciben  mejor  que  se  expresan  5  y  así   la 
Comisión  se  abstendría  en  este  punto  de  molestar  al  Congreso ,  si  no 
fuera  por  indicar  algunas  de  las  razones    que  tuvo  para  conceder  al 
Key  la  facultad  de  declarar  la  guerra ,  hacer  y  ratificar  la  paz.  Si 
España ,  Señor  ,  estuviera  reducida  á  no  tener  en  el  dia  con  las  po- 
tencias extrangeras  otras  relaciones  que  las  que  guardaba  en  Euro- 
pa  eu  tiempo  de  los  árabes ,  no  hubiera  habido  dificultad  en  reser- 
var á  las  Cortes  aquel  terrible  derecho.   Mas  la  política   de  los  ga* 
binetes  ha  variado  hoy  enteramente  ,  y  toda  nación   en  los  puntos 
que  corresponden  á  la  conservación  de  su  seguridad  exterior ,  ne- 
cesita arreglarse  á  lo  que  hacen  las  demás  naciones  ,  de  quienes  pue* 
de  rezelar   ó  temer  algún  daño.  Si  para  declarar  con  oportunidad 
una  guerra  fuese  necesario  esperar  á  la  lenta  é  incierta  resolución  de 
un  congreso  deliberatorio  ,  la  potencia  agresora  ó  injusta  tendría  la 
mas   decidida  superioridad  sobre  la  nuestra  ,  si  á  favor  del  secreto  de 
una    negociación   conducida  con  habilidad  ,.  pudiese  tomar  por    sí 
solo  su  gobierno  las  medidas  convenientes  para  declararse  con  ven- 
taja. La  inmensa  distancia  que  separa  nuestras  provincias  de  ultras 
mar  las  unas  de  las  otras ,  y  los  diversos  puntos  de  contacto  que  en 
el  dia  tienen  con  potencias  respetables  ,  hace  indispensable  este  sa- 
crificio en  obsequio  de  la  seguridad  del  Estado  ,   el  qual  no   es  tan 
grande  respecto  á  que  en  los  tratados  de  alianza  ofensiva  y  de  comer- 
GÍo  en  que  pudiera  perjudicarse  á  la  Tía  clon  ,  el  Rey  no  puede  pro- 
ceder á  formalizarlos  sin  consentimiento  de  las  Cortes. 

A  continuación  se  determinan  con  la  misma  puntualidad  las  res- 
tricciones que  la  autoridad  del  Rey  no  puede  menos  de  tener  ,  si 
no  ha  de  ser  un  nombre  vano  la  libertad  de  la  ISTacion.  La  Comisión, 
Señor  X  ni  au»  «Q  esto  pretende  ser  original  ;  los  fueros  de  Aiagoa 


fc  ofrecieron  felizmente  la  fórmula  de  las  restricciones  ,  pues  2ia*- 
Wando  de  ellas  dicen  freq'dentemente  Dominus  Rex  non  potest  &c. 
Quan  saludable  haya  de  ser  para  lo  sucesivo  esta  claridad  y  pre- 
cisión en  el  texto  de  la  ley  fundamental  ,  no  hay  para  que  antici- 
parlo. Sin  lanzarse  la  Comisión  en  conjeturas  risueñas  ,  ni  dexarse 
seducir  de  prestigios  filosóficos  ,  no  cree  aventurar  su  juicio  si  ase- 
gura con  confianza  j  que  se  han  acabado  para  siempre  osa  prodigiosa 
multitud  de  interpretes  y  escoliadores  ,  que  ofuscando  nuestras  le- 
yes ,  y  llenando  de  obscuridad  nuestros  códigos  ,  produxeron  el  la- 
mentable conflicto  ,  la  espantosa  confusión  en  que  á  un  tiempo  so 
anegaron  nuestra  antigua  constitución  y  nuestra  libertad.  La  fórmu- 
la del  juramento  que  na  de  prestar  el  Rey  ante  las  Cortes  á  su  ad- 
venimiento al  trono  ,  va  concebida  en  el  estilo  mas  grave  y  decoroso, 
que  al  paso  que  le  constituye  Rey  ,  debe  hacer  en  su  ánimo  una  pro- 
funda impresión  acerca  de  qual  sea  la  naturaleza  de  sus  sagradas 
obligaciones. 

La  sucesión  á  la  corona  será  uno  de  los  objetos  que  arreglará  la 
sabiduría  áe\  Congreso  ,  según  entienda  que  mejor  conviene  á  los 
Verdaderos  intereses  de  la  Nación  ;  haciendo  para  el  caso  los  llama- 
mientos oportunos  después  del  Sr.  D.  Fernando  vii  y  su  legítima  des- 
cendencia, cuya  augusta  real  persona  se  halla  actualmente  en  el  go- 
ce de  los  derechos  que  la  Nación  ha  reconocido  ,  proclamado  y 
jurado  del  modo  mas  auténtico  y  solemne. 

La  mayor  edad  del  Reysehafixado  enlosdiezy  ocho  anos  cum^ 
plidos  de  edad,  ya  para  que  una  larga  minoría  no  aflija  á  la  Nación  coa 
un  gobierno  interino,  ya  porque  un  rey  nado  prematuro  no  la  expon- 
ga á  los  funestos  resultados  de  la  precoz  adolescencia  ,  d©  la  inex- 
periencia ó  veleidad  de  un  Rey,,  demasiado  joven.  El  reyno  en  lá 
menor  edad  del  Rey  se  gobernará  por  una  Regencia,  cuyos  individuos 
elegirán  las  Cortes  5  y  para  evitar  que  si  no  estuvieren  reunidas  al 
tiempo  déla  muerte  del  Rey,  quede  la  Nación  sin  Gobierno,  habrá  una 
Regencia  provisional  presidida  ,  si  la  hubiere  ,  porta  Reyna  ma- 
dre. La  autoridad  que  exerza  la  Regencia  nombrada  por  las  Corte», 
será  igual  á  la  del  Rey  ,  á  no  ser  que  crean  oportuno  limitarla, 
lias  Cortes  al  ver  el  interés  que  tiene  la  Nación  de  que  el  Rey  sea 
el  padre  d«  sus  pueblos  ,  no  pueden  desentenderse  de  mirar  por  su 
crianza  y  educación  :  por  tanto  debe  ser  de  su  cargo  nombrar 
tutor  ,  á  falta  de  tutela  testamentaria  ó  legitima  ,  como  asimismo  vi- 
gilar la  enseiíanza  del  Rey  menor. 

La  Comisión  ha  creido  debia  conservar  al  heredero  de  la  corona 
•1  título  de  Príncipe  de  Asturias  ,  como  también  el  de  Infantes  de 
España  á  solos  los  hijos  é  hijas  del  Rey  y  del  Príncipe  heredero  ,  el 
qual  deberá  ser  reconocido,  luego  de  su  nacimiento  por  las  Cortes.  En 
sentir  de  la  Comisión  esta  solemnidad  debe  observarse  mas  para 
conservar  una  costumbre  introducida  en  su  origen  por  la  necesidad, 
que  por  ninguna  utilidad  ó  precisión  que  haya  en  el  dia.  Igualmen- 
te ha  parecido  oportuno  que  el  Príncipe  de  Asturias  ,  luego  que 
llegue  á  los  catorce  años  ,  jure  ante  las  Cortes  defender  la  religioa 


católica  ,  apostólica  y  romana  ,  guardar  la  Constitución  y  obedecer 
al  Rey;  ya  porque  en  esta  edad  puede  contraer  matrimonio  y  ser  con- 
siderado como  en  estado  libre  ,  ya  porque  el  respeto  ,  obediencia 
y  fidelidad  i  la  religión  ,  á  la  ley  y  al  Rey  empiezan  á  ser  desde 
este  tiempo  los  vínculos  que  le  unen  mas  estrechamente  á  la  Nación, 
fjue  algún  dia  habrá  de  gobernar. 

La  falta  de  conveniente  separación  entre  los  fondos  que  la  Na- 
ción destinaba  para  la  decorosa  manutención  del  Rey  ,  su  familia  y 
casa  ,  y  los  que  señilaba  para  el  servicio  publico  de  cada  año  ,  d 
para  los  gastos  extraordinarios  que  ocurrían  imprevistamente  ;  ha 
ha  sido  una  de  las  principales  causas  déla  espantosa  confusión,  que 
ha  habido  siempre  en  la  inversión  de  los  caudales  públicos.  De  aquí 
también  la  funesta  opinión  de  haberse  creido  por  no  pocos  ,  y  aua 
intentado  sostener  como  axioma,  que  las  rentas  del  Estado  eran  una 
propiedad  del  Monarca  y  su  familia.  Para  prevenir  en  lo  sucesi- 
vo tamaños  males  la  Nación  al  principio  de  cada  re  y  nado  fíxará 
la  dotación  anual  que  estime  conveniente  asignar  al  Rey  para  man- 
tener la  grandeza  y  esplendor  del  trono ,  é  igualmente  lo  que  crea 
correspondiente  á  ia  decorosa  sustentación  de  su  familia  :  evitando 
por  este  medio  no  solo  la  poco  decente  y  ayrosa  solicitud  de  hacer 
periódicamente  á  la  Nación  pedidos  y  donativos  para  ayuda  de  criar 
y  establecer  á  sus  hijos  ,  sino  también  para  que  en  adelante  no  se 
emplee  baxo  pretextos  de  necesidades  fd(  ticias  la  substancia  de  los 
pueblos  en  fraguarles  nuevas  cadenas  ,  como  de  ordinario  ha  suce- 
dido siempre  que  la  Nación  ha  descuidado  tomar  rigurosa  cuenta  do 
la  buena  administración  i  inversión  de  sus  contribuciones. 

Como  el  órgano  inmediato  del  Rey  le  forman  los  Secretarios  del 
Despacho  ,  aquí  es,  en  donde  es  necesario  hacer  efectiva  la  respon- 
sabilidad del  G-obierno  para  asegurar  el  buen  desempeño  de  la  in- 
mensa autoridad  depositada  en  la  sagrada  persona  del  Rey ,  pues  que 
en  el  hecho  existe  toda  en  las  manos  de  los  ministros.  El  medio  mas 
seguro  y  sencillo,  el  que  facilita  á  la  Nación  poderse  enterar  á  cada 
instante  del  origen  de  los  males  que  pueden  manifestarse  en  qualquie- 
ra  ramo  de  la  administración  ,  es  el  de  obligar  á  los  Secretarios  del 
Despacho  á  autorizar  con  su  firma  qualquiera  orden  del  Rey.  La  be- 
néfica intención,  que  no  puede  menos  de  animar  siempre  sus  providen- 
cias, hace  inverosímil  que  el  Monarca  se  aparte  jamas  del  camino  de 
la  razón  y  de  la  justicia  ;  y  si  tal  vez  apareciere  en  sus  ordenes  que 
se  desvia  de  aquella  senda  ,  será  solo  por  haber  sido  inducido  á 
ello  contra  sus  paternales  designios  por  el  influxo  ó  mal  consejo  de 
los  que  olvidados  de  lo  que  deben  á  Dios  ,  á  la  patria  y  á  sí  mismos, 
hayan  osado  abusar  del  sagrado  lugar  ,  en  que  no  debe  oirse  sino 
el  lenguage  respetuoso  de  la  verdad ,  de  la  prudencia  y  del  patrio- 
tismo. De  este  modo  las  Cortes  tendrán  en  qualquier  caso  un  testi- 
monio auténtico  para  pedir  cuenta  á  los  ministros  de  la  administra- 
ción respectiva  de  sus  ramos.  Y  para  asegurar  por  otra  parte  el  fiel 
desempeño  de  sus  cargos ,  y  protegerlos  contra  el  resentimiento  ,  la 
rivalidad  y  demás  enemigos  de  la  rectitud  ,   entereza  y  justificación 


L  ^^  J 
que  deben  constitnir  el  carácter  público  de  los   hombres  de  esfado;- 
los  ministros  no  podrán  ser  juzgados  ,  sin  que  previamente  resuelvan 
las  Cortes  haber  lugar  á  la  acusación. 

Para  dar  aV  Gobierno  el  carácter  de  estabilidad,  prudencia  y  sis-' 
tema  que  se  requiere  ;  para  hacer  que  los  negocios  se  dirijan  por ' 
priniipios  ñx.os  y  conocidos,  y  para  proporcionar  que  el  Estado  pue- 
da en  adelante  ser  conducido ,  por  decirlo  así ,  por  máximas  y  no 
por  iaeas  aisladas  de  cada  uno  de  los  Secretarios  del  Despacho,  que 
ademas  de  poder  ser  equivocadas  ,  necesariamente  son  variables  á 
causa  de  la  amovilidad  á  que  están  sujetos  los  ministros  ,  se  ha  plan- 
teado un  consejo  de  Estado  compuesto  de  proporcionado  número  de 
individuos.  En  el  se  habrá  de  refundir  el  conocimiento  de  los  nego- 
cios gubernativos  que  andaban  antes  repartidos  entre  los  tribunales 
supremos  de  la  corte  con  grande  menoscabo  del  augusto  cargo  de 
administrar  la  justicia  ,  de  cuyo  santo  ministerio  no  deben  ser  en  nin- 
gún caso  distraidos  los  magistrados:  y  porque  también  conviene  de- 
terminar con  toda  escrupulosidad,  y  conservar  enteramente  separa- 
das las  facultades  propias  y  características  de  la  autoridad  judicial. 
Para  dar  consideración  y  decoro  á  tan  señalada  reunión,  habrá  en 
ella  algunos  individuos  del  clero  y  de  la  nobleza  ,  cuyo  número  fi- 
xo  evitará  que  con  el  tiempo  se  introduzcan  abusos  perjudiciales  al 
objeto  de  su  instituto  ,  é  igualmente  otro  suficiente  de  naturales  de 
ultramar,  pava  que  de  este  modo  se  estreche  mas  y  mas  nuestra- 
fraternal  unión  ,  pueda  tener  el  Gobierno  prontas  para  qualquiera  re- 
solución todas  las  luces  y  conocimientos  de  que  necesite,  y  aquellos 
felices  paises  el  consuelo  de  aproxiinarse  por  este  nuevo  medio  al  cen- 
tro de  la  autoridad  y  de  la  madre  patria.  Para  que  la  moderación, 
pureza  y  desprendimiento  que  deben  formar  el  carácter  público  de 
un  representante  de  la  Nación ,  no  peligren  al  tiempo  de  formarlas 
listas  de  los  individuos  que  se  hayan  de  proponer  al  Rey  para  con- 
sejeros de  Estado,  no  podrá  elegirse  á  ningún  diputado  de  las- Cor- 
tes,  que  hacen  el  nombramiento.  La  propuesta  de  los  individuos  del 
Consejo  hecha  al  Rey  por  las  Cortes  ,  tiene  por  objeto  dar  á  esta 
institución  carácter  nacional;  de  este  modo  la  Nación  no  verá  en  el 
Consejo  un  senado  temible  por  su  origen,  ni  independencia  .-tendrá 
seguridad  de  nocontar  entre  sus  individuos  personas  désaíectas  á  los  in- 
tereses de  la  patria  :  y  el  Rey ,  quedando  en  libertad  de  elegir  de  ca- 
da tres  uno  ,  no  se  verá  obligado  á  tomar  consejo  de  subditos  que 
le  sean  desagradables.  Últimamente  la  seguridad  de  no  poder  ser  re- 
movidos de  su  encargo  sin  causa  justificada  los  individuos  del  conse- 
jo de  Estado,  afiánzala  independencia  de  sus  deliberaciones,  en  que 
tanto  puede  influir  el  temor,  de  una  separaciou  violenta  ó  poco  de- 
corosa.. 

La  Comisión  ,  Seiior,  suspende  por  ahora  proseguir  enla  exposi- 
ción dé  otras  razones  que  tienen  referencia  á  lo  que  faltaíde  la  Cons- 
titución ;  no  la:  déxa  de  la  mano ,  y  mientras  elCongreso  se  digna 
acoger  benignamenfe  baxo  dé  su  amparo  esta  parte  de  su  obra ,  so 
apresurará  á  concluir. lo  ^ue  le  falta- para  completar  por  su. parte  lat 


honrosa  tarea  qae  se  le  ha  confiado.  Gádíz  17  3e  agosto-3e  i8rT.:i::Z 
Señor.  mDiesjo  Muñoz  Torrero ,  Presidente  de  la  Comisión.  ^ZI  Josa 
de  EspÍ8;a.  ZH  Francisco  Gutiérrez  de  la  Huerta,  m  Antonio  Joaquin 
Pérez,  m  Vicente  3yiora:les  Duarez.  1=  Pedro  María  Ric.  =:  Alonso 
Cañedo. m  Doctor  Mariano  Mendiola,  m:  Agustia  de  Arguelles.  ZZ 
Joaquin  Fernandez  de  Ley  va.  =  Antonio  Oliveros.  ZZ  Francisco  de 
Sales  Rodríguez  de  la  Barcena.  ZZ  Andrés  de  Jáuregui.  ^  Evaristo 
Pérez  de  Castro ,  Secretario  de  la  Comisión. 


PROYECTO  ,  ,.,t,  u,;^ía 
DE  CONSTITUCIÓN  ?6¿ító'' 


DE   LA   monarquía  ESPAÑOLA.      "^,¿ 

INTRODUCCIÓN. 

E  '>-.*> 

n  el  noinÍ3re  deDJO.9  todopoderoso  padre  ,  rjjo  y  sspÍritxt 
SANTO  ,  autor  y  supremo  legislador  de  la  sociedad:  ., 

Las  Cortes  generales  y  extraordinarias  de  la  Nación  española, 
bien  convencidas  después  del  mas  detenido  examen  y  madura  d^i- 
beracion  ,  de  que  las  antiguas  leyes  fundamentales  de  esta  Monar- 
quía ,  acompañadas  de  las  opertunas  providencias  y  precauciopes 
que  aseguren  de  un  modo  estable  y  permanente  su  entero  cumpli- 
miento ,  podrán  llenar  debidamente  el  grande  objeto  de  promover  la 
gloria  ,  la  prosperidad  y  el  bien  estar  de  toda  la  Nación,  decretar^ 
la  siguiente  Constitución  política  para  el  buen  gobierno  y  recta  ad- 
ministración del  Estado. 

>.  .-.10.  ,.^^v,:>^.¿U  TITULO    I.  ,  .  .   ■     :I»    ' 

[íj^iQ  ;  -D^  Id  Nación  española  y  de  los  españoles,  ^ 


■n:^:.  >  .fir^T^tr  r:ohnft>fh  c.;.  CAPITULO  L  .,  ^i_  -.K/rtT 


De  la  Nación  cspaiiola. 


o   átiJUiít 


*'í^  f'C'^  mff--'  "f  •'f|:t^n-:f-  ].  •í':  articulo  i. 

La  Nación  española  es  la  reunión  de  todos  los  españoles  de  a¿n- 
bos  hemisferios. 

ART.  2. 
La  Nación  española  es  libre  é  independieate,  y  no  es  ni  puede  ser 
el  patrimonio  de  ninguna  familia  ni  persona. 

ART.  3. 
La  soberanía  reside  esencialmente  en  la  Nación,  y  por  lo  mismo 
le  pertenece  exclusivamente  el  derecho  de  establecer  sus  leyes  funda- 
mentales í  y  de  adoptar  la  forma  de  gobierno  que  mas  le  convenga. 
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1  t^O  J 

-'"-  El  objeto  del  goLíerílo  es  ^a  íelicídaa  de  la  Nación,  puesto  que 
el  fin  de  toda  sociedad  política  no  es  otro  que  el  bien  estar  de  los  in- 
di vid^ips  ,  c^ue  la,  componen. 

La  Nación  está  obligada  á  conservar  y  proteger  por  leyes  sabias 
y  justas  la  liberta ^^  civil,  la  propiedad  y  los  demás  derechos  legítimos 
de  todos  los  individuos ,  que  la  componen. 

Ve  los  españoles* 

ART.  6. 
Son  cspaiioles: 
■        !Primero.     Todos  los  bombres  libres  nacidos  y  avecindados  en  los 

dominios  de  las  Españas  y  los  hijos  de  estos, 
f,túO'    Segundo.     Los  extrangeros  que  hayan  obtenido  carta  de  natura» 
'leza  por  las  Cortes. 

Tercero.     Los  que  sin  ella  lleven  diez  años  de  vecindad ,  ganada 
según  la  ley  en  qualquier  pueblo  de  la  Monarquía. 

—  Quarto.  Los  hijos  de  unos  y  otros  que  hayan  nacido  en  territorio 
-''^  español ,  y  tengan  ocupación  conocida  en  el  pueblo  de  su  residencia. 
'•*^^  OuintOi     Los  libertos  desde  que  adquieran  U  lijjert^d  e^  ^^paña. 

ART.  7.      ^      ^  "''     ''■'-   ■   :-      .;         ,¡j 

El  amor  de  la  patria  es  una  de  las  principales  obligaciones  de  to- 

—  dos  los  españoles  j  y  asimismo  el  ser  justos  y  benéficos  unos  con  otros; 

ART.  8. 
Todo  español  está  obigado  á  ser  fiel  á  la  Constitución  \  á  obede» 
cer  las  leyes  y  á  respetar  las  autoridades  establecidas. 

ART.  p. 
También  está  obligado  todo  español,  sin  distinción  alguna,  á  con- 
tribuir en  proporción  de  sus  haberes  para  los  gastos  del  Estado. 

ART.  10. 
Está  asimismo  obligado  todo  español  á  defender  la  patria  con  las 
«rtzuis  quando  sea  llamado  por  la  ley. 


J)c/  territorio  de  las  Espanas^  s.u  religioJí  ^  ^ohiemo^ 
'■  y  de  los  ciudadana^  españole^»  áhi\S¿¿úúv^t 


J)ol  territorio  dey  l(i&  Espafias» 

fi?  a'-^4iti  iWbiúl  tr>ómi*  locj  bh])  f'jíofu.qí'i  r'OÍÍf<j;pB  mnnbrjyf.'h  n  ?. 

El  ferrítorio  español  campr-ehende  en  la  península  ,  con  sus  teiwJ 
renos  é  islas  adyacentes,  Aragan,  Asturias,  Castilla  U  Vieja,  Cas« 
tilla  la  Nueva,  Cataluña,  CórdoLa ,  Ext^'e^ioíidura ,  G-alicia  .  Grana- 
da ,  Jaén,  León,  Mijrcia ,  Navarra,  Provincias  Vaacongad as,  Se- 
villa y  Valeqcia  j  la$.  islas  Baleares  y  las  Canarias.  En  la  América  » 
septentrional  Nnev^^España ,   con  la  Nueva  Galicia ,   Graatemala^ 
Provincias  internas  del  Oriente,  Provincias  internas  del  Occidente, 
isla  de  Cuba,  con  las  dos;  $^loridas  ^  la  parte  española  de  la  isla  de 
Santo  Donángo,  y  la  isU  d©  Puerto -RioQ,  con  las  demás  adyacentes  '. 
á  estas  y  al  continente  en  uno  y  otro  mar.  En  la  América  meridional 
la  Nueya  (Jréinada ,  Venezuela ,  el  Perú,  Chile,.  Provincias  del  rio 
de  la  Plat^,  y  todas  las  islas  adyacentes  en  el  mar  Pacífico  y  en  el.=^ 
Atlántico.  En  íjI  Asia  las  islas  Filipinas,  y  las  que  dependen  de  su  go* 
Herno. 

ART.  I  a. 

Se  hará  una  división,  mas.  conveniente  del  territoría  español  por 
una  ley  constitncioual  luego  que  las  circunsiancias  políticasi  de  la  Na-. 
áon  lo  permitan. 
.:     .  .  iiu  CAPITULO  II.    .  .1  yuí^b  oli 

....ij  ü-Liivhii'í  6 
De-  la  religión,, 

La  N'aclon  espafíolat  profesa  la  teligíon  católica ,  apuatQKeaA  r»* 
nans^A  única,  verdadera  ^.  con  exclusioA  de  (^ualquiera,  otra. 

iu-{**M|lof)  ..íWíttr'       CAPITULO    IXK-'f-'       -í-    r.J*^iJ>.  v>  irs 

•.•:\  '.)  -f>  -.f  >r.  V  . nv,.  .>..     Del gohierruy^  ^^-it:-    .^-. 

ART-,   t4. 

El  goHerno  de  U  ICacioa  esp^floU  e«  an%  nonJurqaU  modera^iU 
Kercditaria. 

L&  potestad  de  hacer  Us  leye»  reside  en  las  CáHet  con  el  Rejr^i    ^ 


ART.    I  6. 

La  potestad  de  Hacer  exécutar  las  leyes  reside  cb  el  Rey, 

^"t-y '  .       ^^'^'  ^7-      -  .  . .       .  .    { í 

*  Tia  potestad  de  aplicar  las  leyes  en  las  causas  civiles  y  criminales 
leside  en  los  tribunales  establecidos  por  la  ley, 

CAPITULO  IV. 

Ve  los  ciudadanos  espaiioíes^ 

ART.    I  8. 

Son  ciudadanos  aquellos  españoles  c^aQ  por  ambas  líneas  traen  sti 
©rigen  de  los  dominios  españoles  de  ambos  hemisferios^  y  están  ave- 
cindados, en  (jualquier  pueblo  de  los  mismos  dominios»  '  *' í 

Í.VVI 
ART.    I^.  '^"^ 

Es  también  ciudadano  el  extrangero  que  gozando  ya  de  los  dére- 
cbos  de  español,  obtuviere  de  las  Cortes  carta  especial  de  ciudadano. 

ART.   20.  . 

í  -Para  que  el  extrangero  pueda  obtener  de  las  Cortes  esta  carta- 
deberá  estar  casado  con  española,  y  haber  traído  ó  fixado  en  España- 
alguna  invención  6  industria  apreciable,  ó  adquirido  bienes  raices, 
"—    por  los  que  pague  una  contribución  directa ,  ó  establecídose  en  el  co» 
.-««jDiercio  con  un  capit:al  considerable  á  juicio  de  las  mismas  Cortes* 

ART.   21.  s-'-'"'- 

Son  asimismo  ciudadanos  los  hijos  legítimos  de  los  extrangeros 
domiciliados  en  España ,  que  habiendo  nacido  en  los  dominios  espa- 
,  fióles  no  hayan  salido  nunca  fuera  sin  licencia  del  Gobierno,  y  te- 
niendo veinte  y  un  años  cumplidos,  se  hayan  avecindado  en  un  pue- 
'blo  de  los  mismos  dominios  exerciendo  ea  él  alguna  profesión ,  oficio 
©  industria  útiL 

ART.   2  2*         '^ 

A  los  españoles  qvLQ  por  qualquiera  línea  traen  origen  del  África, 
— -    paia  aspirar  á  ser  ciudadanos  Ics  queda  abierta  la  puerta  de  la  virtud 
y  del  merecimiento;  y  en  su  conseqüencia  las  Cortes  podrán  conce- 
der carta  de  ciudadano  á  los^  qu>e  hayan  hecho  servicios  eminentes  á»' 
la  Patria  ,  ó  á  los  que  se  diátingan  por  sus  talentos,  su  aplicación  y 
su  conducta;  baxo  condición  respecto  d'e  estoa  últimos,  de  qne  sean 
hijos  de  legítimo  matrimonio  de  padres  ingenuos ,   de  que  estén  ellos 
-^  mismos  casados  con  muger  ingenua,  y  avecindados  en  los  dominios 
de  España  ;  y  de  que  exerzan  alguna  profesión ;,  oficio  ó  industria  lítil 
— -   con  un  capital  propio  ,  suficiente-  á  mantener  su.  casa ,,  y  educar  sus  hi" 
josi ©oai honradez..  vmí:  •');;     ;i 

ART.  23.  .muúh&^A 

Solo   los   que  sean  ciudadanos  podrán  obtener  empleos  mamci- 
palea?;  y  elegir  para  ellos  en  los  casos-  stñalados  por  la  i^ey,. 


ART.     24» 

La  callclacl  de  cítidadano  español  se  pierde  t 
Primero.     Por  adqnirir  naturaleza  en  país  extrangero.  .,    ^  ^^^ 

Segundo.    For  admitir  empleo   de  otro  gobierno.  ^.5.     ,,„ 

Tercero.     Por  sentencia  cd  que  se  impongan  penas  aflictivas  6  íí>- 

famantes ,   si  no  se  obtiene  rehabilitación. 

Quarto.      Por  haber   residido   diez    años   consecutivos  fuera  del 

tefrkorio  español   sia  comisión  ó  licencia  del  Gobierno. 

Xrt.  2.5. 
El  exercicio  de  los  misrEos  derechos-  se  suspende  : 
Primero.     En  virtud   de    interdicción  judicial  por  furor   6  ele-    " 
mencia. 

Segundo.    Por  el  estado   de  deudor  quebrado  ,    ó  de  deudor   é  . 
los  caudales  públicos. 

Tercero.     Por  el  estado  de  sirviente  á  soldada  de  otro. 
Quarto.       Por  no  tener  emplea  ,   oficio  ^   ó  modo  de    vivir    co-' 
Docido.. 

Quinto.       Por  hallarse  procesado   criminalmente, 
Sexto^  Desde  el  año  de   mil  ochoGÍeiitos  treinta  deberán  saber 

leer  y  escribir  los  que  de  nuevo  entren  en  el  exercicio  de  los  derecho* 
de  ciudadano.  ,  ,' 

ART.    2.6. 
Solo  por  las  causas  señalaidas  en  los  dos  artículos  precedentes ,  S9 
pueden  perder  ó  suspender  los  derechos  de  ciudadano ,  y  no  por  otras» 

TITULO    IIL 

De  las  Cortes.  ''» 


,•*'.^t.^••  "»v\    íi\    í.^ 

CAPITULO    r. 

i  '      '  JDel  modo   de  formarse  las   Cortes* 

ART.     27.  * 

Las  Cortes  son  Ta  reunión  de  todos  los  diputados  que  represenw 
tan  la  Nación  ,  nombrados  por  los  ciudadanos  en  la  forma  que  se- 
difáv 

TJÚ    lbS>    t'-HJiíJ'    .  ART.     28.  -^a 

La  Base  para  la  representación  nacional  es-  la  misma'  en-  ámbos= 
kemisferios. 

ART.    2.g\ 

Esta  base  es  la   población  compuesta  de  Ibs  naturales ,  que  por 
ambas  líneas   sean   originarios   de    los   dominios    españoles  ,    y    de» 
aquellos  que  hayan  obtenido  de  las  Cortes   carta  de  ciudadano>  co—  ' 
ZQO  también  de  los  comprahendidos  en  el  «irt.  2i.<  >  4>)M¿4»* 


[SO] 

Pc^ra  el  cómputo  de  la  poblacíoq  de  lo,§  dominios  cpropeos  ser- 
virá el  último  censo  del  año  de  roil  setecientos  no.yenta  y  siete  hasta 
que  pueda  hacerse  otro  puevo  ;  y  se  formará  e|  correspondiente  para 
el  cómputo  de  la  pobUciq^  de  lo§  de  ultramar. 

í  ART,    5r,  ';Tr>n<^ 

por  cada   setepta  mil  ijlmas  de  la  población   copapuesta  tóÁí&^^ 
qiieda  dicho  en  el  artículo  2^  ,  hal>r4  un  diputado  en  Cóirtes, 

AB.T,      3?.  •."■.H'rf^XO    ^?r 

Distribuida  U  población  por  las  diferentes,  proyíncias  ,  sí  resuf- 
tase  en  alguna  el  ejfceso  de  mas  de  treinta  y  cinco  mil  almas ,  se 
elegirá  un  diputado  mas ,  como  sj  el  número  llegase  á  setenta  mil; 
y  si   el  cobrante  no  excediese  de  treiata  y  pinco  mil  ^  pQ  $e  contar^ 

con  él.  '''  ''^'l    .<a^oT.  -; 

ART.     33. 

Si  hubiere  alguna  pTovincia  ,  cuya  población  po  llegue  á  seten-« 
ta  mil  almas  ,  se  unirá  á  la  inmediata  para  completar  el  número  re-^ 
querido  para  el  nombramiento  de  diputado.  Eíxceptúase  de  esta  re- 
gla la  isla  de  Santo  Domingo ,  que  nombrar^  diputadQ  ,  aunque  si| 
ppblacion  no  llegue  á  este  púraero. 

^^  CAPITULO   II, 

Peí  nomhr amienta  de  diputados  en  Cortes, 

ART.     34' 

Para  la  elección  de  los  diputados  ep  Cortes  se  ceUbr^ráp  Junfaí 
electorales  de  parroquia ,  de  partido  y  de  provincia. 

CAPITULO  IIL 

Ve  las  juntas  electorales  de  parroquia, 

ART.    35. 
Las  juntas  electorales  de  parroquia  se  compondrán  de  todos  lot 
Ciudadanos  avecindados  y  residentes  en  el  territorio  de  la  parroquia 
respectiva  ,   entre  los   que  se  compr^henden  los  eclesiásticos  seca- 
lares. 

ART.   ZS.  ^  ^  /) 

Estas  juntas  se  celebrarán  siempre  en  la  península  ,  é  islas  y  po- 
«esiones  adyacentes  el  primer  dommgo  del  mes  de  octubre  del  a£Í9 
anterior  al  de  la  celebración  de  las  Cévttí,}  xfp'%  í¡\  rmq     ;  ;  f  iJÍ' 

ART.  37» 
En  las  pro  vi  acias  de  ultramar  se  celebraráp  el  primer  domingo 
del  mes  de  diciembre ,  quince  meses  áates  de  U  celebración  de  lat 
Cortea ,  con  aviso  que  para  unas  y  otras  hayan  de  dar  anticípadaí^//i 
mente  las  justicias* 


AIVT.     38. 

En  las  juntas  de  parroquia  se  nombrará  por  cada  doscientos  ve- 
cinos un  elector  parroquial.  ," 

Si  el  núnaero  de  vecinos  de  la  parroquia  excediese  de  trescien- 
tos ,  aunque  no  llegue  á  quatrocientos ,  se  nombrarán  dos  electores^ 
si  excediese  de  quinienl0S  ¡  aunque  uo  llegue  á  seiscientos  ,  se  nom- 
brarán tres ;  y  así  progresivamente. 

Ai^T.  40.'''  '^^3  '/-^ 
En  las  parroquias  ,  cuyo  número  de  vecinos  no  llegue  á  dos- 
cientos ,  con  tal  que  tengan  ciento  cincuenta  ,  se  nombrará  ya  un 
elector;  y  en  aquellas  en  que  no  haja  este  número  ,  se  reunirán  ios 
vecinos  á  los  de  otra  inmediata  para  nombrar  el  elector  ó  electores, 
que  les  corresponda. 

ART.     41. 

La  junta  parroquial  elegirá  á  pluralidad  de  votos  once  compro- 
misarios,  para  que  estos  nombren  el  elector  parroquial. 

[  ART.    42. 

Si  en  la  Junta  parroquial  hubieren  de  nombrarse  dos  electores 
parroquiales,  se  elegirán  veinte  y  un  compromisarios;  y  si  tres, 
treinta  y  uno  ;  sin  que  en  ningún  caso  se  pueda  exceder  de  este  nú- 
mero de  compromisarios  ,  á  fin  de  evitar  confusión, 

-■■■  y         ^.^-  ^ 

A:R.r,   43.  • 

Para  consultar  la  mayor  comodidad  de  las  poblaciones  pequeñas, 
se  observará  que  aquella  parroquia  que  llegare  á  tener  veinte  veci- 
nos ,  elegirá  un  compromisario ;  la  que  llegare  á  tener  de  treinta  á 
quarenta>  elegirá  dos ,-  la  que  tuviere  de  cincuenta  á  sesenta  ,  tres, 
y  así  progresivamente.  Las  parroquias  que  tuvieren  menos  de  veinto 
vecinos  ,  se  unirán  con  las  mas  inmediatas  para  elegir  compromi- 
sario. 

ART.  44* 
Los  compromisarios  de  las  parroquias  de  las  poblaciones  peque- 
ras así  elegidos  ,  se  juntjirán  entre  sí  en  el  pueblo  mas  á  propósito, 
y  en  componiendo  el  número  de  once  ó  á  lo  menos  de  nueve  ,  nom- 
brarán im  elector  parroquial  ;  si  compusieren  el  número  de  veinte 
y  uno  ,  ó  á  lo  menos  de  diez  y  siete  ,  nombrarán  dos  electores  par- 
roc[uiales  ;  y  si  fiíeren  treinta  y  uno  ,  y  se  reunieren  á  lo  menos 
veinte  y  cinco  ,  nombrarán  tres  electores  ó  los  que  correspondan. 

ART.     45.  ^  ^       ^í'-''í 

Para  ser  nombrado  elector  parroquial  se  requiere  ser  ciudadano, 
mayor  de  veinte  y  cinc©  años  ,  vecino  y  residente  en  la  parroquia,  • 
y  casado  ó  viudo. 

,ART.   46. 

Las  juntas  de  parroquia  serán  presididas  por  el  corregidor,  ai-  . 
fialdc  ójae*  de  U  ciudad  ,  villa  ó  alde*  en  que  se  congregaien;y 


[32] 
-sí  en  un  mismo  pueMo  por  razoa  del  numero  de  sus  parroquias  se 
taviereiiTdos  ó  mas  juntas ,  presidirá  una  el  corregidor  ó  alcalde ,  y 
los  regidores  por  suerte  presidirán  las  demás. 

AUT.   47. 

Llegada  la  hora  de  la  reunión  ,  que  ses  tara  en  las  casas  consis- 
toriales ,  ó  en  el  lugar  donde  lo  tengan  de  costumbre  ,  hallándose 
juntos  los  ciudadanos  que  hayan  concurrido ,  pasarán  á  la  parroquia 
con  su  presidente  ,  y  en  ella  &e  celebrará  una  misa  solemne  de  Es- 
píritu Santo  por  el  cura  párroco  ,  quien  hará  ua  discurso  correspon- 
diente á  las  circunstancias. 

ART.    48. 

Concluida  la  misa ,  volverán  al  lugar  de  donde  salieron  ,  y  en 
él  se  dará  principio  á  la  junta  ,  nombrando  dos  escrutadores  y  un 
secretario  de  entre  los  ciudadanos  presentes  ,  todo  á  puerta  abierta, 

ART.     49.  ^ 

En  seguida  preguntará  el  presidente  si  algún  ciudadano  tiene 
que  exponer  alguna  queja  relativa  á  cohecho  ó  soborno  ,  para  que 
la  elección  recayga  en  determinada  persona  ;  y  si  la  hubiere  ,  debe- 
rá hacerse  justificación  pública  y  verbal  en  el  mismo  acto.  Siendo 
rierta  la  acusación  ,  serán  privados  de-  voz  activa  y  pasiva  los  (yio 
hubieren  cometido  el  delito.  Los  calumniadores  sufrirán  la  misma 
pena  5  y  de  este  juicio  no  se  admitirá  recurs©  algún®. 

ART.    5  O. 
Si  se  suscitasen  dudas  sobre  si  en  alguno   de  los  presentes  con- 
curren las  calidades  requeridas  para   poder  votar  ,  la  misma   junta 
decidirá  en  el  acto  lo  que  le  parezca ;  y  lo  que   decidiere  ,  se  exe- 
eutará  sin  recurso  alguno  por  esta  vez  y  para  este  solo  efecto. 

ART.  5r. 
S¿  procederá  Inmediatamente  al  nombramiento  de  los  comproml- 
fiarios  ,  lo  que  se  hará  designando  cada  ciudadano  las  personas  que 
elija  ,  para  lo  que  se  acercará  á  la  mesa  donde  se  hallen  el  presi- 
dente ,  los  escrutadores  y  el  secretario ,  y  este  los  escribirá  en  una 
lista  á  su  presencia.  .,, 

ART.     52.  ^      'l 

Concluido  este  acto  ,  el  presidente ,  escrutadores  y  secretario  re- 

copocerán  las  listas  ,  y  publicará  aquel  en  alta   voz  los  nombres  de 

los  ciud-idanos  que  hayan  sido   elegidos  compromisarios  por   haber 

reunido  mayor  número   de  votos. 

» 

ART.    5:^.  ^  -  "^ 

Los  compromisarios  nombrados  se  juntarán  en  lugar  separado  an- 
tes de  disolverse  la  junta;  y  conferenciando  entre  sí ,  procederán  á 
nombrar  el  elector  ó  electores  de  aquella  parroquia;  y  quedarán 
elegidas  la  persona  ó  personas  que  reúnan  mas  de  la  mitad  de  votos. 
En  seguida  se  publicará  ea  la  junta  el  nombramieato. 


esa] 

•  ,  ART.    54.  •  í 

El  secretario  extenclerá  el  acta  que  con  él  firmarán  el  president© 
V  los  compromisarios  ,  y  se  entregará  copia  de  ella  firmada  por  los 
rnismos ,  á  la  persona  ó  personas  elegidas,  para  hacer  constar  su  nom- 
britroientó.        "^   fí»  f»  r  «j»  •»  /  1  ín  i(í. 

:■,    u     ff>     í   i'        -  '.     .     ART.     55.  '    '.     •'.    o.-'!    í> 

Ningiin  ciiidadauo  podrá  excusarse  de  estog  encargos  por  motivo 
ni  pretexto  alguno. .      >    f  ,  >■   <  ■        • 

.  ;   7  jífvh/AHT.   5^.  •  rt)>  íf  *  Ji    ií.i' a 

Eu  la  junta  parroquial  ningún  ciudadano  se  presentará  con  armas* 

ART.   57. 

Verificado  el  nombramiento  de  electores ,  se  disolverá  inmedia- 
tamente la  junta ,  y  qualquier  otro  acto  en  que  intente  mezclarse, 
será  nulo* 

ART.  58. 
,  Los  ciudadanos  que  han  compuesto  la  junta ,  se  trasladarán  á  la 
parroquia,  donde  se  cantará  un  solemne  Te  Deum,  llevando  al  elec- 
tor ó  electores  entre  el  presidente  ,  los  escrutadores  y  el  secretario. 

CAPITULO  IV. 

De  las  juntas  electorales  de  partido. 

ABT.     59. 

Las  juntas  declárales  de  partido  se  compondrán  de  los  electo- 
res parroquiales  ,  que  se  congregarán  en  la  cabeza  de  cada  parti- 
do ,  á  fin  de  nombrar  el  elector  ó  electores  que  han  de  concurrir  á 
la  capital  de  la  provincia  para  elegir  los  diputados  de  Cortes. 

ART.  6q, 
Estas  juntas  se  celebrarán  siempre  en  la  península  é  islas  y  po- 
sesiones adyacentes  el   primer   domingo   del   mes   de  noviembre  del 
año  anterior  al  en  que  han  de  celebrarse  las  Cortes. 

ART.   61, 
En  las  provincias  de  ultramar  se  celebrarán  el  primer  domingo 
del  mes  de  enero  próximo  siguiente  al  de  diciembre,  en  que  se   hu- 
bieren celebrado  las  juntas  de  parroquia. 

ART.     62..     ¿it,  .  >.,.  ;        I 

Para  venir  en  conocimiento  del  número  de  electsres  que  haya  de 
nombrar  cada  partido  ,  se  tendrán  presentes  las  siguientes  reglas. 

.,ni»i:>q  <  '    • 
ART.    ^3. . « 

El  nwmero  de  electores  de  partido  será  triple  al  de  los  diputados 

que  se  hau  de  elegir. 

ART.  64- 
Si  el  número  de  partidos  déla  proviacia  fuere  mayor  que  el  délos 
electores ,  que  se  requieren  por  el  artículo  precedente  para  el  uom- 
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Bramtento  de  los  diputados  que  le  correspo^ndan  >  se  nombrará  sio 
emliargo  ua  elector  por  cada  partido, 

ART.  65, 
Sí  el  DÚmeTQ  de  partidos  fuere  menor  que  el  de  los  electores  que 
¿eban  nombrarse^  cada  partido  elegirá  uno,  dos  ó  mas  hasta  com- 
pletar el  número  que  se  requiera ,  pero  si  faltase  aun  un  elector  ,  le 
nombrará  el  partido  de  mayor  población  ;  si  todavía  faltase  otro  ,  lo 
nombrará  el  que  se  siga  en  mayor  población  f  y  así  sucesivamente. 

ART.    66, 

Por  lo  que  queda  establecido  en  los  artículos  3i  y  Zz  y  en  los 
tres  artículos  precedent-'s ,  el  censo  determina  quantos  diputados  cor- 
responden á  cada  provincia ,  y  quantos,  electores  i  cada  uno  de  sus 
partidos.  :     i^: 

ART.   67..  I 

lias  juntas  electorales  de  partido  serán  presididas  por  el  corregi- 
dor ó  juez  de  la  cabeza  del  partido  ,  á  quien  se  presentarán  los  elec- 
tores parroquiales  con  el  documento  que  acredite  su  elección  ,  para 
que  sean  anotados  sus  nombres  en  el  libro,  en  que  han  de  extenderse 
las  actas  de  la  junta.. 

ART.    ()8. 

En  el  dia  señalado  se  juntarán  los  electores  de  parroqma  con  el 
presidente  en  las  salas  consistoriales  á  puerta  abierta,  y  comenzarán 
por  nombrar  ua  secretario  y  dos  escrutadores,  de  entre  los  mismos 
electores.. 

ART.  69^. 

En  seguida  presentarán  los  electores  las  certificaciones  de  su  nom- 
bramiento para  ser  examinadas  por  el  secretario  y  escrutadores ,  quie- 
nes deberán  al  dia  siguiente  infarmar  si  están  6  no  arregladas.  Las 
certificaciones  del  secretario  y  escrutadores  serán  examinadas  por  una 
comisión  de  tres  individuos  de  la  junta ,  que  se  nombrará  al  efecto, 
para  que  informe  tamhiea  en  el  siguiente  dia  sobre  ellas. 

ART.  70. 

En  este  dia  congregados  los  electores  parroquiales ,  se  leerán  los 
informes  sobre  las  certificaciones  ,  y  si  se  hubiere  hallado  reparo  ^ue 
©poner  á  alguna  de  ellas,  ó  á  los  electores  por  defecto  de  alg  ma  de 
ias  calidades  requeridas,  la  junta  resolverá  definitivamente  y  acto 
continuo  lo  que  le  parezca ;  y  lo  que  resolviere  se  executará  sin 
recurso. 

ART.  71. 

Concluido  este  acto  pasarán  los  electores  parroquiales  con  su  pre- 
sidente á  la  iglesia  mayor,  en  donde  se  cantará  una  misa  solemne  de 
Espíritu  Santo  por  el  eclesiástico  de  mayor  dignidad  ,  el  que  hará 
tía  discurso  propio  de  las.  circunstancias.. 

ART.  72. 
Después  de  este  acto  religioso  se  restituirán  á  las  casas  consisto* 


ríales  ;  y  ocu^anclo  los  electores  sus  asientos  sin  preferencia  a1gnna> 
leerá  el  secretario  este  capítulo  de  la  Constitución  ,  y  en  seguida  ha* 
TÍ  el  presidente  la  misma  pregunta  que  se  contiene  en  el  artículo  49 f 
y  se  observará  todo  quanto  en  él  se  previene. 

ART.  73. 
Inmediatamente  después  se  procederá  al  nombramiento  del  elec- 
tor 6  electores  de  partido  ,    eligiéndolos  de  uno  en  uno  y  por  escru- 
tinio secreto ,  mediante  cédulas  en  que  esté  escrito  el  nombre  de  la 
persona  ,  que  cada  uno  elige. 

ART.    74.  ■^'  «lí^-'Tl-''  ci     ■ 

Concluida  la  votación ,  el  presidente  ,  secretario  y  escrutadores 
harán  la  regulación  de  los  votos  ,  y  quedará  elegido  el  que  haya 
reunido  á  lo  menos  la  mitad  de  los  votos  y  uno  mas  ,  publicando 
el  presidente  cada  elección.  Si  ninguno  hubiere  tenido  la  plurali- 
dad absoluta  de  votos  ,  los  dos  que  hayan  tenido  el  mayor  núme- 
ro ,  entrarán  en  segundo  escrutinio  ,  y  quedará  elegido  el  que  re- 
tina mayor  número  de  votos.  En  caso  de  empate  decidirá  la  suerte. 

ART.  75. 
Para  ser  elector  de  partido  se  requiere  ser  ciudadano  que  se  ha- 
lle en  el  exercicio  de  sus  derechos  ,  mayor  de  veinte  y  cinco  anos, 
y  vecino  y  residente  en  el  partido ,  ya  sea  de  estado  seglar  ó  del 
eclesiástico  secular  ;  pudiendo  recaer  la  elección  en  los  ciudadanos 
que  componen  la  junta  ^  é  en  los  de  fuera  de  ella.  -^ 

ART.  7^. 
El  secretario  extenderá  el  acta  que  cott  él  firmarán  el  presiden- 
te y  escrutadores,  y  se  entregará  copia  de  ella,  firmada  por  los 
mismas  á  la  persona  ó  personas  elegidas  para  hacer  constar  su  nom- 
bramiento. El  presidente  de  esta  junta  remitirá  otra  copia  firmada 
por  41  y  por  el  secretario  al  presidente  de  la  junta  de  provincia^ 
donde  se  hará  notoria  la  elección  en   los  papeles  públicos. 

ART.    77.      !   '    >'  ■  ■ 

En  las  juntas  electorales  de  partido  se  observará  todo  lo  que  se 
previene  para  las  juntas  electorales  de  parroquia  en  los  artícu- 
los 55  ,  56 ,  5j  y  58. 

CAPITULO   V. 

De  las  /untas  electorales  de  provincia, 

ART.    78. 

Las  juntas  electorales  de  provincia  se  compondrán  de  los  electo- 
rales de  todos  los  partidos  de  ella  ,  que  se  congregarán  en  la  ca- 
pital á  fin  de  nombrar  los  diputados ,  que  le  correspondan  para  asis- 
tir á  las  Cortes  como  repretenCaates  de  la  Nacioiu 


L  ''^   J 

^pfíff/  fr,  no  ART.  79. 

Estas  Juntas  se  celetrarán  siempre  en  la  península  y  posesiones 
é .  islas  adyacentes  el  primer  domingo  del  mes  de  diciembre  del  año 
anterior  á  las   Cortes,  .o^i  . .  (  >  íáíTsnp  mHfi  íi«i;t3»«4q  se  7 

ART.  Bo. 
En  las  provincias  de  ultramar  se  celebrarán  en  el  domingo  se- 
gundo del   mes  de  marzo  del  mismo  año  ,  en  que  se  celebraren  las 
juntas  de  partido. 

ART.   8r. 
Serán  presididas   estas  juntas  por  el  magistrado  político   de  la 
capital  de  la  provincia  ,  á  quien  se  presentarán  los  electores  de  par- 
tido con  el  documento  de  su  elección^,  para  que  sus  nombres  se  ano- 
ten en  el  libro  y  en  que  kan  de  extenderse  las  actas  de  la  junta. 

AP.T.  82. 
En  el  día  señalado  se  jnntarán  los  electores  de  partido  con  el 
presidente  en  las  casas  consistoriales  ,  ó  en  el  edificio  que  se  tenga 
por  mas  á  prepósito  para  un  acto  tan  solemne  ,  á  puerta  abierta  ,  y 
comenzarán  por  nombrar  á  pluralidad  de  votos  un  secretario  y  dos- 
escrutadores  de  entre  los  mismos  electores. 

&p'oiír.       ^     ^  ART.   83. 

Si  i  nna  provincia  no  le  cupiere  mas  que  un  diputado  ,  concur- 
rirán á  lo  menos  cinco  electores  para  su  nombramiento  ,. distribuyen- 
do este  número  entre  los  partidos  en  que  estuviere  dividida  ,  ó  for- 
mando partidos  para  este  solo  efecto.  .  ..c*    .  ^^ 

ART.    84. 

Se  leerán  los  quatro  capítulos  de  esta  Constitución  que  tratan  do 
las  elecciones.  Después  se  leerán  las  certificaciones  de  las  actas  de  las 
elecciones  hechas  en  las  cabezas  de  partido  ,  remitidas  por  los  res- 
pectivos presidentes  ;  y  asimismo  presentarán  los  electores  las  certifi- 
caeiones  de  su  nombramiento  para  ser  examinadas  por  el  secretario 
y  escrutadores  ,  quienes  deberán  al  dia  siguiente  informar  si  están  á 
no  arregladas.  Las  certificaciones  del  secretario  y  escrutadores  serán 
examinadas  por  una  comisión  de  tres  individuos  de  la  junta  ,  que  sa 
nombrarán  al  efecto  para  que  informen  también  sobre  ellas  ea  el  si- 
guiente dia.    .  '.  N'; 

ART.    85.  I' 

Juntos  en  e'l  los  electores  de  partido ,  se  leerán  los  informes  sobro 
las  certificaciones  ,  y  si  se  hubiere  hallado  reparo  que  oponer  á  al- 
guna de  ellas  ,  ó  á  los  electores  por  defecto  de  algunas  de  las  calida- 
des requeridas  ^  la  junta  resolverá  definitivamente  y  acto  continuo  lo 
qne  le  parezca  5  y  lo  que  resolviere  se  executará  sin  recurso. 

ART.    B6.  f-^l. -).:-'■    ^:^^ri:■:^^ 

En  segitida  se  dirigirán  los  electores  de  partido  coi;  sn  presidente 
á  la  catedral  ó  iglesia  mayor  ,  en  donde  se  cantará  una  misa  solem- 
ne de  Espirita  Santo  ^  y  el. obispo  ó  en  su  defecto  el  eclesiástico  de 


mayor  dignidad  hará  un  discurso  propio  de  las  circunstancias. 

AKT.    87. 

Concluido  este  acto  relic^ioso ,  volverán  al  lugar  de  donde  salie- 
ron ,  y  á  puerta  abierta  ocupando  los  electores  sus  asientos  sin  pi-e- 
ferencia  alguna  ,  hará  el  presidente  la  misma  pregunta  que  se  contie- 
ne en  el  artículo  49  >  y  se  observará  todo  quauto  en  él  se  previene. 

ART.    88. 
Se  procederá  en  seguida  por  los  electores  que  se  bailen  presentes 
á  la  elección  del  diputado  ó  diputados ,  y  se  elegirán  de  uno  en  uno 
y  poP  escrutinio  secreto ,  mediante  cédulas  en  que  esté  escrito  el  nom- 
bre de  la  persona  ,  que  cada  uno  elige. 

ART.  89. 
Concluida  la  votación,  el  presidente  ,  secretarlo  y  escrutador ei 
liarán  la  regulación  de  los  votos ,  y  quedará  elegido  aquel  que  haya 
reunido  á  lo  menos  la  mitad  de  los  votos  y  uno  mas.  Si  ninguno  hu- 
biere reunido  la  pluralidad  absoluta  de  votos  ,  los  dos  que  hayan  te- 
nido el  mayor  número  ,  entrarán  en  segundo  escrutinio  ,  y  quedará 
elegido  el  qué  reúna  la  pluralidad.  En  caso  de  empate  decidirá  la 
¡suerte^  y  hecha  la  elección  de  cada  uno  ,  la  publicará  el  presidente, 

ART.  90. 
Después  de  la  elección  de  diputados  se  procederá  á  la  de  suplen- 
tes por  el  mismo  método  y  forma,  y  su  niímcro  será  en  cada  pro- 
vincia la  tercera  parte  de  los  diputados  que  le  correspondan.  Si  á 
alguna  provincia  no  le  tocare  elegir  mas  que  uno  ó  dos  diputados, 
elegirá  sin  embargo  un  diputado  suplente.  Estos  concurrirán  á  las 
Cortes  siempre  que  se  verifique  la  muerte  del  propietario  ó  su  impo- 
sibilidad á  juicio  de  las  mismas  en  qualquier  tiempo  que  uno  ú  otro 
se  verifique  después  de  la  elección, 

ART.  91.  f 

Para  ser  diputado  de  Cortes  se  requiere  ser  ciudadano ,  que  est^ 
en  el  exercicio  de  sus  derechos  ,  mayor  de  veinte  y  cinco  años  ,  y 
que  haya  nacido  en  la  provincia  ,  ó  esté  avecindado  en  ella  con  re- 
sidencia á  lo  menos  de  siete  años  ,  bien  sea  del  estado  seglar  ó  del 
eclesiástico  secular  ;  pudiendo  recaer  la  eleccioa  en  los  ciudadanos 
que  componen  la  junta ,  ó  en  los  de  fuera  de  ella. 

Se  requiere  ademas  para  ser  elegido  diputado  de  Cortes  tener  ana 
renta  anual  proporcionada  ,   procedente  de  bienes  propios, 

ART.    ^Z. 
Suspéndese  la  disposición  del  artículo  precedente  hasta  que  las 
Cortes  .  que  en  adelante  han  de  celebrarse  ,   declaren  haber  llegado 
ya  el  tiempo  de  que  pueda  tener  efecto ,  señalando  la  quota  de  la 


renta  y  la  calidad  de  los  bienes  de  que  haya  de  provenir  5  y  lo  qu© 
entonces  resolvieren ,  se  tendrá  por  constitucional,  como  si  aquí  se 
hallara  expresado. 

ART.  g4- 
Si  sucediere  que  una  misma  persona  sea  elegida  por  la  provincia 
de  su  naturaleza  y  por  la  en  que  está  avecindada  ,  subsistirá  la  elec- 
ción por  razón  de  la  vecindad ;  y  por  razón   de  la  provincia  de  su 
naturaleza  vendrá  á  las  Cortes  el  suplente  á  quien  corresponda. 

í  ART.  ^5.       &hi¡m^ 

Las  Seeretarios  del  Despacho  ,  los  consejeros  de  Estado  y  los  que 
sirven  empleos  de  la  casa  real ,  no  podrán  ser  elegidos  diputados  d© 
Cortes.  .^*tói>í®j4£.»  *    '  .;.:. 

ART.  g6: 
Tampoco  podrá  ser  elegido  diputado  de  Cortes  ningún  extran- 
gero  ,  aunque  haya  obtenido  carta  de  ciudadano  por  las  Cortes.  . 

ART.   gj. 
Ningún  empleado  público  nombrado  por  el  Gobierno  po  drá  ser 
elegido  diputado  de  Cortes  por  la  provincia  ,  en  que  exerce  su  cargo. 

ART.   p8. 
El  secretario  extenderá  el  acta  de  las  elecciones  ,  que  con  ¿1  fir- 
marán el  presidente  y  todos  los  electores. 

ART.  gg.  T>ífí'.  í>  ma  m 

En  seguida  otorgarán  todos  los  electores  sin  excusa  alguna  i  to- 
dos y  á  cada  uno  de  los  diputados  poderes  amplios  según  la  fórmu- 
la siguiente ,  entregándose  á  cada  diputado  su  correspondiente  poder 
para  presentarse  en  las  Cortes. 

ART.     lOO. 

Los  poderes  estarán  concebidos  en  estos  términos  : 
En  la  ciudad  ó  villa  de...  á...  dias  del  mes  de...  del  ano  de.. .en  lassa» 
las  de...  hallándose  congregados  los  señores  (aquí  se  pondrán  los  nom- 
bres del  presidente  y  de  los  electores  de  partido  que  forman  la  junta 
electoral  de  la  provincia)  dixeron  ante  mí  el  infrascrito  escribano  y  tes* 
tigos  al  efecto  convocados,  que  habiéndose  procedido  con  arreglo  á  la 
Constitución  política  de  la  Monarquía  española  al  nombramiento  de  los 
electores  parroquiales  y  de  partido  con  todas  las  solemnidades  pres-» 
critas  por  la  misma  Constitución ,  como  constaba  de  las  certificaciones 
que  originales  obraban  en  el  expediente  ,  reunidos  los  expresados 
electores  de  los  partidos  de  la  provincia  de....  en  el  dia...  del  mes  de... 
del  presente  año  ,  habían  heeho  el  nombramiento  de  los  diputados, 
que  en  nombre  y  representación  de  esta  provincia  han  de  concurrir 
á  las  Cortes  5  y  que  fueron  electos  por  diputados  en  ellas  por  esta 
provincia  los  señores  N.  N.  N.  como  resulta  del  acta  extendida  y 
firmada  por  N.  N.  ;  que  en  su  conseqiiencia  les  otorgan  poderes 
amplios  á  todos  juntos  ,  y  á  cada  uno  de  por  sí ,  para  cumplir  y  des- 
empoñar  las  augustas  funciones  de  su  encargo  ,  y  para  que  con  los 


[39] 

demás  diputados  en  Cortes  ,  como  representantes  de  la  Nación  e  spa- 
JBola  ,  puedan  acoi'dar  y  resolver  quanto  entendieren  conducen  te  al 
bien  general  de  ella  ,  en  uso  de  las  facultades  que  la  Constitución 
determina  ,  y  dentro  de  los  límites  que  la  misma  prescribe  ,  sin 
poder  derogar  ,  alterar  ó  variar  en  manera  alguna  ninguno  de  sus 
artículos  baxo  ningún  pretexto  ;  y  que  los  otorgantes  se  obligan  por 
por  sí  mismos  ,  y  á  nombre  dé  todos  los  vecinos  de  esta  provincia, 
en  virtud  de  las  facultades  que  les  son  concedidas ,  como  electores 
nombrados  para  este  acto  ,  á  tener  por  válido  ,  y  obedecer  y  cum- 
plir quanto  como  tales  diputados  de  Cortes  bicieren  ,  y  se  resolví  re 
por  estas  ,  con  arreglo  á  la  Constitución  política  de  la  Monarquía 
española.  Así  lo  expresaron  y  otorgaron  bailándose  presentes  como 
testigos  N.  y  N.  ,  que  con  los  señores  otorgantes  lo  fiímaroa  ,  do 
q«e  doy  fe. 

ART.     1 01. 

El  presidente  ,  escrutadores  y  secretario  remitirán  inmediata- 
mente copia  firmada  por  los  mismos  ,  del  acta  de  las  elecciones  á  la 
diputación  permanente  de  las  Cortes  ,  y  harán  que  se  publiquen  las 
elecciones  por  medio  de  la  imprenta  ,  remitiendo  un  exemplar  á 
cada  pueblo  de  la  provincia. 

ART.     102. 

Para  la  indemnización  de  los  diputados  se  les  asistirá  por  sus  res- 
pectivas provincias  con  las  dietas ,  que  las  Cortes  en  el  segundo  año 
de  cada  diputación  general  señalaren  para  la  diputación  que  le  ba  de 
suceder  5  y  á  los  diputados  de  ultramar  se  les  abonará  ademas  lo 
qne  parezca  necesario  ,  á  juicio  de  sus  respectivas  provincias ,  para 
los  gastos  de  viage  ,    de  ida  y  vuelta. 

ART.    I  o3.  ' 

Se  observará  en  las  juntas  electorales  de  provincia  todo  lo  que 
se  prescribe  en  los  artículos  55 ,  56,  67  y  58. 

CAPITULO    VI. 

Ve  la  celebración  de  las  Cortes. 

ART.     104» 

Se  ¡untarán  las  Cortes  todos  los  años  en  la,  capital  del  reyao* 

ART.    I  o  5. 
Quando  tuvieren  por  conveniente  trasladarse  á  otro  lugar  ,   po- 
árán  hacerlo  con  tal  que  sea  á  pueblo  que  no  diste  de  la  capital  mas 
que  doce  leguas  ,  y  que  convengan;  en  la  traslación  las  dos  terceras 
partes  de  los  dipntados  presentes. 

ART.    106. 
Las  sesiones  de  las   Cortes  en  cada  aiío'  durarán  á  lo  mas  treí 
meses  consecutivos  ,   dando  principio  tX  día  primero  del  mes  de 
marzo. 


[40] 

ART.     107. 

Las  Cortes  podrán  prorogar  su  sesiones  qaando  mas  por  otro 
mes  ea  solos  dos  casos  :  primero  ,  á  petición  del  Rey  ;  sexuado  ,  sí 
las  Cortes  lo  creyeren  necesario  por  una  resolución  délas  dos  ter- 
ceras partes  de  los  diputados  ,  aprobada  por  el  Rey. 

'  .■    *■•>:     í  ART.     108.  v#^*íí;   h    ,'    ,   ^'-l-í 

líos  diputados  se  renovarán  en  su  totalidad  cada  dos  años, 

ART.  109. 
Si  la  guerra  ó  la  ocupación  de  alguna  parte  del  territorio  de  la 
Monarquía  por  el  enemigo  impidieren  qiie  se  presenten  á  tiempo  to- 
dos ó  algunos  de  los  diputados  de  una  ó  mas  provincias,  serán  supli- 
dos los  que  falten  por  los  anteriores  diputados  de  las  respectivas  pro-> 
viiicias  ,  sorteando  entre  sí  basta  completar  el  número  que  les  cor- 
responda. 

ART-     IfO. 

Podrán  ser  reelegidos  los  diputados  para  las  Cártes  sucesivas}' 
pero  no  se  les  obligará  á  aceptar  este  encargo. 

^RT.   rrr. 
Al  llegar  los  diputados  á  la  capital  se  presentarán  á  la  diputación 
permanente  de  Cortes  ,    la  que  hará  sentar  sus  nombres  y  el  de  la 
provincia  que  los  ha  elegido ,  en  un  registro  en  la  secretaría  de  las 
mismas  Cortes. 

ART.     112. 

En  el  año  de  la  renovación  de  los  diputados  ,  se  celebrará  el 
dia  1 5  de  febrero  á  puerta  abierta  la  primera  junta  preparatoria, 
haciendo  de  presidente  el  que  lo  sea  de  la  diputación  permanente, 
y  los  restantes  individuos  de  ella  de  secretarios  y  escrutadores. 

ART.     I  l3. 

En  esta  primera  Junta  presentarán  todos  los  diputados  sus  pode- 
res ,  y  se  nombrarán  á  pluralidad  de  votos  dos  comisiones  ,  nna  de  cin- 
co individuos  para  que  examine  los  poderes  de  todos  los  diputados, 
y  otra  de  tres  para  que  examine  los  de  la  comisión  de  cinco, 

ART.    1 1 4» 
El  día   20  del  mismo   febrero    se    celebrará  también  á   puerta 
abierta  la  segunda  junta  preparatoria  ,    en  la  que  las  dos  comisiones 
informarán  sobre  la   legitimidad   de  los  poderes  ,   habiendo   tenida 
presentes  las  copias  de  las  actas  de  las  elecciones  provinciales. 

ART.     I  I  5. 

En  esta  Junta  y  en  las  demás  que  sean  oecesarias  basta  el  dia  2 5, 
se  resolverán  definitlvarriente  y  á  pluralidad  de  votos  las  dudas  que 
R€  susciten  sobre  la  legitimidad  de  l(¿s  poderes  y  calidades  de  los  di- 
putados. 


ART.  n6. 
En-el  año  siguiente  al  de  la  renovación  Je  los  diputados ,  se  fea- 
dvá  la  primera  junta  prejjaratoria  el  día  20  de  febrero  ,  y  hasta  el  2B 
las  qu-í  se  crean  necesarias  para  resolver  en  el  modo  y  forma  que  se 
ha  expresado  en  los  tres  artículos  precedentes,  sobre  la  legitimidad 
de  los  poderes  de  los  diputados,  que  de  nuevo  se  presenten. 

ART.    TI  7. 

En  todos  los  años  el  dia  2  5  de  febrepo  se  celebrará  la  iiltiraa 
junta  preparatoria  ,  en  la  que  se  hará  por  todos  los  diputados  ,  po- 
tiiendo  la  mano  sobre  los  Santos  Evangelios,  el  juramento  siguiente: 
*'  ¿  Juráis  defender  y  conservar  la  religión  católica  ,  apostólica  ,  ro- 
mana ,  sin  admitir   otra   alguna  en  el   reyno  ?  —  R. Si  juro 

¿  Juráis  guardar  y  hacer  guardar  religiosamente  la  Constitución  de 
la  Monarquía  española  ,  sancionada  por  las  Cortes  generales  extraer^ 

dinarias  de  la  Nación  en  el  año  de  .  .  .? — R.  —  Si  |uro ¿Juráis 

haberos  bien  y  fielmente  en  el  encargo  que  la  Nación  os  ha  encomen- 
dado, mirando  en  todo  por  el  bien  y  prosperidad  de  la  misma  Na- 
ción ?  R. Si  juro ;  „  si  así  lo  hiciereis  ,  Dios  os  lo  premie  ,  y 

si  no  os  lo  demande. 

ART.    118. 

En  seguida  se  procederá, á  elegir  de  entre  los  mismos  diputados 
por  escrutinio  secreto  ,  y  á  pluralidad  absoluta  de  votos  ,  un  Presi- 
dente ,  un  Vice-Presidente  y  quatro  Secretarios  ,  con  lo  que  se  ten- 
drán por  constituidas  y  formadas  las  Cortes ,  y  la  diputación  permar» 
Bente  cesará  en  todas  sus  funciones. 

ART.  119. 
Se  nombrará  en  el  mismo  dia  una  diputación  de  veinte  y  dos  in- 
dividuos y  dos  de  los  secretarios,  para  que  pase  á  dar  parte  al 
Rey  de  hallarse  constituidas  las  Cortes,  y  del  Presidente  que  han  ele- 
gido, á  fin  de  que  manifieste  si  asistirá  á  la  apertura  de  las  Cortes, 
que  se  celebrará  el  dia  primero  de  marzo. 

ART.     120.  .1^'    ''>.Vl' 

Si  el  Rey  se  hallare  fuera  d^;  la  capital ,  se  le  hará  esta  1)artici^ 
pación  por  escrito  ,  y  el  R*^y  contestará  del  mismo  modo. 

ART.     121. 

El  Rey  asistirá  por  sí  mistno  á  la  apertura  de  las  Cortes  ,  y  si 
tuviere  impedimento,  la  hará  el  Presidente  el  dia  señalado  ,  sin  qué 
por  nin2;un  motivo  pueda  diferirse  para  otro.  Lis  mismas  formali- 
dades se  observarán  para  el  acto  de  cerrarse  las  Curtes. 

ART,    122 
En  la  sala  de  las  Cortes  entrará  elR^jy  sin  guardia  ,  y  solo  L*  acorn*- 
pañarán  las  personas   que   determine   el  c'-remorá-vl  para  l¿i  lec  pcioñ 
y  despedida  del  Rey  ,  que  se  prescriba  en  ci  r -glaúicnto  del  gcbiet*» 
no  interior  de  las  Cortes. 

6 


ART.     I  2X 

El  Rey  hará  un  discurso  ,  en  el  que  x^ropon^rá  á!  as  Cortes  I  o 
que  crea  «envtmiente  ,  j  se  le  contestará  en  términos  generales  por , 
el  presidente.  Si  no  asistiere  el  Rey  ,  remitirá  su  discurso  al  Presi-j  > 
.dente  para  que  por  ««te  S9  lea  en  las  Cortes.  \,^ 

ART.     124. 

Las^Córtis  no  podrán  deliberar  en  la  presencia  del  Rey. 

'■"'■''"',!'■/.,'  ART.    125. 

Tampoco  delILerarán  quando  se  presenten  los  Secretarios  del  Des-* 
pacho  para  hacer  algunas   propuestas  á  nombre  d©l  Rey. 

ART.  12^. 
Las  sciiones  de  las  Cortes  serán  públicas  ,  y  solo  si  ocurriere  al- 
gún casü  extraordinario  que  exija  reserva ,  podrá  celebrarse  sesión 
seoreta. 

ART.     127. 

En  las  discusiones  de  las  Cortes  y  en  todo  lo  demás  que  pertenez- 
ca á  su  gobierno  y  orden  interior  ,  se  observará  el  reglamento  que 
se  forme  por  estas  Cortes  generales  extraordinarias  ,  sin  perjuicio  de 
la^s  reformas   que  las  sucesivas  tuvieren  por  conveniente  hacer  en  él. 

'..-Ir  ART.    128. 

Los  diputados  serán  inviolables  por  sus  opiniones,  y  en  ningún 
tiempo  ni  caso  y  por  ninguna  autoridad  podrán  sor  reconvenidos  par 
ellas.  En  las  causas  criminales  que  contra  ellos  se  intentaren,  no  po- 
drán ser  JKzgados  sino  por  el  tribunal  de  Cortes  en  el  modo  y  for- 
ma que  se  prescriba  en  el  reglamento  del  gobierno  interior  de  las 
mismas.  Durante  las  sesiones  de  las  Cortes  ,  y  un  mes  después  ,  los  di- 
putados no  podrán  ser  executad(js  por  deudas. 

*  ART.    129  ^    ' 


Durante  el  tiempo  de  su  diputación  ,  contado  para  este  efecto 
desde  que  el  nombramiento  conste  en  la  permanente  de  Cortes  ,  no 
podrán  los  diputados  admitir  para  sí  ,  ni  solicitar  para  otro  empleo 
alguno  de  provisión  del  Rey ,  ni  aun  ascenso  ,  como  no  sea  de  es.- 
cala  en  su  respectiva  carrera. 

ART.    i3o. 

Del  mismo  modo  no  podrán  durante  el  tiempo  de  su  diputación^ 
y  un  año  después  del  último  acto  de  sus  funciones,  obtener  para  sí, 
ni  solicitar  para  otro  pensión  ni  condecoración  alguna  ,  que  sea  tum.- 
bieH  de  pr® visión  del   Rey.  ¡j 

CAPITULO  VII. 

"    ■  Ve  las  ¿facultades  de  las   Cortes, 

ART.     I  3  I. 

Las  facultades  de  las  Cortes  son : 

"i) 
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Primera.  Proponer  y  decretar  las  leyes ,  é  íníerpretarlas  y  dero- 
garlas en  caso  necesario.  '  '^ 

Segunda.  Recibir  el  juramento  al  Rey  ,  al  Príncipe  de  Asturias 
y  á  ía  Regencia ,  como  se  previene  en  sus  lugares. 

Tercera.  Resolver  qualquiera  duda  de  hecho  ó  de  derecho^  qu9 
ocurra  en  orden  á  la  sucesión  á  la  corona. 

Qaarta.  Elegir  Regencia  ó  Regente  del  reyno  quando  lo  previe- 
ne la  Constitución  ,  y  señalar  las  limitaciones  con  que  la  Regencia 
ó  el  Reg\mte  han  de  exercer   la  autoridad  real. 

Quinta.  Hacer  el  reconocimiento  público  del  Principe  de  As- 
turias. 

Sexta.  Nombrar  tutor  al  Rey  menor  quando  lo  previene  la  Cons- 
titución. 

tptima.     Aprobar  antes  de  su  ratificación  los  tratados  de  alianza 
iva  ,  los  de  subsidios  ,  y  los  especiales  de  comercio. 

Octava.  Permitir  ó  prohibir  la  admisión  de  tropas  extrangeras 
■en  el  reyno. 

Nona.  Decretar  la  creación  y  supresión  de  plazas  en  los  tribo- 
nales  que  establece  la  Constitución  5  é  igualmente  la  creación  y  su- 
presión de  los  oficios  públicos.  -  ' 

Décima.  Pixar  todos  los  años  ,  á  propuesta  del  Rey  ,  las  fuerzas 
de  tierra  y  de  mar  ,  determinando  las  que  se  hayan  de  tener  en  pie 
en  tiempo  de  paz  ,  y  su  aumento   en  tiempo  de  guerra. 

Undécima.  Dar  ordenanzas  al  exército  ,  armada  y  milicia  nacio- 
nal en  todos  los  ramos  ,  que  los  constituyen. 

Duodécima.  Fixar  los  gastos  de  la  administración  pública. 

Décima  tercia.  Establecer  anualmente  las  contribuciones  é  im- 
puestos. 

Décima  quarta.  Tomar  caudales  á  préstamo  en  casos  de  necesidad 
sobre  el  crédito  de  la  Nación. 

Décima  quinta.  Aprobar  eV repartimiento  de  las  contribuciones 
entre  las  provincias. 

Décima  sexta.  Examinar  y  aprobar  las  cuentas  de  la  inversión 
de  los  caudales  públicos. 

Décima  séptima.      Establecer  las  aduanas  y  aranceles  de  derechos. 

Décima  octava.  Disponer  lo  conveniente  para  la  administf-acion^ 
conservación  y  enagenacion  de  los  bienes  nacionales. 

Décima  nona.  Determinar  el  valor  ,  pes©  ,  ley  ,  tipo  y  deno- 
minación de  las  monedaf. 

Vigésima.  Adoptar  el  sistema  que  se  juzgue  mas  cómodo  y  Justo 
de  pesos  y  medidas. 

Vigésima  primera.  Promover  y  fomentar  toda  «specié  de  indus- 
tria ,  y  remover  los  obstáculos  que  la  entorpezcp.a. 

Vigésima  segunda.  Establecer  el  plan  general  de  enseñanza  pú- 
blica en  toda  la  Monarquía  ,  y  aprobar  el  que  se  forme  para  la  edu- 
cación del  Príncipe  de  Asturias. 

Vigésima  tercera.  Aprobar  los  reglamentes  generales  para  la  po- 
licía y  sanidad  del  reyno. 

yigésima  quarta.     Proteger  la  libertad  política  de  U  imprenta;    J 
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Vig^símaquínta.  Hacer  efectiva  la  responsaLilidad  de  los  Secre- 
tarios de  Estado  y  del  Despacho ,  y  demás  empK-a  les  públicos. 

Vigésimasexta.  Por  último  ,  pertenece  á  las  Cortes  dar  ó  neo-ar 
su  consentimiento  en  todos  aquellos  casos  y  actos  para  los  qu©  S9 
previene  en  la  Constitución  ser  necesario. 

..■■f^ifí^a  CAPITULO  VIII. 

J^e  lajormacion  de  las  leyes ,  y  de  la  sanción  real, 

ART.     I  3 2. 

Todo  diputado  tiene  la  facultad  de  proponer  á  las  Cortes  los 
proyectos  de  ley ,  haciéndolo  por  escrito ,  y  exponiendo  las  razo« 
nes  en  que  se  funde. 

ART.    1 33.. 
3i      Dos  dias  á  la  menos  ,  después  de  presentado  y  leído  el  proyecto 
de  ley  ,  se  leerá  por  segunda  vez ,  y  las  Cortes  deliberarán  si  se  ad- 
mite ó  no  á  discusión. 

ART.     1 34' 

Admitido  á  discusión  ,  si  la  gravedad  del  asunto  requiriese ,  i 
juicio  de  las  Cortes  ,  que  pase  previamente  á  una  comisión  ,  se  exe-^ 
cutara  asi. 

ART.    1 3  5. 

Quatro  dias  á  lo  menos ,  después  de  admitido  á  discusión  el  pro- 
yecto ,  se  leerá  tercera  ve4  ,  y  se  podrá  señalar  dia  para  abrir  U 
discusión,. 

ART.    1 36. 

I/legado  el  día  señalado  para  la  discusión,  abrazará  esta  el  pro- 
yecto en  su  totalidad,  y  en  cada  uno  de  sus  artículos. 

ABT.    137. 
Xias  Cortes  decidirán  quando  la  materia  está  suficientemente  dis- 
cutida 5  y  decidido  que  lo  está  ^  se  resolverá  si  ha  lugar  ó  no  á  la 
Votación. 
,«.  ART.    i38.. 

Decidido  que  há  lugar  á  la  votación  se  procederá  á  ella  inme- 
diatamente ,  admitiendo  ó  desechando  en  todo  ó  en  parte  el  proyec- 
to ,  ó  variándole  y  modificándole  según  las  observaciones,  que  se 
tayan  hecho  en  la  discusión,. 

ART.    139. 
Ba  votación  se  hará  á  pluralidad  absoluta  de  votos  ,  y  para  pro- 
ceder á   ella   será  necesario  que  se    hallen   presentes   á  lo  m^^nos  la 
mitad  ,  y  uno  mas  de  la  totalidad,  de  los  diputados  que  deben  com- 
poner las  Cortes. 

ART.   140. 
Si  las  Cortes  desecharen  un  provecto  de  ley  en  qualquíer  estado 
de  su  examen,  ó  resolvieren  que  do  debe  procedersc  á  la  VütacioD;, 
ao  podrá  volver  á  proponerse  en  el  mismo  año. 
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^  ART.     141. 

Si  hutiere  sido  adoptatía ,  se  extenderá  por  dupUcado  en  forma 
de  1  ^v  j  y  se  leerá  en  las  Cortes  5  hecho  lo  qual ,  y  firmados  ámhos 
originiles  por  el  presidente  y  dos  S'»cretarios ,  serán  presentados  ia- 
mediatamente  al  Rey  por  una  diputación* 

ART.     14»*  ^    •"  ^^i 

El  Rey  tiene  la  sanción, de  las  leyes;  •  /^  "*^<í 

-(    ..;       ART.     t45. 

Da  el  Rey  la  sanción  por  esta  fórmula  firmada  de  su  mano.  -  Pu- 

buques e  como  ley^.  :j  ;  ...        ,    ' 

Nir'ga  el  Rey  la  sanción  por  esVat' fórmula  ,  igualmente  firmada 
de  su  mano.  —  Vuelva  á  las  Cortes;  acompañando  al  mismo  tiempo 
una  exposición  de  las  razones  que  ha:  tenido  para  negarla. 

ART.     145. 

Tendrá  el  Rey  treinta  dias  para  usar  de  esta  prerogativa :  si 
dentro  de  ellos  no  hubiere  dado  ó  negado  la  sanción  ,  por  el  mismo 
techo  se  entenderá  que  la  ha  dado  ^  y  la  dará  en  efecto.      ^ 

ART.     146". 

Dada  6  negada  la  sanción  por  el  Rey  ,  devolverá  á  las  Cortes 
uno  de  los  dos  originales  con  la  (orriaula  respectiva,  para  darse  cuen- 
ta en  ellas.  Este  original  se  conservará,  ea  el  archivo  de  las  Cortes, 
y  el  duplicado  quedará  al  Rey.         ''     ' 

Si  el  Rpy  npgare  la  sancíoa  ,  no  se  volv^^rá  á  tratar  del  mismo 
asunto  en  las  Cortes  de  aquel  año  ,  pero  podrá  hacerse  en  las  del  si- 
guiente. 

ART.    148. 

Si  en  las  Cortes  del  siguiente  año  l'uere  de  nuevo  propu^sfíT,  ad- 
mitido y  aprobado  el  rntsmo  proyecro  ;  pres<nitado  qut*  sea  al  R'V, 
podrá  dar  \\  san<'ion  ,  ó  negarla  segunda  v-^z  en  los  términos  d^  los 
artículos  145  y  144,  y  en  el  ultimo- caso  no  se  tratará  del  mismo 
asunto  en  aquel  año.  '  ' 

ART.    i4q. 

Si  de  nuevo  fuere  por  tercera  vv.  propuesto  ,.  admitido  y  apro» 
baJo  el  mismo  proyecto  en  las  G-Vrteft  c!--!  siguiente  ano,  por  el  mis- 
mo hecho  se  entiende  qu"  el  R-y  da  la  s^ncic-n  ,  y  presen' ándesele, 
la.  dará  en  efecto  por  medio  de  la  formula  expresada  en   el  art.  143. 

ART.      100.  ^      ^ 

Si  antes  de  que  espire  el  termino  d*"  treinta  dias  ,  en  que  el  Rey 
ha  de  dar  ó  negar  la  -canción  ,  lli^gare  el  día  en  que  las  Cortes  han 
de  terminar  sus  sesiones  ,  el  R-^y  la  dará  ó  negará  en  los  ocho  pri- 
meros de  las  sesiones  de  las  siguienres  Cortes;  y  si  este  te^rmino, pa- 
sare sin  haberU  dado ,  en  el  mismo  hecho  s«  entenderá  dada  ;  y  la, 


des 
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dará   en  efecto  en  la   forma  prescrita,  devolviendo  i.  las  Cortes  con 
su  sanción^  ej  ori^m¿iJ,,qvie  debe  quedar   en  ellas. 

,f?-1ít  ..:->-í'::,  ífll.í    .fcu/;.VART.    l5l.  ■' 

Aunque  después  de  liaber  negado  el  Rey  la  sanción  á  un  pro* 
yecto  de  ley  ,  se  pasen  alguno  ó  algunos  años  sin  que  se  propon  - 
ga  el  mismo  proyecto  ,  com,^  vuelva  á  suscitarse  en  el  tigmpo  de  la 
misma  diputación  que  le  ad(>ptó  por  la  primera  vez ,  o  en  el  de  las 
dos  diputaciones  que  inmediatamente  la  subsigan  ,  se  entenderá  siem- 
pre el  mismo  proyecto  para  los  efectos  de  la  sanción  del  Rey  ,  de 
que  tratan  los  tres  artículos  precedentes  ;  pero  si  en  la  duración  de 
las  tres  diputaciones  expresadas  no  volviere  ¿  proponerse  ,  aunque 
pues  se  reproduzca  en  los  pirppios  términos^  se  tendrá  por  pro- 
:^  ;fmeiyQ  .j^^i^fi  *lqs .eftcpQ^' iadicados.  nonne^  bÍ  yeB  ^'^  i'fi.    «'^ 

Sí  la  seguri3a  6  tercera  vez  que  se  propone  el  proyecto  dentr» 
del  término  que  prefixa  el  artículo  precedente,  fuere  desechado  por 
las  Cortes,  en  qualquier  tiempo  que  se  reproduzca  después,  se  tendrá 
por  nupvo^  proyecto. 

;  :  ■;  .    ART.  l53.'  ■''.  -1  '.'i  -•  "  -- 

Las  leyes  se  derogan  con  las  mismas  formalidades  y  por  los  mis- 
mos trámites  que  se  establecen. 

CAPITULO  IX. 

oi3}'í(>H¡>.«*»í„jij        De  la-promulgación  de  lé¿s  leyeé.     '.'    "./"    \    \ 

^      r' '^^:  ^  °         ,  ..t;        ,  •'.  jir- ob.'ü^iiqün  ly  \<; 

AR^.  i54- 
^,,     Publicada  la  ley  en  las  Cortes ,  se  dará  de  ello  aviso  al  Rey  para 
^ue  se  proceda  inmediatamente  á  su  promulgación  solemne. ü^í^'  ^     * 

ART.    I  55. 

El  Rey  para  promulgar  las  leyes  usará  de  la  fórmula  siguiente; 
fi-N.  (,el  nombre  del  Rey)  por  la  gracia  de  Dios  y  por  la  Constitu- 
'•r  cion  de  la  Monarquía  española,  R^y  de  las  Españas,  á  todos  los  c^xie 
«•  las  presentes  vieren  y  entendieren  ,  sabed  :  Que  las  Cortes  han  de- 
'<•  cretado,  y  Nos  sancionamos  lo  siguiente  (aquí  el  texto  literal  de  la 
'r  \ey  )  :  Por  tanto  mandamos  á  tod®s  los  tribunales  ,  justicias  ,  gefes, 
«-gobernadores  y  demás  autoridades,  así  civiles  como  militares  y 
«^eclesiásticas,  de  qualquiera  clase  y  dignidad,  que  guarden  y  hagan 
'aguardar,  cumplir  y  executar  la  presente  ley  en  todas  sus  partes, 
o-  Tendréislo  entendido  para  su  cumplimiento  ,  y  dispondréis  se  impri- 
rrmjx,  publique  y  circule.^'  (Va  dirigida  al  Secretario  del  Despacho 
respectivo.  ) 

ART.    I  5^. 

Todas  las  leyes  se  circularán  de  mandato  d<4  Rey  por  los  respec- 
tivos S'*cretarios  del  Despacho  directamente  á  todos  y  cada  uno  de 
los  tribunales  supremos  y  de  las  provincias  ,  y  demás  gefes  y  autOPl»- 
^(|ades  superiores  ^  que  k§  circularáu  á  la§  subalternas. 
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CAPITULO  X. 

'      r^        I>e  la  diputación  permanente  de  Cortes.  '^T 

'"''''^'  ''■-  '"art.  157.  '-^7^^^^^"^  -^M.^^a  4^*W/« 
^ Antes  de  separarse  las  Cortes  nombrarán  una  diputación,  que  so 
IJamara  Diputación  permanente  de  Cortes,  compuesta  de  áiete  indi- 
viduos de  su  seno,  tres  de  las  provincias  de  Europa,  y  tres  de  las  de 
uitramar,  y  el  séptimo  saldrá  por  suerte  entre  un  diputado  de  Euro- 
pa y  otro  de  ultramar.  ^ 

ART.    I  58. 
Al  mismo  tiempo  nombrarán  las  Cortes  dos  supkntes  para  est^ 
diputación  ,  uno  de  Europa  y  otro  de  ultramar. 

-.  ART.      155). 

-La  diputación  permanente  durará  de  unas  CJrtes  ordinarias  i 
Ollas. 

^  AUT.     iffo. 

_L.is   faculta(1es  de  esta  diputación  son:      ,.....;  ..  , 

cnínt?"!'     ^  ' '"  '°^Z  '"  ^•'"'='-^="^ia  de  k  Constítncion  para  dar 

SellnV      T""""'  ^°''A'  ^^  '^^  infracciones  que  haya  notado. 
cJofnot  i.  ^™7f"''  ^"''"  «^'«""'-¡"«rias  en  los  casos  pres- 
cijios  por  ia  Loaslitucion.  ^ 

los'^rrry  i  j^^'*""?'""'  '«^  fnncíones  qne  se  señalan  en  los  artícu- 
Qnarla.      Pasar  aviso  á  los  diputados  suplentes  para  que  corcnr- 
posibihclad  absoluta  de  propietarios  y  sapientes  de  una   provincia 

-  CAPITULO  XI.  .,   j.u 

De  las  Cortes  extraordinarias.       ''^^^^^^^^^ 

■\-  ■       i-    ■  ■  :  ■■    '.i  ':       :»     •  i 

Las  Cortes  extraordinarias  se  compondrán  de  los  mismos  dínufa 
dos  que  forman  las  ordinanas  durante  los  dos  años^de  su  diputl^ciol 

n.:eí:d':^4'rlorrra::st^^'^'---"^  -^  --^'- 

Primero.      Quando  vacare  el  reyno. 
t^ai^f!" Iv    ^"'"'í°  '?  ^'^  '^  imposibilitare  de   qualquier  modo 
^  Tercero      n°  '  f  l"'^'"'''  "'"'""  '"  ™™"^  -"  el  sacesor.  ^ 

dúos    „: ";«  e? rf^r  ""■"°'.''  "--  '»'«"'-  y  PO'-  negocios  ár- 

uvu.re  el  iley  por  convenitnte-.  que  se  conere«-uen      v   \c.  .^•>n 
'."pare  así  á  la  diputación  permanea¿  de  Córte^s^"      !J..'°  f " 
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•     AB.T»     164» 

Las  sesiones  de  las  Cortes  extraordinarias  comenzarán  y  se  ter- 
minarán con  las  mismas  formalidades  que  las  ordinarias. 

Us^^     i'p  ART.     1^5. 

"''^^■■Yja.  celebración  délas  Cortes  extraordinarias  no  estorbará  la  elec^ 
clon  de  nuevos  diputados  en  el  tiempo  prescrito. 

ART.    166, 

Si  las  Cortes  extraordinarias  no  hubieren  concluido  sus  sesiones 
en  el  dia  señalado  para  la  reunión  de  las  ordinarias  ,  cesarán  las  pri- 
maras en  sus  funciones,  y  las  ordinarias  continuarán  el  negocio  para 
que  aquellas  fueron  convocadas. 

ART.    iG'J. 

La  diputación  permanante  de  Cortes  continuará  en  las  funciones 
que  le  están  señaladas  en  los  artículos  III  y  I  la  ea,el  caso  compre- 
bendido  en  el  artículo  precedente.  'V^^^'*.  ?*^\S?^v'' 

TITULO     IV.      " 
Del  Re?/. 


CAPITULO  1' 


i;  oer.-r,  ^^>.i^^i 


De  la  inpiolahilidad  del  Rey  y  de  su  autoridad, 

ART.     168. 

La  persona  del  Rey  es  sagrada  é  i.p:^o\!¿h\Q  3  y  no  está  sujeta  á 
responsabilidad.  .  \,   ^^\    ,fT 

ART.    iSg. 
í     Al  Rey  se  dará  el  tratamiento  de  Magestad  católica. 

•  ,,;  ART.    170. 

La  potestad  de  Hacer  executar  las  leyes  reside  exclusivamente  en 
el  Rey  ,  y  su  autoridad  se  es;tiende  á  todo  quanto  conduce  á  la  con- 
servación del  orden  público  en  lo  interior  ,  y  á  la  seguridad  del  Es- 
tado en  lo  exterior  ,  conforme  á  la  Constitución  y  á  las  leyes. 

ART.   171. 
Ademas  de  la  prerogativa  que  compete  al  Rey  de  sancionar  las 
leyes  y  promulgarlas  ,  le  corresponden  como  principales  las  faculta- 
des siguientes  : 

Primera.      Expedir  los  decretos  ,  reglamentos  é  instrucciones  que 
crea  conducentes  para  la  execucion  de  las  leyes. 

S^aiunda.       Cuidar  de  que  en  todo  el  reyno  se  administre  pronta 
y  cumplidamente  la  justicia. 
_  Tercera.     Declarar  la  guerra  y  hacer  y.  ratificar  la  paz. 


Quavta.     Nombrap  los  magistrados  de  todos  los  tribiiiuks  qfiíril^l 

y  criminales  á  propaesta  del  Consejo  de  Estado.  -  ¡ífr;»«o  í. 

Quinta.     Proveer  todos  los  empleos  civiles  y  militares. 

Sexta.  Presentar  para  todos  las  obispados  y  para  todas  las  digni- 
dades y  beneficios  eclesiásticos  de  real  patronato ,  á  propuesta  del 
consejo  de  Estado. 

Séptima.    Mandar  los  exércitos  y  armadas  y  ncimbrar  los  generales. 

Octava.  Disponer  de  la  fuerza  armada ,  distribuyéndola  com* 
roas  conveDí>;a.  ... 

Nona.  Dirigir  las  relaciones  diplomáticas  y  comerciales  con  las 
demás  potencias ,  y  nombrar  los  embaxadores ,  ministros  y  cónsules. 

Décima.  Cuidar  de  la  fabricación  d&  la  moneda ,  en  la  <jue  se 
ponen  su  busto  y  su  nombre.  \  ' ■'  Y 

üjoáécima.  Decretar  la  inversión  :cfe"l4)5  fondps  destinados  á  ca^ 
da  uno  de  los  ramos  de  la  administración  pública.  '    ''^'• 

Duodécima.     Indaltar  á  los  delinqdentes  con  arreglo  á  las  leyes. 

Dicimatercia.  Hacer  á  las  Cortes  las  propuestas  de  leyes  ó  de 
reformas  que  crea  conducentes  al  bien  de  la  Nación,  para  que  de- 
liberen en  la  forma  prescrita. 

Décimaquarta.     Nombrar  y  separar  libremente  los  Secretarios  de    — 
Estado  y  del  Despacho.  ' 

AB.T.   172. 
lias  restricciones  de  la  autoridad  dtfl  Rey  son  las  siguientes: 

Primera.  No  puede  el  Rey  impedir  baxo  ningún  pretexto  la  ce- 
lebración de  las  Cortes  en  las  épocas  y  casos  señalados  por  la  Cons- 
titución ,  ni  suspenderlas  ni  disolverlas ,  ni  en  manera  alguaa  emba- 
razar sus  sesiones  y  deliberaciones.  Los  que  le  aconsejasen  ó  auxilia- 
sen en  qualquiera  tentativa  para  estos  actos,  son  declarados  tray-- 
dores ,  y  serán  perseguidos  como  tales. 

Segunda.  No  puede  el  Rey  ausentarse  del  reyno  sin  consentí-*, 
miento  de  las  Cortes ;  y  si  lo  hiciere ,  se  entiende  que  ha  abdicado. 

Tercera.  No  puede  «1  Rey  enagenar ,  ceder,  renunciar  ó  ea 
qualquiera  manera  traspasar  á  otro  la  autoridad  real,  ni  alguna 
de  sus  p  re  rogativas. 

Si  por  qualquiera  causa  quisiere  abdicar  el  trono  en  el  inmediato 
sucesor ,  no  lo  podrá  hacer  sin  el  consentimiento  de  las  Cortes. 

^  Quarta.  No  puede  el  Rey  enage^ar,  ceder  ó  permutar  provincia, 
ciudad,  villa  ó  lugar  ui  parte  alguna ,  por  pequeña  que  sea  ,  del  terri- 
torio español. 

Quinta.  No  puede  el  Rey  hacer  alianea  ofensiva,  ni  tratado  es- 
pecial de  comercio  con  ninguna  potencia  extrangera  sin  el  consen- 
timiento de  las  Cortes. 

Sexta.  No  puede  tampoc®  obligarse  por  ningún  tratado  á  dar 
subsidios  á  ninguna  potencia  extrangera  sin  el  consentimianto  de  las 
Cortes. 

Séptima.  No  puede  el  Rey  ceder  ni  enagenar  los  bienes  naciona- 
les sin  consentimii-nto  de  las  Cortes. 

Octava.  No  puede  el  Rey  exigir  por  sí  directa  ni  indirectamente*' 
impuestos ,  contribuciones  ó  pedidos  baxo  qualquiera  nombre  ó  par»^ 
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qaalqnier  oLjeio  qnt  sea ,  sina  cpie  siempre  los  han  de  decret?.i*  las 
Cortes. 

Nona.  No  puede  el  Rey  conceder  privilegio  exclusivo  á  persona 
DI  corporación  alguna. 

Décima.  No  puede  el  Rey  tomar  la  propiedad  de  ningún  par- 
ticular ni  corporación  ,  ni  turbarle  en  la  posesión ,  uso  y  aprove- 
cliamiento  de  ella;  y  sien  algún  caso  fuere  necesario  para  un  objeto 
de  conocida  utilidad  común  tomar  la  propiedad  de  un  particular,. 
Bo  lo  podrá  hacer  sin  que  al  mismo  tiempo  sea  indemnizado  ,  y  se  lo 
CÍ<f  el  buen  cambio  á  bien  vista  de  hombres  buenos. 

Undécima.  No  puede  el  Rey  privar  á  ningún  índi-viduo  de  sa 
libertad  ,  ni  imponerla  por  sí  pena  alguna.  El  Secretario  del  Despa- 
cho que  firme  la  orden  >  y  el  juez  que  la  execute  ,  serán  responsa— 
Lies  á  la  Naeioh ,  y  castigados.como  reos  do  atentado  contra  la  li- 
bertad individual. 

Solo  en  el  caso  de  que  el  bien  y  seguridad  del  Estado  exijan  el 
arresto  de  alguna  persona,  podrá  el  Rey  expedir  órdenes  al  efecto^ 
pero  con  la  condición  de  que  dentro  de  quarenta  y  ocho  horas  de-- 
terá  hacerla  entregar  á  disposición  del  tribunal  ó  juez  competente. 

Duodécima.  El  Rey  antes  de  contraer  matrimonio  dará  parte 
á  las  Cortes  para  obtener  su  coaseotittueato. 

ART.    lyS. 
El  Rey  en  su  advenimiento  al  trono  ,  y  si  fuere  menor  ,  quand^ 
entre  á  gobernar  el  reyno  ,  prestará  juramento  ante  las  Cortes ,  ba** 
xo  la  fórmula  siguiente  : 

.  „ N,  (aquí  su  nombre)  por  la  gracia  de  Dios  y  la  Constitución* 
5,  de  la. Monarquía  española.  Rey  de  las  Españas ,  juro  por  Dios  y 
5,  por  los  Santos  Evangelios  que  defenderé  y  conservaré  la  religión' 
j>  católica ,  apostólica ,  romana ,  sin  permitir  otra  alguna  en  el  reyno; 
„que  guardaré  y  haré  guardar  la  Constitución  y  leyes  de  la  Monar-^ 
5,  quía  española,  no  mirando  en  quanto  hioiere  sino  al  bien  y  pro- 
„  vecho  de  ella;  que  no  enagenaré,  cederé  ni  desmembraré  parte  al* 
,3  guna  del  reyno  ;  que  no  exigiré  jamas  cantidad  alguna  de  frutos," 
5,  dinero  ni  otra  cosa ,  sino  las  que  hubieren  decretado  las  Cortes; 
5,  que  no  tomaré  jamas  á  nadie  su  propiedad  ,  y  que  respetaré  sobre- 
5,  todo  la  libertad  política  de  la  Nación  y  la  personal  de  cada  in- 
5,  dividuo.  Y  si  en  lo  que  he  jurado  ó  parte  de  ello  ,  lo  contrario 
5,  hiciere,  no  debo  ser  obedecido  ;  antes  aquello  en  que  contravinie- 
5,  re ,  sea  nulo  y  de  ningún  valor*  Así  Dios  me  ayude  ¡  y  sea  ea  mi 
5¿  defeasa ,  j  si  np  naie  lo  demand«/^  ;  j  i  ,;  i . ..         - .  * .     -  -í 

CAPITULO- IIv?í;.nM>bMq    ■  ^' 

¿^  De  lá  sucesión  á  la  corona 

En  este  cap&ulo  propone  la  Comisión  lo  mismo  que  la  Nación 
entera  ,  y  las  Cortes  después  han  proclamado  y  jurado  solemoemen- 
íe  en  favor  del  Sr.  D.  Fernando  vii ,  actual  Rey  de  las  Españas ,  y 
4jr,  SU  descendeacia  y  sucesores  legítiíaos. ;  pero  Us  Cuites  se  han 
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reserraáo  tratar  con  separación  sobris  q1  por  meuor  de  las  disposicio- 
nes de  este  capítalo*  , 

CAPITULO  IIL       \::^^'^'^'f'  *".. 

De  la  menor  edad  áep  Reyi^  y  de  la  Regencia. 

f. ....-'-     ilRT.     loo.  -^  .',.■ 

El  Rey  es  menor  de  edad  hasta  los  diez  y  tjcHó  ajííos  campKdos, 


Da^a 

Regencia, 


Hte  la  m^  «dgiMRey  aerá^oLfed^  ofleynp^^ 


ART.     187. 


Lo  será  igualmente  quando  el  Rey  se  halle  imposILüitado  de 
exercer  su  autoridad  por  qiialíjuiera  causa  física  é  moral     .    ^  ^^  , 

.  .  AlVT.    1^8. 

Si  el,  impedimeoto  del  Rey  pasare  de  dos  a»os  ,  y  el  snoesor  in- 
mediato iuere  mayor  de  diez  y  ocho  ,  las  Cortes  podi'án  nomhrarlQ 
üegentc  del  reyno  en  lugar  de  la  Regencia. . . ,     „        ,  \,    '] 

ART.     lOp. 

Desde  la  muerte  del  Rey  hasta  que  se  ¡unten  las  Cártes  extraer-  . 
diñarías, _^i  no, se  hallaren  reunidas  las  ordinarias  ,  la  Re^erícia  pro^ 
visional  se  eompondrá  de  U  Reyna  madre  ,  si  la  huhiere  ,  de  do/di-' 
putados  de  la  diputación  permanente  de  las  Cortes  ,  los  mas  anti^os 
por  orden  de  su  elección  en  la  diputación ,  y  de  dos  consejeros  del 
consejo   de  Estado,  los  mas  antiguos;  á  saber:  el  decano  y  el ^uo 

tr7^'  V  r^^T  ^^'"""  ^'^°'  "^''^'^  '""''^'"^  ^"  ^^  Regencia  el  coese- 
jero  de  Estado  ,  tercero  .efl;aBtigüedad. 

I.  ^l^'S'^'^^^V^ovhlonal  será  presidida  por  la  Reyna  madre  ,  sí 
lt\  /  ^n  '"  ^'^'"^°  P°'  '^  ^"^^^^^"°  ^«  í^  diputación  per. 
m^l.  dín%  •  -T  'f  ^''  ^^^'Suo  ei.  el  orden  de  su  elección 
paia  la  diputación  indicada. 

Tj  .,         -  ART.     102.  -r  f    .         •    r    * 

compuesta  de  tres  o  de  cinco  personas.  ° 

_  '  Aivr. .  iq3.  q  "   r    . 

del  reTJ         '"  '"^'^'''"°  ^^  í"  R'g^-cía  se  reqúie^^S^r  ^nkta^d  - 


.5  O  2 
•AR1P.      194. 


Có,í^  &       '"^  P^y'^"^'''  P"^  "'í''^'  ^«  '«»  individuo,  m,-  la, 
ba  de  haber  ó  n»  tumo  ea  la  preádeacú,  .y  ea  qu.!  temíaos. 


£58} 

La  Regencia  exercerá.la  autoridad  del  rey  en  los  termino» ,  qu« 
estimen  las  Cortes*      •      '^'  :       , 

Una  y  otra  Regencia  prestarán  juramento  según  la  fórmula  pres- 
crita en  el  artículo  lyS;  añadiendo  Ta  cláusula  de  que  serán  fieles 
al  Rey  ,  y  la  Regencia  permanente  añadirá  ademas  ,  que  observará 
las  condiciones  que  le  hubieren  impuesto  las  Cortes  para  el  exerci- 
GÍo  de  su  autoridad  ,  y  que  quando  llegue  el  Rey  á  ser  mayor  ó  cese 
fa  imposibilidad  V  le  entr^ará  el  gobierno  del  réyno,  baxo  la  pena, 
si  un  momento  lo  dilata,  de  ser  sus  individuos  habidos  y  castigados 
cpmo  tray dores.  ■  í  '      '  "•   ^ 

y)        :    ^  AÍrr/  1^7.     ^        --i^t^r-n:'   ^-"    -J 

Todos  los  actos  de  la  Regencia  se  publicarán  en  nombre  del  Rey. 

artí    i  9Hi  -c  r         r     -^ 

"^  Será  tutor  dfel  Rey  mpnor  la  persona  qne  el  Reyaífunío  buDÍero 
ébmbrado'  en  su  testamento.  Si  no  le  hubiere  nombrado,  será  tutorá 
la  Reyua  madre ,  mientras  permanezca  viuda.  En  su  defecto  será  nom* 
brado  el  tutor  por  las  Cortes. 

ART.    199. 
Ha' Regencia  cuidará  de  que  \fi  educación  del  Rey  menor  sea  la 
mas  conveniente  al  grande  objeto  de  su  alta  dignidad,  y  que  se  des- 
empeñe conforme  al  plan  que  aprobaren  las  Cortes;   ¿j"¿  -1 

C  T 

ART.    200. 

Estas  señalarán  el  sueldo,  que  hayan  de  gozarlos  individuos  de  la 
Regencia. 

CAPITULO  IV. 

Ve  la  familia  real  y  del  reconocimiento  del  Principe  de  Asturias* 

h  ''^.t'ihmn^ti^'Ml  yii  art.   201.      ^o>,  ro-rrj  (íbri<j*/x/r  rJ 

^r  Wjó  priniogemto  del  Rey  se  llamará  írincípé '  de  Astnrías'. 

ART.  202. 
IjOS  demás  hijos  é  hijas  del  Rey  serán  y  se  llamarán  Infantes  de 
las  Españas.  .^     »    - 

AUr.    203.  :'.  -     r    -^  > 

Asimismo  serán  y  se  llamarán  Infantes  de  las  Españas  los  hijos  i 
hijas  del  Príncipe  de  Asturias. 

ART.    204»  "*    -^'"^' 

A  estas  personas  precisamente  estará  limitada  1¿' calidad  de  Infan- 
te de  las  Españas  ,  sin  que  pueda  extenderse  á  otras. 

ART.   205.  .'■  vfm  hh 

Los  Infantes  de  las  Españas  gozarán  de  las  distinciones  y  hono- 
res que  han  tenido  hasta  aquí  ,  y  podrán  ser  nombrados  para  toda 
clase  de  destinos  ,  exceptuados  lo5  de  judicatura  y  la  diputación  de 

Cortes.  ' 
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^  •  '  j^^rp^      206, 

{-  El  Príncipe  de  Astítirías  no  podrá  salir  del  reyno  sin  censen- 
timienlo  de  las  Cortes  ;  y  si  saliere  sin  <fl ,  quedará'  por  et  mismo  he- 
cho excluido  del  llamamiento  á- la  corona. 

JIKT.    107. 
Lo  mismo  se  entenderá  permaneciendo  fuera  del   reyno  por  mar 
tiempo  que  el  prefixado  en  el  permiso  ,  si  requerido  para  que  vuel- 
Ta,  no  lo  verificare  dentro  del  término  que  las  Górfles  señalen. 

f.    \:'j    .  ,'y   '  ■■:]    Li*I.>iíüíiO  íií  r.  JVRT.    208;  :''r5r'^i  \'.\rW\W 

El  Príncipe  de  Asturias  ,  los  Infantes  é  Infantas  y  sns  "kífos  y» 
desc'^ndientes  no  podrán  contraer  mati'imonio  sin  el  consentimiento 
del  Rey  y  de  las  Cortes  ,  baxo  la  pena  de  ser  excluidos  del  lla- 
mamiento á  la  corona. 

a-rt:  209. 

'    De  las  partidas  de  nacimiento,   matrimonio  y  muerte  de  tedas 

las  personas  de  la  familia  real  se  remitirá  una-  copia  autentica   á  las 

Cortes  ,  y  en  su  defecto  á  la  diputación  permanente  ,  para  que  se 

custodie  en  sus  archivos. 

ART.  210. 

El  Príncipe  de  Asturias  será  reconocido  por  las  Cói'tés  con  Vas 
formalidades ,  que  prevendrá  el  reglamento  del  gobierno  interior  de 
ellas. 

ART.  211. 

Este  reconocimienta  se  hará  en  las  primeras  Cértes ,  que  se  cele- 
bren después  de  su  nacimiento. 

ART.   212. 

El  Príncipe  de  Asturias  llegando  á  la  edad  de  catorce  años, 
prestará  juramento  aiite  las  Cortes  baxo  la  fórmula  siguiente  :  „  N. 
„(aquí  el  nombre)  Príncipe  de  Asturias,  juro  por  Dios  y  por  los 
„  Santos  Evangelios  qu3  defenderé  y  conservaré  la  religión  católi- 
3,  ca  ,  apostólica  ,  romana  ,  sin  permitir  otra  alguna  en  el  reynoj 
3,  que  guardaré  la  Constitución  de  la  Monarquía  española  ,  y  qu^ 
,3  seré  fiel  y  obediente  al  Rey.  Así  Dios  me  ayude.'* 

CAPITULO  V. 

De  la  dotación  dé  la  familia  real, 

ART,  2 1 3. 

Las  Cortes  señalarán  al  Rey  la  dotación  anual  de  tu  casa  ,  que- 
sea correspondiente  á  la  alta  dignidad  de  &w  persona. 

ART.     214. 

Pertenecen  al  Rey  todos  los  palacios  reales  que  han  disfrutad^^ 
sus  predecesores,  y  las  Cortes  señalarán  los  terrenos  ,  que  tengan 
por  conveniente  reservar  para  el  recreo  de  su  persona. 


á",:  .'j   ^  ART.  21 5. 

Al  Príncipe  de  Asturias  desde  el  dia  de  su  aacimieuto  3  y  éi  Ida- 


L5*J 

Infantes  é  Infantas  áesde  que  cumplan  siete  años  Je  ec^ad^  se  asignará 
por  las  Cói'tes  para  sus  alimentos  la  cantidad  anual  correspondiente 
á  su  respectiva  dignidad.  S         5     J  ^J    r    uh:  .     , 

ARTJ.  21^.         fmímn\{  hb  oP;íf.í:>y'^  f^d:> 
A  las  Infantas  para  quando  casaren  señalarán  las  Cortes  la  canti- 
dad que  estimen  en  calidad  de  dote;  y  entregada  esta,  cesarán  los 
alimentos  anuales.  :ííj«!»v^l  €>fltf '  *'  <i\i 

ART.  2 1 "7.  v'?^.,;.-  :    ..  -.  't 

A  los  Infantes  si  casaren  dentro  de  España,  «e  les  «ontlnuaráa 
los  alimentos  que  les  estén  asignados;  y  si  casaren  fuera ,  cesaián  los 
alimentos,  y  se  les  entrégala  por  una  y^ez  la  cantidad  que  las  Cortes 
señalen.;  •  í»j 

ART.    218.  "-    -^'^ 

JJas  Cortes  .señalarán  los  alimentosy  que  ha^'an  de  darse  á  laRey- 
na  viuda. 

ATvT.   219. 
Los  sueldos  de  los  individuos  de  la  Regencia  Se  tomarán  de  la  do- 
tación señalada  á  la  casa  del  Rey.  . . .  lí  f  n( 

ART.  -220. 

X/a  dotación  de  la  casa  del  Rey  y  los  alimentos  de  su  familia,  do 
que  hablan  los  artículos  precedentes  ,  se  señalarán  por  las  Cortes 
«d ^principio  de  cada  reynado  ,  y   no  «e  podrán  alterar  durante  él. 

ART.  221.  \-% 

Todas  estas  asignaciones  son  de  cuenta  de  la  tesorería  nacional, 
por  la  que  serán  satisfeclias  al  administrador  que  el  Rey  nembrare, 
con  él  qual  «e  entenderán  las  acciones  activas  y  pasivas ,  que  por  ra- 
zón de  intereses  puedan  promoverse. 

,.HÍ?»   r.^-:r.^  CAPITULO  YJ.:-^f^Tj.  «^  -cA 

•**  Délos  Secretarios  de  Estado  y  del  DespacTiOm 

ART.   222.  ^v'JiVil     . 

-r—   Xos  Secretarios  del  Despacho  serán  ocho;  á  saber:.  ' 

El  Secretario  del  Despacho  de  Estado. 
— -  'El  Secretario  del  Despacho  de  la  Gobernación  del  ReyoG* 

El  Secretario  del  Despacho  de  Gracia  y  Justicia. 

El  Secretario  del  Despacho  de  -Hacienda. 

El  Secretario  del  Despacho  de  Guerra.       t      ^  ,  r* 

El  Secretario  del  Despacho  de  Marina. 

Y  dos  Secretarios  del  Despacho  universal  de  ultramar ,  uno  para 
los  negocios  de  la  América  septentrional  y  sus  islas,  y  otro  para  los 
de  la  Ame'rica  meridional ,  sus  islas  y  las  provincias  de  Asia  ,  en- 
tendiéndose este  arreglo  de  dos  Secretarioá  del  Despacho  universal 
de  ultramar  con  la  calidad  de  por  ahora  ;  pues  las  Cortes  sucesivas 
harán  en  esto  la  variación  ,  que  la  experiencia  ó  las  circunstancias 
exijan. 

ART.  223. 

Por  un  reglamento  particular  aprobado  por  las  Cortes  se  seña- 
larán á  cada  secretaría  los  negocios  que  deban  perteneceríe. 
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AB.T.     224. 

-  Tod^s  las  órdenes  del  Rey  deberán  ir  firmadas  por  el  Secretario 
del  Despacho  del  ramo  á  que  el  asunto  corresponda.  Ningún  tribunal 
ni  persona  pública  dará  cumplimiento  á  la  orden  que  carezca  de  este 
requisito* 

ART.    225. 

Los  Secretarios  del  Despacbo  serán  responsables  á  las  Cortes  da 
las  órdenes  que  autoricen  contra  la  Constitución  ó  las  leyes ,  sin  que 
les  sirva  de  excusa  haberlo  mandado-  el  Rey. 

ART,    225. 

Los  Secretarlos  del  Despacho  formarán  los  presupuestos  anuales- ^ 

de  los  gastos  dé  la  administración  pública  ,  que  se  estime  deban  ha- 
cerse por  su  respectivo  ramo  y  y  i^endirán  cuentas  de  los  que  se  hu'- 
Lieren  hecho ,  en  el  modo  que  se  expresará» 

ART.    227. 

Quando  las-  Cortes  Gre3reren'  llegado  el  cas0  dé  hacer  efectiTa  la   

responsabilidad  de  alguno  de  los  Secretarios  del  Despacho  ,  decreta- 
rán ante  todas  cosas ,  si  ha  ó  no  lugar  á  la  acusación. 

ART.     228.' 

Dado  este  decreto  remitirán  ó  harán  remitir  las  Cortes  al  Tribunal 
Supremo  de  Justicia  todos  los  documentos  concernientes  á  la  causa  que 
Laya  de  formarse  por  el  mismo  tribunal ,  quien  la  substanciará  y  de- 
cidirá con  arregle  á  las  leyes.-. 

ART.   22^. 
Las  Cortes  señalarán  el  sueldo,  qpie  deban  gozar  los  Secretarios 
del  Despacho, 

CAPITULO  VIL. 

Jí'el  Consejo  d&  Estado»'. 

ART.   23  o.                                                  '^; 
Habri  un  Consejo  de  Estado,  compuesto-  de  quarenta  individuos. 

ART.  23i. 
Sstos  serán  precisamente  en  la  forma  siguiente;  á  saber:  quatro — . 
eclesiásticos,  y  no  mas,  constituidos  en  dignidad,  de  los  quales  dos 
serán  obispos  :  quatro  grandes  de  España  3  y  no  mas  ,  adornados  de 
las  virtudes,  talento  y  conocimientos  necesarios;  y  los  restantes  se- 
rán tomados  de  los  sugetos  que  sirvan  ó  hayan  servido  en  las  carre- 
ras diplomática,  militar,  económica  y  de  magistratura,  y  que  se  ha- 
yan distinguido  por  su  talento  ,  instrucción  y  servicios.  Las  Cortes 
no  podrán  proponer  para  estas  plazas  á  ningún  individuo  que  sea  di- 
putado de  Cortes  al  tiempo  de  hacerse  la  elección.  De  los  individuos 
del  Consejo  de  Estado  doce  á  lo  meaos  serán  de  las  proYÍncias  ds^.ul- 
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AB.T.    25  2. 

•  Todos  los  consejeros  de  Estado  serán  nombrados  por  el  Rey  á  pro- 
puesta de  las  Cortes. 

ART.    233. 

Para  la  formación  de  este  Consejo  se  dispondrá  en  las  Cortes^ 
Comprometie'ndose  estas  en  una  comisión  de  doce  diputados ,  una  lista 
triple  de  todas  las  clases  referidas  en  la  proporción  indicada ;  de  la 
CTual  el  B.ey  elegirá  los  qiiaranta  individuos  que  han  de  componer  el 
Consejo  de  Estado;  tomando  los  eclesiásticos  de  la  lista  de  su  clase* 
los  grandes  de  la  suya ,  y  así  de  los  demás. 

ART.    234' 

^  I/as  Cortes  tendrán  siempre  completa  esta  lista ,  llenando  el  hue-^ 

co  que  resulte  por  haberse  provisto  alguna  plaza,  6  faltado  alguno  d« 

'"^os  comprebendidos  en  la  lista.  ........,-    - 

ART.  235. 
El  consejo  de  Estado  es  el  consejo  del  Rey ,  qne^  oirá  su  dicta- 
men en  los  asuntos  graves  ,  señaladamente  para  dar  ó  negar  la  san- 
ción á.  las  leyes  ,  declarar  la  guerra  ,  y  hacer  los  tratados.       ...  ^    s 

ART.  23^. 

Pertenecerá  á  este  Consejo  hacer  al  Rey  la  propuesta  por  ternas 
■para  la  presentación  de  todos  los  beneficios  eclesiásticos,  y  para  la  pro- 
visión de  las  plazas  de  judicatura. 

ART.  237. 

El  Rey  formará  un  reglamento  para  el  gobierno  del  Consejo  át 
Estado  ,  oyendo  previamente  al  mismo  ;  y  se  presentará  á  las  Cor- 
tes para  su  aprobación.  _;    ^     ^},,^f,,¿|^^,^itóO  id.T 

ART.    200.  ^.  -.-    " 

Los  consejaros  de  Estado  no  podrán  ser  removidos  sm  causa  jus¿ 
tlficada  ante  el  Tribunal  Supremo  de  Justicia. 

,ART.  23^. 
Las  Cortes  señalarán  el  sueldo  que  deban  gozar  los  «onsejeros  de 
Estado  ,  entendiéndose   que  uo  disfrutarán  de  ninguno  los  eclesiásti- 
cos que  por  sus  dignidades   tenga»  residencia  ea  la  cartfi  ^  m  ios 

grandes. 

ART.  240.  ,  , 

Los  consejeros  de  Estado  al  tomar  posesión  de  sus  plazas ,  ha-= 
Tan  en  manos  del  Rey  juramento  de  guardar  la  Constitución  ,  ser  fie- 
les  al  Rev  ,  y  aconsejarle  lo  que  entendieren  ser  condoceote  al  biem 
de  la  Nación  ,  sin  mira  particular  ,  ni  interés  privado  —^^-f  ^^ 
^oz  Torrero  ,  Presidente  de  la  Comisión.  =  Agustm  de  Arguelles.  ^ 
Joaquin  Eernandez  de  Ley  va.  =1  Francisc^  de  Sales  Rodríguez  d^ 
k  Barcena.  ^  Vicente  Morabs  Duarez.  =  D..  Mañano  IVbndjGla— 
José  de  Espi-a.  =:  Pedro  María  Ric.  =  Alonso  Cañedo.  -_-  Francis- 
co  Gutiérrez  de  la  Haerta.  =:  Antonio  Oliveros.  -  Antomo  Joaqum 
Pérez.  =:  Andrés  de  Jáuregui.  :=: Evaristo  Pérez  de  Castro,  Secreta^ 
rio  de  la  Comisión, 
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CONTINUACIÓN  DEL  DISCURSO  PRBLIMI57AK. 


SEÑOR. 

La  Comisión  de  Constitución  vuelve  i  tomar  el  hilo  cíe  m  traBaío  com 
la  parte  mas  difícil  de  su  obra.   La  benigna  acogida  que  ha  hallado  la 
primera  en  el  Congreso  Nacional,  no  dexa  dcaairaarla  aU-un  tanto  nara 
que  no  desespere  de  encontrar  ahora  la  misma  indulgencia.  Hasta  a^uí 
quedan  sentadas  las  bases  en  que  reposa  el  suntuoso  edificio  de  la  liber 
tad  política  de  la  Nación.  Resta  ahora  asegurar  la  libertad  civil  de  lo* 
individuos  que  la  componen.  El  íntimo  enlace,  el  recíproco  apoyo  aue 
deb3  haber  en  toda  la  estructura  de  la  Constitución,  ^xig^  que  la  liber- 
tad civil  de  los  españoles  quede  no  menos  afianzada  en  la  ley  funda 
mental  d«l  estado,  que  lo  está  ya  la  libertad  política  de  los  ciudadanos 
La  conveniencia  púbhca,  la  estabilidad  de  las  instituciones  sociales  nc 
solo  pueden  permitir,  sino  que  exigen  muchas  veces  que   se  suspenda 
o  se  dismi:.uya  el  exercicio  de  la  libertad  política  de  los  individuos  ene 
lorman  una  Nación.  Pero  la  libertad  civil  es  incompatible  con  ninguna 
Restricción  que  no  sea  dirigida  á  determinada  persona  ,  en  virtud  de  n« 
JUICIO  intentada  y  terminado  según  la  ley  promulgada  ^on  anter"  oridad 
Asi  es  que  en  un  estado  libre  puede  haber  personas  qu.  por  ciVcun  t^^^^^^^ 
cías  particulares  no  concnrran  mediata  ó  inmediatamente  i  la  formación 
de  las  leyes  positivas  5  mas  estas  no  pueden  c.nocar  diferencia  n^.o^^ 
de  condiciones  ni  de  clases  entre  los  individuos  de  este  mismo  eS 
La  ley  ha  de  ser  una  para  todos;  y  en  .a  aplicación  no  ha  de  habe; 
acepciOB  de  perseuas.  nacer 

De  todas  las  institaciones  humanas  ningana  es  mas  sublime  b!  mo. 
digaa  de  adm.rac.oa  que  la  que  limita  en  los  hombres  la  libemd  ñaTa- 
ral,  sujeííndolos  al  suave  yago  de  la  Ijv.  A  su  vista  íñll! 
.guale,    y  la  ¡u,parciaHdad^co"u  que  se  cíferven  Ur  gk^tVoC."" 
be   serí  siempre  el  verdadero  criterio  para  conocer  si  ha  v  ó  no  fib.w   7 
C.V.1  en  nn  estado.  Por  lo  mismo,  ujde  los  prioc  pdiobí  tn    d     í 
Constitución  es  fixar  las  bases  de  la  potestad  judicial    n/.°„'    .     a     * 
mstracion  de  justicia  sea  en  todos  leseases  2ctivt  'proñuTfJ::''"^ 
Estoes,  que  en  los  juicios  civiles  el  que  litiga  con  derech '^K*^         .' 
pueda  estar  seguro  que  obtendrá  lo  qu.  soücU    ó  a„e  nn       J  ^'"'*-  *' 
do  de  su  propiedad!  ó  perjudicado  e?  us   Óteme,?"  en  l!:!'''?'''''- 
«..uales    convencido  el  delingüente.  que  nada  podrí s'lval  l"?  "" 
na  cond.gna  á  su  delito;  y  el  inoceute"  seguro  de  halla    euL  t^T 
los  mndios  de  triunfar  de  las  artes  ,  malicia  v  nn^.!  I  ^  •^°' 

la  Comisión,  Se«or,  si  no  íJ^'^tnTJ^lrltZ:^^-'- 
curso    presentaría  i  V.  M.  nuevos  testimom-os  de^la  sabTdTrh  v  nr„f 

.e..„  «o.ac.  '^^^s-^^^;^-:^':^^ 


a 
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personal  de  los  ciadadanos,  su  konor  y  su  propíeílad ,  sí  se  atiende  á  la 
aatigd^dad  de  su  establecimiento  ,  que  la  admirable  constitución  de  Ara- 
s;.m.  La  sublime  institacioa  del  Justicia  mayor,  y  el  mcdo  de  instruir 
el  proceso  criminal,  seráa  siempre  el  objeto  de  la  admiración  de  los  sa- 
bios ,  del  anuíí!®  de  los  hombres  de  bien ,  y  del  ardiente  deseo  de  los 
que  aman  de  corazón  la  )ib:rtad  nacional.  Diferentes  leyes  criminales 
tle  Cátalo  ña,  Navarra  y  G  astilla  son  igualmente  admirables  por  el  espi- 
rita de  humanidad  que  respiran  ,  por  la  exquisita  dilig-^ncia  con  qud 
Ijacen  v¿r  se  buscaba  por  nuestros  antig;Uos  legisladores  el  modo  de  ase- 
gurar la  recta  administración  de  justicia;  y  en  las  civiles  brilla  sobre- 
manera el  ingenio,  la  sagacidad,  y  aun  el  espíritu  de  sutileza  ,  así  de 
los  legisladores ,  como  de  los  comentadores  y  prácticos  que  las  explica- 
ron, iatroducleado  estos  en  el  fíiro  su  doctrina  á  la  par  de  las  mismas 
leyes ,  que  gano  en  no  pocos  casos  igual  y  aun  mayor  autoridad  con 
grave  perjaicio  de  la  claridad  y  uniíormidad,  que  debe  «er  el  distintivo 
de  una  sabia  legislación. 

No  se  detetidrá  la  Comisión  en  referir  las  causas  que  se  han  opuesta 
á  los  salalables  eRctos  de  estas  leyes  en  todos  los  rey  nos  de  España, 
porque  son  las  mismas. que  destruyeron  la  lib?írtad  política,  y  de  quo 
na  indicado  bastante  en  la  primera  parte  de  este  discurso.  Sin  embargo, 
DO  puede  menos  de  exponar  que  la  falta  de  enlace  y  uniformidad  de  los 
difireutes  códigos  de  nuestra  legislación ,  que  están  hoy  dia  en  obser- 
vancia,  demueátra  hasta  la  eviiencia  la  necesidad  de  establecer  un  sis- 
tema de  legislación ,  sin  el  qual  son  inútiles  ó  ineficaces  las  mejores  le- 
yes civiles  y  criminales.  Como  toca  á  la  Constitución  determinar  el  ca- 
rácter que  ha  de  tener  en  una  nación  el  Código  general  de  sus  leyes  po- 
sitivas, deben  establecerse  en  ella  los  principios  de  que  han  de  derivarse 
aquellas  y  qualesquiera  otras  disposiciones,  que  baxo  el  nombre  de  or- 
denanzas ó  reglamentos  hayan  de  dirigir  las  transacciones  [.úblicas  y  pri- 
vadas de  los  individuos  de  una  sarion  entre  sí ,  y  las  que  celebren  con 
lo3  subditos  de  otros  estados  con  quienes  puedan  entablar  comunicación. 
Estas  reglas  no  solo  han  de  servir  para  la  formación  de  nuevas  leyes, 
sino  para  dirigir  á  las  Cortes  ea  la  derogación  ó  reforma  de  las  que  sean, 
incompatibles  con  el  nuevo  sistema  planteado  por  la  Constitución. 

La  reforma  de  las  leyes  criminales  es  sobre  todo  muy  urgente;  por- 
que teniendo  por  objeto  las  acciones  en  que  pueden  interesarse  inmedia- 
tamente la  vida,  la  libertad  y  la  buena  reputación  de  las  personas,  to-» 
da  dilación  en  su  mejora  es  de  la  mas  grave  trascendencia ,  todo  error 
puede  acarrear  daños  irreparables.  De  aquí  se  sigue  que  el  arreglo  de  la 
potestad  judicial  en  toda  la  extensión  que  comprehende  la  administra- 
cien  de  justicia  en  lo  civil  y  criminal  exige  mucha  escrupulosidad  y  cir- 
Giinspeccion.  No  bastan  leyes  que  arreglen  los  derechos  entre  los  parti- 
culares ,  que  castiguen  los  delitos ,  y  protejan  la  inocencia;  es  necesario 
quQ  lo  que  disponen,  sea,  sí;gun  se  ha  dicho,  executado  irremisiblemen^ 
te  con  prontitud  é  imparcialidad. 

Dos.  grandes  escollos  son  los  que  hacen  peligrar  la  administración  de 
justicia  ,  según  el  orden  establecido  en  nuestra  jurisprudencia..  Escollos, 
que  no  es  posible  evitar  del  todo  mientras  las  luces  no  se  difundan,  y  en 
tM,nto  que  la  libre  discusión  do  las  m<^terias  políticas  na  ponga  á  la  Na-*, 


cíon  en  pstado  de  comparar  el  sistema  Judicial  de  ofras  naciones  con  elr 
que  se  observa  en  España.  Los  tribunales  colegiados ,  y  perpetuidad  de 
sus  jueces  ,  y  la  facultad  que  tienen  estos  de  calificar  por  sí  misinos  el 
hecho  sobre  que  han  de  fallar,  sujetan  sin  duda  alguna  á  los  que  rec-u-, 
man  las  leyes  al  duro  trance  de  hallarse  inucbas  veces  á  discreción  del 
juez  ó  tribunal.  La  Comisión  no  entrará  á  exíiniinar  las  razones  en  que. 
se  fundan  los  que  apoyan  é  impugnan  uno  y  o>ro  sistema.  Encargada 
por  V.  M.  de  arreglar  un  Proyecto  de  Constitución  para  restablecer  y 
mejorar  la  antigua  ley  fundamental  de  la  Monarquía,  se  ha  abstenido 
de  introducir  una  alteración  substancial  en  el  modo  de  administrar  la. 
justicia ,  convencida  de  que  reformas  de  esta  trascendencia  han  de  ser 
el  fruto  de  la  meditación,  del  examen  mas  prolixo  y  detenido,  único 
medio  de  preparar  la  opinión  pública  para  que  reciba  sin  violencia  las 
grandes  innovaciones.  Pero  al  mismo  tiempo  la  Comisión  ha  creido  que 
la  Constitución  debia  dexar  abierta  la  puerta  para  que  las  Cortes  suce- 
sivas, aprovechándose  de  la  experiencia,  del  adelantamiento,  que  ha 
de  ser  consiguiente  al  progreso  de  las  luees ,  puedan  hacer  las  mejoras 
que  estimen  oportunas  en  el  importantísimo  puato  de  administrar  la 
justicia. 

La  sabia  distribución  que  V.  M.  ha  hecho  del  exercinio  de  la  po- 
testad soberana  en  su  memorable  decreto  de  24  de  setiembre  ,  lia  í;tci- 
litado  á  la  Comisión  el  fixar  los  cánones  que  han  de  arreglar  en  ade- 
lante el  importantísimo  punto  de  la  potestad  judicial.  La  Camision, 
según  el  plan  que  se  ha  propuesto  ,  delega  esta  autoridad  á  los  tribuiia- 
les  ,  comprehendiendo  baxo  este  nombre,  no  solo  á  los  cuerpos  colegia- 
dos,  sino  también  á  los  jueces  ordinarios  ,  que  en  rigor  constituyeq 
tribunal ,  quando  acompañados  de  los  ministros  que  las  leyes  señalunj, 
exercen  el  ministerio  de  la  justicia. 

Para  que  la,  potestad  de  aplicar  las  leyes  á  los  casos  particulares 
no  pueda  convertirse  jamas  en  instrumento  de  tiranía  ,  se  separan  de 
tal  modo  las  funciones  de  juez  de  qualquiera  otro  acto  de  la  auto- 
ridad soberana ,  que  nunca  podrán  ni  las  Cortes  ni  el  Rey  exercerlaa 
baxo  ningún  pretexto.  Tal  Vf*z  podrá  convenir  en  circunstancias  muy 
apuradas  reunir  por  tiempo  limitado  la  potestad  legislativa  y  executi- 
va  ;  pero  en  el  momento  que  ambas  autoridades  ó  alguna  dé  ellas  reasu- 
miese la  autoridad  judicial,  desapareceria  para  siempre'  no  solo  la  li- 
bertad política  y  civil,  sino  hasta  aquella  sombra  de  seguridad  perso- 
nal ;  que  no  pueden  menos  de  establecer  los  mismos  tiranos  si  quieren 
conservarse  en  sus  estados.  Por  eso  se  prohibe  expresamente  que  pueda 
separarse  de  los  tribunales  el  conocimiento  de  las  causas  ,  y  ni  l^s  Cor- 
tes ni  el  Rey  podrán  avocarlas  ,  ni  mandar  abrir  nuevamente  los  juicios 
executoriados.  La  ley  sola  debe  s>ña)ar  el  remedio  para  subsanar  los 
perjuicios  que  puedan  seguirse  de  los  fallos  de  los  jueces.  Y  si  el  ciuda- 
dano se  viese  expuesto  cortio  hasta  aquí  á  ser  separado  del  tribunal 
competente,  ó  á  sufrir  todas  las  penalidades  de  un  litigio  indefinido,  per- 
deria  toda  confianza ,  y  solo  veria  en  las  leyes  un  lazo  tendido  á  su  do- 
cilidad ,  á  su  candor  y  buena  fe.  La  observancia  de  las  formalidades 
que  arreglan  el  proceso  es  tan  esencial ,  que  en  ellas  ha  de  estar  funda- 
do el   criterio  de  la  verdad,   y  que  en  el  instante  la  autoridad  so- 


terana  pnclíese  dispensarla  en  lo  mas  mínimo ,  no  solo  s©  comprometería 
el  acierto  en  las  sentencias ,  sino  que  la  desconfianza  se  apoderaría  del 
ánimo  de  los  que  pusiesen  sn  vida  y  sus  intereses  en  manos  de  los  jue- 
ces, ó  magistrados. 

La  meditación  mas  profunda  apenas  es  bastante  i  explicar  el  ori- 
gen de  la  sohlíme  institución  de  los  jueces;  y  acaso  el  mayor  sacrificio 
que  pueden  hacer  los  hombres  está  en  sometarse  á  lo  que  decidan  sus 
¡guales  en  las  cosas  que  pueden  ser  mas  caras  y  esenciales  á  su  existen- 
cia ó  conservación.  E:>ta  reflexión  hace  ver  quanto  importa  que  los  jue- 
ces no  puedan  ser  distraídos  en  ningún  caso  de  las  augustas  funciones 
de  su  miuisterio.  Y  solo  la  lamentable  confusión  de  principios  á  que 
Labia  venido  á  parar  el  verdadero  estudio  de  la  Jurisprudencia ,  ó  las 
falsas  ideas  de  la  ambición ,  pudieron  presentar  como  propias  de  la  ma- 
gistratura otras  ocupaciones  que  no  íuesen  puramente  las  de  juzgar. 
ÜSTuestros  legisladores  no  desconocieron  tan  saludable  doctrina  ,  y  por 
eso  estaba  también  determinada  por  las  antiguas  leyes  de  Aragón  y 
de  Castilla  la  verdadera  autoridad  de  los  jueces  y  tribunales.  Esta  es 
preciso  que  se  extienda  á  hacer  que  se  lleven  á  efecto  sus  decisiones  pa- 
ra que  no  sean  ilusorias  ,  sin  que  por  eso  pueda  inüuir  de  uingun  modo 
en  la  suspensión  ó  retardo  de  su  execucion.  Qualquiera  facultad  en  es- 
ta parte  introduciría  en  los  tribunales  la  mas  funesta  arbitrariedad; 
Como  la  libertad  civil  desaparece  en  el  momento  en  que  nace  la  des* 
confianza ,  es  preciso  apartar  del  ánimo  de  los  subditos  de  un  estado  la 
idea  de  que  el  Gobierno  pueda  convertir  la  justicia^  en  instrumento 
de  venganza  ó  de  persecución;  así  se  prohibe  que  nadie  pueda  ser  juz- 
gado por  comisiones  especiales,  sino  por  el  tribunal  establecido  con 
autoridad  por  la  ley. 

La  Comisión  no  necesita  detenerse  á  demostrar  que  una  de  las  pna- 
cipales  causas  de  la  mala  administración  de  justicia  entre  nosotros  es 
el  fatal  abuso  de  los  fueros  privilegiados  introducido  para  ruina  de  la 
libertad  civil  y  oprobio  de  nuestra  antigua  y  sabia  Constitución.  El 
connicto  de  autoridades  que  había  llegado  á  establecerse  en  España  ea 
el  último  reynado,  de  tal  modo  habla  anulado  el  imperio  de  las  leye.v 
que  casi  parecía  un  sistema  pUinteado  para  asegurar  la  impunidad  de 
los  delito? .  Tul  vez  el  estudio  ectero  de  la  jurisprudeucía  ,  y  el  ar- 
tificioso método  del  foio  ,  no  ofrecían  á  los  jueces  y  oficiaos  de  jus- 
ticia  tantas  dificultades  como  el  solo  punto  de  las  competencias.  ¡Que 
subteríli2;ios  ,  que  dilaciones  ,  que  ingeniosas  arbitrariedades  no  presen- 
tan lo?  "fueros  particulares  á  los  litigantes  temerarios ,  i  los  jueces 
lentos  4  p'jco  delicados ,  á  los  ministros  de  justicia  que  quieran  poner 
á  lotero  el  cauíal  inmenso  de  su  cavilosa  sagacidad  1  La  sola  nomen- 
clatifra  y  discernimiento  de  los  fueros  privilegiados  exig-n  un  estudia 
particular  y  meditado.  La  justicia  ,  Señor ,  ha  de  ser  efctiva  y  pron- 
ta,  y  para  ello  su  curso  ha  de  estar  expedito.  Por  lo  mismo  la  Comi- 
sión reducá  á  uno  solo  el  fuero  ó  jurisdicción  ordinaria  en  los  negocios 
comunes ,  civiles  y  criminales.  Esta  g  an  reforma  bastará  por  sí  sola  á 
restablecer  el  respeto  debido  á  las  leyes  y  á  los  tribunales  ,  asegura- 
rá sobremanera  la  recta  administración  de  justicia  ,  y  acabará  de 
ilua  vez  con  la  monstruosa  institución  de  diversos  estados  dentro  de 


tÁ  mismo  Ksf ado ,  qae  f sentó  se  opone  i  la  amáa^  3e  sistema  en  la 
administración  ,  á  la  energía  del  Gobierno  ,  al  buen  orden  y  trancjni- 
lidad  d»?  la  Monarquía. 

La  Comisión  ha  «reído  al  mismo  tiempo  que  no  debía  hacerse  al- 
teración en  el  fuero  de  los  clérigos  hasta  que  las  dos  autoridades  civil 
Ír  *?clesiástica  arreglasen  este  punto  conforme  al  verdadero  espíritu  de 
a  disciplina  do  la  iglesia  española  ,  y  á  lo  que?  ex'lgeel  bien  general  del 
reyno  ;  no  obstante  que  en  el  Fuero  Juzgo  era  desconocida  la  exención 
de  litigar  y  ser  reconvenidos  ó  acusados  los  eclasiírsticos^  en  los  negocios 
GoiHunea  ,  civiles  y  criminales  ante  los  jueces  y  tribunal«s  ordínarios- 

Del  mismo  modo  ha  creído  indispensable  dexar  á  los  militares  aque- 
lía  parte  de  fuero  particular  que  sea  necesaria  para  conservar  la  disci- 
plina y  subordioacioH  de  las  tropas  en  el  exe'rcíto  y  armada.  Pero  también 
reconoce  que  solo  la  ordenanza  es  capaz  de  arreglar  este  panto  tan  ira- 
portante  ,  de  modo  que  se  cosicilien  el  objeto  de  la  institución  militar, 
y  el  respeto  debido  á  las  leyes  y  á  las  autoridades.  El  soldado  es  un 
ciudadano  armado  solamente  para  la  defensa  de  su  patria  ,•  un  ciudada- 
no ,  que  suspendiendo  la  tranquila  é  inocente  ocupación  de  la  vida  ci- 
yil  ,  va  á  proteger  y  conservar  con  las  armas  ,  quando  es  llamado  por 
la  ley,  el  orden  público  en  lo  interior ,  y  hacer  respetar  la  Nación 
siempre  que  los  enemigos  de  afuera  intenten  invadirla  ú  ofenderla. 

Como  la  integridad  de  los  jueces  es  el  requisito  mas  esencial  para 
el  buen  desempeño  de  su  cargo  ,  es  preciso  asegurar  en  ellos  esta  virtud 

Í)or  quantos  medios  sean  imaginables.  So  inimo  debe  estar  á  cubierto  do 
as  impresiones  que  pueda  producir  hasta  el  remoto  rpzelo  de  una  sepa- 
ración violenta.  Y  ni  el  desagrado  del  Monarca  ,  ni  el  r*»sentimieüto  do 
un  ministro  ,  han  de  poder  alterar  en  lo  mas  mínimo  la  inexorable  rec- 
titud del  juez  ó  magistrado.  Para  ello  nada  es  mas  á  prop¿5sÍto  que  el 
C[ue  la  duración  de  su  cargo  dependa  absolutamente  de  su  conducta,  ca- 
lificada en  su  caso  por  la  publicidad  de  un  juicio.  Mas  la  misma  seguri- 
dad que  adquieren  los  jueces  en  la  nueva  Constitución  ,  exige  que  su  res- 
ponsabilida:t  sea  efectiva  en  todos  los  casos  en  que  abuse»  de  la  tremen- 
da autoridad  que  la  ley  les  confia  ;  y  la  Comisión  no  puede  menos  de 
llamar  con  este  motivo  la  atención  d»-l  Congjreso  hacia  la  urgente  nece- 
sidad de  establecer  con  claridad  y  discernimiento  por  medio  de  leyes 
particnlares  la  responsabilidad  de  los  jueces  ,  detrmman  io  expresamen- 
te las  penas  que  correspondan  á  los  delitos  que  puedan  cometer  en  el 
exercicío  de  su  ministerio.  Aunque  la  potestad  judicial  es  una  parte  dei 
exercicio  de  la  soberanía  delegada  inmediatamente  por  la  Constitución 
á  los  tribunales  ,  es  necesario  que  el  Rey  ,  como  encarí^aflo  de  la  exe— 
cucion  de  las  leyes  en  todos  sns  efectos ,  pueda  velar  sobr.i  su  observan^ 
cia  y  aplicación.  El  poder  de  que  está  revestido  ,  y  la  absoluta  separa- 
ción é  independencia  de  los  jueces,  al  paso  que  forman  la  sublime  teoría 
die  la  institución  judicial ,  producen  el  maravilloso  efecto  do  que  sean 
•obedecidas  y  respetadas  las  decisiones  de  los  tribunales  ,  y  por  e^o  sus 
executorias  y  provisiones  deben  publicarse  á  nombro  de]  R^y,  conside- 
rándole en  este  caso  como  el  primer  magistrado  de  la  Nación. 

La  ií^ualdad  de  derechos  proclamada  en  la  primera  part<?  de  la  Cons- 
titución en  favor  de  todos  los  naturales  originarios  de  la  Monarquía ,  la 

3 


uniformidad  d«  principios  adoptada  por  V.  M.  en  toda  la  extensión  del 
vasto  sistema  que  se  ha  propuesto  ,  exigen  que  el  código  universal  da 
^leyes  positivas  sea  uno  n^ismo  para  toda  ía  Nación  :  debiendo  entender- 
se qae  ios  principios  ganerales  sobre  qae  ban  de  estar  fundadas  las  le- 
y  's  civiles  y  de  comercio  ,  do  puedáo  estorbar  ciertas  modificaciones 
que  babrán  de  requerir  n^C'^sariam'ínte  la  diferencia  de  tantos  climas 
camo  CQraprebende  la  inmensa  extensión  del  Inp  rio  español ,  y  la  pro- 
digiosa variedad  de  su»  territorios  y  produ  ícionis.  El  espíritu  d*  libera- 
lidad ,  de  beneficencia  y  de  justificación  ,  ba  de  ser  el  principio  cousti- 
tutivo  de  las  leyes  españolas.  Li  diferencia  ,  pues  ,  no  podrá  recaer  en 
ningún  caso  en  la  parte  es-íncial  de  la  legislación.  Y  esta  máxima  tan 
cierta  y  tan  reconocida  no  podrá  menos  de  asegurar  para  en  adelante 
laqniformiLÍad  del  có:^igo  universal  de  las  Empañas, 

D  llegada  por  la  Constitución  á  los  tribunales  la  potestad  de  aplicar 
las  leyes,  es  indisppusable  establecer,  para  que  baya  sistema,  un  cen- 
tro de  autoridad  en  qu3  vengan  á  reunirse  todas  las  ramificaciones  de 
la  potestad  judicial.  Por  lo  mismo  se  establece  en  la  corte  un  supremo 
tribunal  de  Ju  ticia  que  constituirá  este  centro  común.  Su  principal  atri- 
buto d  b.í  ser  el  de  la  insp  xcion  suprema  sobre  todos  los  jueces  y  tri- 
bunales encargados  de  la  administración  de  justicia, 

Al  paso  que  sus  facultades  no  deben  estorbar  el  libre  desempeño  d© 
las  funciones  d^  aqur-Uoi  ,  ba  d?  estar  autorizado  para  vigilar  la  escru- 
pulosa observancia  que  hagan  de  las  leyes ,  como  también  juzgar  por 
sí  mismo  las  caucas  que  versen  sobre  bacer  efectiva  la  responsabilidad 
de  los  jueces  y  magistrados  superiores  en  los  ca&os  determinados  por 
la  ley.  El  principio  que  ha  guiado  á  la  C^ímision  á  establecer  este  siste- 
ma ,  exige  que  el  tribunal  supremo  de  Justicia  conozca  de  los  juicjos 
y  causas  instauradas  en  las  provincias  en  el  solo  caso  de  nulidad  come- 
tida en  la  tercera  instancia.  Su  conocimiento  ha  de  limitarse  á  si  se  han 
observado  ó  no  las  leyes  que  arreglan  el  proceso  ,  debiendo  abstenerse 
de  intervenir  en  lo  substancial  de  la  causa  ,  que  habrá  de  remitirse  al  tri- 
bunal competente  para  que  execute  lo  que  baja  lugar.  El  recurso  de 
puüdad  ,  y  el  jui@io  de  responsabilidad  qu-í  en  su  conseqüencia  puede 
originarie  en  el  tribunal  supremo  de  Justicia  ,  asegurará  el  zelo  y  jus- 
tificación de  los  tribunales  superiores  de  Provincia,  que  no  podrán  me- 
1303  de  mirar  con  respeto  una  autoridad  suprema  ,  ante  la  qual  habrán 
í*e  responder  de  las  faltas  ó  delitos  que  cometieren.  La  inmediación  al 
Qobierno  á¿\  supremo  tribunal  de  Justicia,  la  dignidad  y  circunstan- 
cias de  los  principales  empleados,  persuaden  la  necesidad  de  que  entien- 
da en  las  causas  criminales  que  se  promovi^^ren  contra  ellos  ,  como  asi- 
mismo de  la  residencia  de  los  demás  empleados  públicos  que  estuvie- 
ren sujetos  á  ella  por  las  l*»yes  ,  de  los  recursos  de  fuerza  de  los  tribu- 
nal s  eclesiásticos  superiores  de  la  corte  ,  é  igualmente  de  todo  lo  rela- 
tivo al  real  patronato  siempre  que  sea  de  naturaleza  contenciosa.  Las 
demás  facultades  que  se  U  señalan ,  d^b^n  considerarse  como  atributo, 
propio  de  un  tribunal  supremo  ,  y  centro  de  la  autoridad  JudicíaK 

La  G  jmision  establece  qu>í  todas  las  causas  asi  civiles  ,  como,  crimi- 
nales,  hayan  de  terminarse  dentro  del  territorio  de  cada  Audiencia.  Con 
QSte  motivo  cree  necesario  hacer  presente  las  razones  en  que  funda  sa 
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sistema ,  para  que  así  queden  justificadas  las  alteraciones  que  resulten  d» 
esta  innovación. 

La  Comisión  ha  mirado  como  uno  de  los  majorps  perjuicios  que  pne- 
dea  experimentar  los  individuos  de  una  nación  ,  el  que  se  les  obligue 
á  acudir  á  largas  distancias  para  obtener  justicia  en  los  negocios  que 
les  ocurran  así  civiles  como  criminales.  Es  imponderable  la  desigualdad 
que  resulta  entre  las  personas  poderosas  por  sus  riquezas  y  valimiento, 
y  las  que  carecen  de  esta  ventaja,  que  por  desgracia  siempre  son  ea 
mayor  número,  quando  es  necesario  apelar  con  recursos  extraordina- 
rios á  tribunales  establecidos  fuera  déla  provincia.  Oüras  circunstancias, 
^ue  aunqu.-  de  igual  trascendencia  no  aparecen  sino  en  el  momento  de 
interponer  l©s  recursos  extraordinarios  ,  ni  pueden  ser  bien  conocidos 
sino  de  las  personas  que  á  su  pesar  ,  y  en  grave  perjuicio  de  sus  intere* 
ses  tienen  que  renunciar  á  aquel  remedio  >  aumentan  grandemente  aque- 
lla desventaja. 

La  celeridad  en  la  formación  de  los  procesos  ,  y  terminación  dd 
ellos  en  todas  sus  instancias  ,  la  facilidad  de  asegurar  las  pruebas  ,  do 
aclarar  las  dudas  ,  de  reponer  los  vicios  ,  de  deshacer  las  equivocacio- 
nes que  hayan  podido  introducirse  en  el  origen  y  progreso  de  las  cau- 
sas ,  han  sido  para  la  Comisión  razones  de  mucho  peso  para  que  dexaso 
de  adoptar  el  único  remedio  que  puede  cortar  de  raiz  tan  graves  males. 
La  primera  alteración  que  resulta  de  este  sistema  es  la  supresión  de 
tolos  los  casos  de  corte.  Si  se  examina  con  atención  el  origen  de  este 
privilegio  ,  no  puede  menos  de  hallarse  que  el  principal  motivo  de  su 
establecimiento  fué  muy  laudable.  El  poderoso  inñaxo  de  los  señores 
territoriales  ,  de  las  jurisdicciones  exentas  ,  y  el  riesgo  de  ser  atropella- 
das las  personas  desvalidas  por  su  edad  ,  ú  otras  ciriunsfancius,  siempre 
que  tuviesen  que  litigar  con  tan  temibles  adversarios  ante  los  jueces  ó 
alcaldes  ordinarios  ,  hizo  indispensable  que  se  las  protegiese  ,  concedién- 
doseles el  derecho  de  no  poder  ser  reconvenida?  sino  en  los  tribunales 
superiores.  La  liberalidad  de  los  reyes  ,  la  ambición  y  vanidad  de  cuer- 
pos y  particulares ,  hizo  extensivo  este  privilegio  á  los  que  no  necesita- 
ban de  aquella  protección. 

La  nueva  ley  fundamental  que  se  establece  sentando  por  principio 
la  igualdad  legal  de  los  españoles  ,  la  imparcial  protección  que  i  todos 
dispensa  la  í^onstitucion  ,  y  los  m.»dios  que  sanciona  para  afianzar  la 
observancia  de  las  leyes  ,  hace  inútil  é  inoportuno  el  privilegio  de  caso 
de  corte.  Las  reformas  ultfriorei  que  se  harán  en  el  código  civil  y  cri- 
minal, llevarán  al  cabo  la  importante  obra  de  perfeccionar  la  Itgislacion, 
con  lo  qual  se  experimentarán  todas  las  ventajas  que  presenta  esta  parte 
del  Proyecto. 

Instaurándose  ,  pues  ,  la  primera  instancia  de  to  las  las  causas  .íví- 
les  y  criminales  ,  sin  distinción  alguna  en  los  juzgados  ordinarios  ,  es 
consiguiente  que  se  fenezcan  todas  en  la  audiencia  de  la  provincia, 
adoptando  el  principio  tan  recomendad©  por  nuestras  leyes  de  que  todos 
los  jui.'ios  se  den  por  terminados  con  tres  sentencias.  Esta  disposición 
altera  el  orden  establecido  por  la  célebre  ley  de  S  ^ovía  en  el  recurso 
conocido  con  el  nombre  de  segunda  suplicación.  E>  bien  sabido  que  el 
motivo  principal  por  que  se  introduxo  fué  el  uo  haberse  acostumbrado 
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antes  del  reynado  de  D.  Jusn  el  primero  admitir  tercera  instancia  de  los 
plejíos  que  comenzaban  ante  los  oidores  ó  en  el  Consejo.   Pareció  en- 
tonces conveniente  establecer  este  recurso,  que  es  peculiar  de  España    v 
el  qual  se  interpone  á  la  persona  misma  del  Rey  ,  limitándole  solo  á  las 
causas  ,  cuya  quantía  asciende  á  tres  mil  doblas  en  propiedad  _,  y  seis 
mil  en  posesión.   El  sistema  de  la  Comisión  solo  altera  el  orden ;  pues, 
«uprimidos  los  casos  de  corte ,  puede  haber  lugar  en  sa  caso  á  este  re- 
curso en  las  audiencias  respectivas ,  en  donde  se  puede  observar  todo 
lo  prevenido  por  la  ley  de  Segovia ,  y  demás  que  se  han  promulgado 
después  en  la  materia  ,  ó  hacer  en  este  punto  las  alteraciones  que  parez- 
can convenientes.    Hay  otro  recurso  extraordinario ,  que  d<»be   quedar 
suprimido ,  tanto  por  el  abuso  que  se  ba  hecho  de  él  en  muchas  ocasio- 
nes ,  como  porque  se  halla  en  realidad  refundido  en  el  de  nuL'dad ,  que 
ihabrá  de  interponerse  ante  el  tribunal  supremo  de  Justicia.    La  comi- 
aion  ,  Señor  ,  habla  del  recurso  de  inju&ticia  notoria  ,  de  incierto  eri- 
gen ,  y  verdaderame^nte  perjudicial  en  todos  tiempos  por  haberse  llega- 
do á  admitir  en  muí  has  ocasiones  en  todos  los  casos  en  que  se  intentaba, 
como  se  ve  por  la  consulta  del  consejo  B.eal  de  8  de  febrero  de   1700. 
El  auto  acordado  de  17  del  mismo  mes  y  año  dio  nu^  va  forma  á  este 
jrecurso ,  admitiéndole  en  los  casos  en  que  no  tuviese  lugar  la  segunda 
suplicación.    El  principado  de  Cataluña  no  comenzó  á  usarle  hasta  el 
año  de  1740.   "El  reyno  de  Navarra  le  ha  resistido  constantemente  ;  y 
á  ia  verdad  la  vari^ídad  de  opiniones  sobre  loa  casos  en  que  debe  ad- 
mitirse ,  la  ineficacia  del  depósito  qu«  se  exige  de  los  liriganfees   para 
coatener  su  temeridad  en  interponerle  ,  demuestran  hasta  la  evidencia 
que  es  ptrjudicial ,  y  que  el  recurso  extraordinario  de  nulidad  ,  ideado 
por  la  Cf.mision  ,  comprehende  todas  las  ventt-jjas  que  pueden  apetecéis», 
sin  que  esté  expuesto  á  los  inconvenientes  del  recurso  de  injuiticia  no- 
toria.  Leyes  particulares  podrin  arreglar  el  recurso  de  nulidad  con  to- 
da la  períection  de  que  es  suscef/tible  ,  adaptándose  en  sus  disposiciones 
á  la  base  que  sienta  la  Constitución. 

Establecido  ya  que  todas  las  causas  civiles  y  criminales  hayan  de 
terminarse  dentro  del  territorio  de  las  audiencias  ,  es  indispensable  ase- 
gurar el  acierto  y  justificación  de  sus  decisiones.  Y  así  se  dispone  ,  que 
los  jueces  qu?  hayan  fallado  en  la  segunda  instancia  no  podrán  asistir  í 
la  vista  dtl  mismo  pleyto  en  la  tercera.  A  la  Constitución  solo  corres- 
ponde sentar  esta  base.  Leyes  y  reglamentos  especiales  serán  los  que 
faciliten  la  organización  de  los  tribunales  confoime  á  este  principio. 

La  división  del  territorio  de  la  Monarquía  ,  indicaT'a  en  el  artícu- 
lo 12,  se  hace  cada  vez  mas  necesaria  para  que  pu  da  tener  su  efecto  ío 
que  dispone  la  Constitucic  n  en  diferertt's  lugarts.  Entre  touas  las  razo- 
nes que  la  reclaman,  ninguna  con  mas  urgenoa  que  la  administración 
de  justicia.  ¿  Como  pueden  esperarla  los  pueblos  que  entre  A  cun  ulo 
de  dificultades  que  opone  nuestro  defecícofo  método  de  enjuiciar,  se 
encuentran  no  pocas  veces  con  el  insup  rabie  oLstáculo  f?c  haber  de 
acudir  á  tribunales  que  distan  tal  vez  s-Sf/rta  1  guas  ?  No  ,  Señor,  no 
espere  V.  M.  que  el  primero  y  mas  esencial  rarr<o  del  servicio  pubh'co 
pueda  llegar  á  desempeñarse  ,  sin  que  la  mano  poderosa  de  la  aníoridad 
soberana  acometa  la  grande  obra  de  restaurar  al  reyao ,  ;;brazando  i 
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un  mismo  tiempo  el  grandioso  sistema  de  !a  Constitución.  Las  dlfícultí- 
des  SQQ  innumerables  ,  las  circunstancias  parece  que  multiplican  !o8 
obstáculos.  Sm  embargo  ,  arrédrese  enhoraíauena  el  genio  mezquino  y 
limitado  de  un  ministro  ,  la  timidez  y  apocamiento  de  un  Gobierno  dé- 
bil ó  indolente  ;  mas  no  así  la  grandeza  y  extensión  de  miras  d«í  un  Coiip 
greso  que  tiene  la  gloria  incomparable  de  representar  á  la  Nación  el-' 
paiiola. 

La  Comisión  omite  por  tan  obvias  las  razones  de  las  demás  faculta- 
des atribuidas  á  los  tribunales  superiores  ó  audiencias  territoriales  ,  y 
pasa  á  indicar  el  método  que  establece  para  las  de  ultramar. 

Las  escandalosas  dilaeiones  que  se  advierten  en  causas  originadas  ,  6 
ventiladas  en  los  dif>írentes  juzgados  ó  tribunales  de  aquellas  provincias, 
con  motivo  de  las  apelaciones  y  recursos  interpuestos  ante  los  supremos 
consejos  de  la  Corte ,  las  intolerables  vexaciones  ,  los  crecidos  gastos, 
y  otros  innumerables  perjuicios  que  experimentan  los  naturales  y  habi- 
tantes de  aquellas  importantes  provincias  ,  preciso  es  que  tengan  ya  tér- 
mino. La  igualdad  de  derechos ,  la  de  protección  y  de  mejoras,  de- 
cretada por  el  Congreso  ,  deben  ya  realizarse  ;  y  la  administración  de 
justicia ,  fundada  en  los  filoséficos  y  liberales  principios  ,  consignados 
por  V.  M.  en  todos  los  decretos  que  tienen  por  objeto  la  felicidad  de 
aquellos  preciosos  paises  ,  comenzará  desde  luego  á  restañar  las  heridas 
que  el  rechazo  de  la  revolución  en  la  madre  patria  ,  unido  al  desorden 
y  arbitrariedad  del  anterior  Gobierno  ,  desgraciadamente  han  abierto 
en  algunas  provincias  de  la  España  de  ultramar. 

Para  estrechar  mas  y  mas  el  indisoluble  vínculo  qué  á^he  unirla? 
con  las  de  la  península',  se  establece  que  las  audiencias  de  ultramar ,  al 
jpaso  que  queden  expeditas  para  el  fenecimiento  de  las  causas  con  in- 
clusión del  recurso  de  nulidad ,  hayan  de  acudir  al  supremo  tribunal  de 
'Justicia  en  los  casos  que  convenga  hacer  efectiva  la  responsabilidad 
de  los  jueces  que  hubiesen  faltado  á  la  observancia  de  las  leyes  que  ar- 
reglen el  proceso  en  todo  género  de  causas  en  que  entendieren.  De!  mis- 
mo modo  remitirán  periódicamente  al  supremo  tribunal  de  Justicia  listas 
puntuales  de  todas  las  causas  que  ante  ellas  pendieren  ó  se  hubiesen  fe- 
necido ,  por  cuyo  medio  se  facilita  la  inspección  y  vigilancia  sobre  el 
fiel  desempeño  de  sus  funciones  ,  se  asegura  la  responsabilidad  de  sus 
magistrados  3  y  se  logra  el  importante  efecto  del  respeto  y  subordina- 
ción s}  centro  de  la  autoridad  suprema  judicial. 

Como  la  índole  de  nuestra  antigua  Constitución  se  conserva  casi  ía- 
alterable  en  la  sabia  y  popular  institución  de  los  jueces  ó  alcaldes  ele- 
gidos por  los  pueblos ,  y  como  nada  puede  inspirar  á  estos  mas  con- 
fianza que  el  que  nombren  por  sí  mismos  de  entre  sus  iguales  las  perso- 
nas que  hayan  de  terminar  sus  diferencias ,  la  Comisión  ha  creido  de- 
bia  ser  muy  circunspecta  en  el  arreglo  de  la  jurisdicción  ordinaria ,  de- 
positada casi  generalmente  por  nuestras  leyes  en  los  jueces  de  realengo 
y  señorío ,  cuyas  jurisdicciones  en  el  dia  felizmente  se  hallan  ya  incor- 
poradas en  una  sola.  No  obstante ,  la  necesidad  de  que  la  justicia  se  ad- 
ministre con  prontitud  y  uniformidad ,  y  lo  difícil  que  es  conseguirlo 
en  tanto  que  por  carga  concegil ,  y  no  por  ministerio  propio  de  su  ofi- 
eio  se  vean  los  vecinos  de  los  pueblos  obligados  á  entender  en  todos  los 
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ramos  de  la  adroinistracioa  de  Justicia  ,  han  movido  á  la  Comisión  á  s^e- 
neralízar  el  sistema  de  jaeces  letrados  para  la  primera  instancia  mien- 
tras permanezca  unida  en  unas  mismas  personas  la  facultad  de  caliScar 
el  hecho  y  aplicar  la  ley.  La  jurisdicción  ordinaria,  confiada  á  jueces 
elegidos  cada  afio ,  no  puede  menos  de  producir  en  la  finalización  de 
las  causas  ,  retardos,  injusticias  y  prevaricaciones  por  parte  de  los  jue- 
ces ,  á  quienes  será  muy  fácil  eludir  en  qualquier  caso  la  responsabili- 
dad. Los  negocios  particulares ,  y  ocupaciones  domésticas  de  los  veci- 
nos de  los  pueblos ,  que  resulten  elegidos  jueces  ó  alcaldes ,  distraeráo 
siempre  su  atención  en  perjuicio  de  la  adminiitracion  de  justicia ,  por  no 
hablar  ahora  de  los  inconvenientes  que  trae  á  las  partes  el  haber  de 
acudir  á  asesor ,  tal  vez  muy  distante  ,  ó  de  poca  confianza. 

Para  plantear  el  método  general  de  jueces  letrados  bien  conoce  la 
Comisión  que  debe  preceder  la  división  del  territorio  de  las  provin- 
cias entre  sí.  Esta  operación  y  la  de  arreglar  las  facultades  ,  así  de  les 
jueces  letrados  ,  como  de  los  alcaldes  de  los  pueblos,  no  corresponde 
á  la  ley  fundamectaK  Leyes  y  reglamentos  especiales  ordenarán  todos  es- 
tos puntos ,  y  las  Cortes  sucesivas  mas  favorecidas  de  las  circunstancias 
en  que  puedan  hallarse ,  que  lo  está  V.  M.  en  las  presentes ,  y  amcilia- 
das  por  la  buena  voluntad  y  energía  del  Gobierno  ,  allanarán  qimntas 
dificultades  puedan  presentarse.  Las  demás  facultades  y  obligaciones  que 
«e  expresan,  respecto  de  estos  jueces  ordinarios,  se  establecen  en  la  Cous* 
titucion  ,  no  solo  porque  debe  perfeccionarse  un  sistema  dirigido  princi- 
palmente á  la  pronta  y  recta  administración  de  justicia  ,  asegurando  de 
un  modo  infalible  la  responsabilidad  de  los  jueces  y  tribunales ,  sino 
también  porque  son  los  principios  fundamentales  en  que  deben  estribar 
quale^quiera  leyes  ó  reglamentos  que  convenga  formar  para  la  organi- 
;tacion  de  estos  juzgados. 

La  potestad  judicial  queda  del  todo  organizada  baxo  los  principios 
establecidos;  pero  al  mismo  tiempo  es  preciso  considerar  que  la  natu- 
raleza de  ciertos  negocios  ,  el  método  particular  que  conviene  al  fo- 
mento de  algunos  ramos  de  industria  ,  juntamente  con  los  reglamentos 
y  ordenanzas ,  que  mas  que  al  derecho  privado ,  pertenecen  al  derecho 
público  de  las  naciones  ,  pueden  exigir  tribunales  especiales  y  de  un 
arreglo  particular.  Los  consulados  ,  los  asuntos  de  presas ,  y  otros  in- 
cidentes de  mar  ,  las  juntas  ó  tribunales  de  Minería  en  América  ,  y  tal 
vez  el  complieado  y  vicioso  sistema  de  Rentas :  mientras  no  se  reforme 
desde  su  raiz  ,  podrán  requerir  una  excepción  de  la  regla  general  de 
tribunales.  La  naturaleza  variable  de  sus  negocios ,  es  la  que  ha  de  de- 
cidir si  deben  subsistir  ó  extinguirse ,  y  esto  nunca  puede  ser  objeta 
de  la  Constitución  ,  sino  de  leyes  particulares. 

A  la  ley  fundamental  no  solo  corresponde  arreglar  las  relaciones  da 
los  tribunales  entre  sí ,  sino  también  fixar  los  principios  á  que  debe» 
atenerse  los  jueces  en  la  administración  de  justicia ,  tocando  á  las  leyes 
positivas  determinar  las  reglas  para  formalizar  el  proceso ,  y  todos  los 
demás  actos  propios  del  exercicio  de  la  magistratura.  El  derecho  que 
tiene  todo  individuo  de  una  sociedad  de  terminar  sus  diferencias  por  me- 
dio de  jueces  arbitros  ,  está  fundado  en  el  incontrastable  principio  de  la 
libertad  natural.  Nuestra  antigua  Coastit ación,  y  nuestras  leyes  le  ha» 


recoDOcído  y  conservado  en  medio  de  las  vicisitudes  qne  han  paáTecr- 
do  desde  la  Monarquía  goda.  Y  el  espíritu  de  concordia  y  liberalidad 
que  hace  tan  respetable  la  institución  de  jueces  arbitros  >  persuade  quaa 
conveniente  sea  que  los  alcaldes  de  los  pueblos  exerzan  el  oficio  de  con- 
ciliadores en  los  asuntos  civiles  é  injurias  de  menor  momento  ,  para  pre- 
venir en  quanto  sea  posible  que  los  pleytos  se  originen  ó  se  multipliquen 
sin  causa  suficiente.  Las  reglas  que  han  de  observar  los  alcaldes  en  es- 
tos casos  ,  se  dirigen  á  evitar  que  esta  precaución  no  sea  ilusoria.  Le- 
yes doctrinales  >  solo  manifiestan  el  buen  deseo  del  legislador  ;  mas  \a, 
obra  queda  incompleta  si  la  ley  no  compreheude  dentro  de  ú  misma 
el  medio  de  asegurar  su  observancia. 

Como  todas  las  diferencias  en  asuntos  civiles  que  no  puedan  arreglar- 
se por  el  intermedio  de  arbitros  ó  conciliadores  han  de  llegar  á  ser 
examinadas  por  jueces  ó  tribunales ,  según  el  método  prevenido  en  las 
leyes  ,  es  preciso  fixar  un  término  al  progreso  de  las  causa?.  El  princi- 
pio que  establece  que  las  causas  civiles  deben  darse  por  fenecidas  co» 
tres  sentencias  de  tribunal  competente  ,  en  cuya  formación  no  haya  in- 
tervenido vicio  substancial ,  está  fundado  en  razones  muy  filosófica's.  Lo 
que  no  hayan  podido  recabar  en  tres  sucesivas  investigaciones  jueces 
diferentes  ,  guiados  por  determinados  trámites  hasta  formar  el  suficien- 
te criterio  legal  ,  no  es  de  presumir  que  lo  califiquen  con  mas  acierto' 
ulteriores  indagaciones  ;  y  si  el  espirita  de  desconfianza ,  ó  mas  bien' 
de  cavilación  ,  hallase  todavía  que  desear  después  de  tres  solemnes  re- 
soluciones >  no  sabe  la  Comisión  por  que  no  se  habria  de  establecer  un 
Í)roceder  indefinido.  Nuestras  leyes  civiles  han  mirado  como  irrevocable 
o  decidido  por  tres  sentencias^  y  solo  la  arbitrariedad  ,  el  desorden  y 
confusión  á  que  todo  habia  llegado  entre  nosotros  ,  pudo  haber  profa- 
nado doctrina  tan  santa  y  respetable. 

Si  la  administración  de  justicia  en  lo  civil  necesita  que  la  Constitu- 
ción siente  los  principios  que  han  de  ordenar  los  juicios  civiles,  ¿con 
quanta  mas  razón  no  exige  esto  en  lo  criminal  ?  La  naturaleza  de  las 
causas  criminales ,  como  ha  dicho  ya  la  Comisión  ,  reclama  con  prefe- 
rencia la  atención  y  sabiduría  del  legislador.  La  primera  diligencia  con 
qu3  se  anuncia  un  juicio  criminal ,  se  dirige  tal  vez  á  privar  á  un  ciu- 
dadano de  su  libertad.  La  pérdida  de  la  vida  y  de  la  reputación  le  sigue 
muy  de  cerca,  y  la  reparación  de  perjuicios  en  caso  de  error  ó  delito  de 
parte  de  los  jueces  no  está  reservada  al  poder  humano.  Vea  ahora  V.  M . 
si  el  quadro  que  ofrece  entre  nosotros  un  código  criminal ,  Heno  de  leye« 
promulgadas  por  la  ferocidad  y  barbarie  de  los  conquistadores  del  Nor- 
te, por  la  inquietud,  depravación  y  crueldad  de  los  emperadores  ro- 
manos ,  y  por  el  espíritu  guerrero  de  invasión  y  caballería  ,  que  dominó 
por  muchos  años  durante  la  irrupción  sarracena  ,  unido  al  sistema  de 
arbitrariedad  y  tiraníd,  introducido  por  reyes  extrangeros  contra  nues- 
tros antiguos  fueros  y  libertades  ,  y  á  despecho  de  la  integridad  y  fir- 
meza de  nuestros  jueces  y  magistrados  ,  si  este  quadro  ,  repite  la  Comr- 
sion  ,  clama  ó  no  porque  se  le  substituya  otro  que  represente  la  ima- 
gen de  dulzura  ,  de  liberalidad  y  beneficencia  que  coi  responde  á  la  ge- 
nerosidad y  grandeza  de  la  Nación  española.  La  Comisión,  Señor,  no 
cree  ser  injusta  ni  exagerada  en  lo  que  dice  y  ni  menos  inconsigoieutc 


por  lo  qae  ha  expuesto  antes  en  su  discurso.  Leyes  humanas ,  s',  muy 
humanas  y  filosóficas  aparecen  en  nuestros  códigos  para  gloria  de  sus 
autores ,  honra  y  loor  de  la  Nación  entera.  Pero  por  desgracia  tam- 
bién es  muy  cierto  que  se  hallan  desfiguradas  y  aun  injuriadas  por 
muchas  otras  que  no  han  sido  derogadas  todavía.  Su  inobservancia  solo 
es  debidí  al  espíritu  del  siglo  y  á  la  sabiduría  y  sentimientos  de 
humanidad  de  nuestros  magistrados  ,  que  en  este  caso  han  procurado 
desempeñar  su  ministerio  desentendiéndose  de  lo  prevenido  por  leyes 
incompatibles  con  la  mansedumbre  y  religiosidad  de  nuestras  cos- 
tumbres. 

Las  reglas  que  establece  la  Comisión  como  principios  que  han  de 
guiar  á  las  Cortes  sucesivas  en  la  fomacion  y  reforma  del  código 
criminal,  se  recomiendan  por  sí  mismas.  No  son  teorías  ni  seductoras 
ilusiones  de  filósofos  aislados  ó  novadores.  Muchas  de  ellas  están  sa- 
cadas de  las  leyes  criminales  de  Aragón  y  de  Castilla.  Otras  son  el  fru- 
to de  la  meditación  y  de  la  experiencia ,  usadas  no  solo  en  los  tribuna- 
les de  Grecia  y  Roma  ,  sobre  cuyos  principios  está  calcada,  por  mas  que 
quiera  disimularse ,  gran  parte  de  nuestra  jurisprudencia ,  sino  también 
por  naciones  felices  y  opulentas,  que  tienen  como  nosotros  la  misma  for- 
ma de  Gobierno  monárquico  moderado  ,  amantes  de  sus  instituciones,  y 
poco  amigas  de  novedades  peligrosas.  La  necesidad  de  prevenir  las  pri- 
siones arbitrarias ,  d»*  contener  el  escandaloso  abuso  de  los  arrestos  in- 
justos y  de  las  dilaciones  y  largas  en  la  formación  de  los  procesos  cri- 
minales ,  reclaman  con  urgencia  una  reforma  radical.  La  publicidad  do 
los  juicios ,  á  lo  menos  desde  la  conclusión  del  sumario  ,  la  efectiva  res- 
ponsabilidad de  los  jueces  y  demás  ministros  é  individuos  de  justicia, 
ieyes  que  arreglen  con  clari  Jad  y  precisión  los  trámites  del  proceso  ;  he 
aquí  los  principios  constitutivos  del  sistema  criminal ,  cuya  planta  ofre- 
ce la  Comisión. 

Se  abstiene  de  exponer  todas  las  razones  en  que  funda  los  artículos 
que  comprehende  esta  parte  de  su  obra.  Solo  indicará  algunos  de  los 
principios  en  que  se  apoyan  las  alteraciones  que  pueden  llamar  algún 
tanto  la  atención.  Tal  será  quizá  lo  que  establece ,  respecto  de  no 
exigir  juramento  al  reo   en  la  confesión  de  su  delito. 

La  Comisión  se  da  el  parabién  de  hallar  establecida  en  una  provin- 
cia de  España  la  innovación  que  propone.  El  juramento  con  que  pro- 
cura arrancarse  de  la  boca  del  reo  la  confesión  de  su  delito  no  se  exige 
en  el  principado  de  Catalana.  La  sabiduría  que  supone  esta  costumbre, 
hace  el  elogio  del  bgíslador  ó  tribunal  que  la  introduxo  ,  y  apenas  sé 
concibe  como  haya  dexado  de  generalizarse  en  un  pais  católico  la  re- 
ligiosa práctica  de  redimir  al  reo  de  un  conflicto,  en  que  tiene  tal 
vez  que  optar  entre  el  patíbulo  ó  el  perjurio.  El  intolerable  y  depra- 
vador abuso  de  privar  á  un  reo  de  su  propiedad ,  es  casi  simultáneo  en 
los  mas  de  los  casos  al  acto  del  arresto  ;  y  baxo  el  pretexto  especioso 
de  asegurar  el  modo  de  resarcir  daños  y  perjuicios ,  derechos  á  la  cá- 
mara del  Rey  ,  ó  acaso  por  otros  motivos  mas  ilegales  ó  injustos  ,  se 
comete  una  vexacion ,  cuyo  enorme  peso  recae,  no  ya  sobre  el  arres- 
tado, sino  sobre  su  inocente  familia,  que  desde  el  momento  del  seques - 
tro  empieza  á  pagar  la  pena  de  delitos  que  no  ha  cometido.  La  Co- 
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misión  tal  Vef  cr¿y6  que  cTeBia  proscribiríe  para  siempre  el'  emBargo  ie 
tienes ;  pero  p»ra  evitar  los  perjaicios  que  podrían  seguirse  de  una  regla 
demasiado  general ,  ha  preferido  fixar  el  principio  que  debe  seguir  la  ley 
qaando  liuiite  el  seqüestro  á  los  casos  y  á  las  cantidades  que  sean  ri^ 
garosamente  justas. 

Por  el  icismo  principio  de  ne  hacer  trascendental  al  inocente  la 
pena  de  los  delitos  de  otros  ^  se  prohibe  para  siempre  la  confiscación 
de  bienes. 

La  Comisión  dexa  insinuada)  en  otra  pártela  conTenieacia  que  re* 
sultaria.  de  perf<f^ccienar  la  administración  de  justicia  y  separando  las 
funciones  que  exercen  los  jaeces  en  fallar  á  Un  mismo  tiempo  sobre  el 
hecho  y  el  derecho.  Mas  al  paso  que  no  duda  que  algún  dia  se  establez-^ 
ca  euíre  nosotros  la  saludable  y  liberal  institución  de  que  los  cspafi oles 
puedan  terminar  sus  diferencias  por  jueces  elegidos  de  entre  sus  iguales, 
en  quienes  ao  tengan  que  temer  la  perpetuidad  de  sus  destinos  ,  el  es- 
píritu de  cuerpo  ¿e  tribunales  colegiados  ,  y  en  fin  el  nombramiento  del 
GoLierno,  cuyo  influxei  no  puede  menos  de  alejar  la  confianza  por  la 
poderosa  autoridad  de  que  está  revestido ,  reconoce  la  imposibilidad  de 
plantear  por  ahora  el  método  conocido  con  el  nombre  de  juicio  áeju-¡- 
radas.  JEste  admirable  sistema  ,  que  tantos  bienes  produce  en  Inglaterra, 
es  poco  conocido  en  España.  Su  modo  de  enjuiciar  es  del  tode  diferente 
del  que  se  usa  entre  nosotros ,  y  hacer  una  revolución  total  en  el  puntó 
mas  dificii ,  mas  trascendental  y  arriesgado  de  una  legislación ,  no  es 
obra  que  pn<?cia  emprenderse  entre  los  apuros  y  agitaciones  de  una 
convulsión  política.  ííi  el  espíritn  público,  ni  la  opinión  general  de 
la  Nación  pueden  estar  dispuestos  en  el  dia  para  recibir  sin  violencia 
lina  novedad  tan  substancial.  La  libertad  de  fa  imprenta  ,  la  libre  dis- 
cusión sobre  materias  de  gobierno  ,  la  circulación  de  obras  y  tratados 
de  derecho  público  y  jurisprudencia,  de  que  hasta  ahora  habia  care- 
cido Bspana,  serán  el  verdadero  y  proporcionado  Vehículo  que  lleve 
á  todas  las  part<*s  del  cuerpo  político  el  alimento  déla  ilustración,  asi- 
znüándo&e  al  estado  y  robastez  de  todos  susniiembros.  Por  tanto  la 
Comisión  ha  en  ido  que  en  vez  de  desagradar  á  unos  é  irritar  á  otros 
con  una  discusión  prematura ,  ó  acaso  impertinente,  debia  dexar  al  pro- 
greso natural  de  las  luces  el  establecimiento  de  un  sistema ,  que  solo 
puede  ser  útil  quando  sea  fruto  de  la  demostración  y  del  convencimien- 
to. Por  eso  dexa  á  las  Corles  sucesivas  la  facultad  de  hacer  en  est« 
punto  las  mejoras  que  crean  convenientes.  Mas  al  mismo  tiempo  no 
puede  menos  de  indicar  que  el  método  de  juzgar  "^qx  jurados  no  solo 
no  fué  desconocido  por  nuestras  antiguas  leyes  ,  como  se  ve  por  la  si- 
guiente cláusula  d''I  Pucro  Municipal  de  Ttledo  que  dice:  „  todos  sii» 
juicios  dellos  sean  juzgac'os  ,  según  el  Fuero  Juzgo ,  ante  diez  de  sos  me* 
jares,  é  mas  nobles,  é  mas  sabios  dellos ,  que  sean  siempre  con  el  al- 
calde de  la  ciudad  ;'*  siró  que  aun  hoy  dia  está  de  cierto  modo  en  prác- 
tica en  algunas  provincias  del  reyno.  En  la  isla  de  IvJza  y  Formen- 
tera  el  asesor  nombrado  por  el  Gobierno  no  puede  por  sí  solo  sen- 
tenciar pie  jto  alguno  sin  la  concuirencia  de  dos  ó  mas  hombres,  quo 
pueden  llegar  hasta  el  número  de  seis  ,  tomados  de  todos  estados. 
E¿tci  iastltucioD ,  aunque  nc  es  eo  rigor  ideática  en  todos  sos  trájziites 
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á  los  jurados  de  Inglaterra ,  está  indudablemente  fundada  sobre  los 
mismos  principios.  Y  la  insaculación  que  en  Ivíza  se  hace  de  un  número 
proporcionado  de  vecinos  para  sacar  de  entre  ellos  los  que  acompañan 
al  asesor  ,  y  los  que  con  el  título  de  prohorabr<*$  eligen  las  partes  para 
concurrir  con  el  juez  delegado  en  la  apelación,  el  qual  tajubien  ha  de 
ser  natural  y  vecino  del  pais  ,  no  dexa  duda  sobre  que  el  oiig^-o  de  este 
m^^odo ,  tan  liberal  y  justificado ,  viene  d»!  que  se  ob,  ervaba  en  Roma 
antes  de  la  tiranía  de  los  emperadores.  El  alhum  jiidicum  ^  Señor,  de 
donde  tomaban  los  ciudadanos  romanos  los  jueces  del  h  cho  ,  no  puede 
jSer  d*^3Conocido  de  ninguno  que  esté  medianamente  versado  en  la  ju- 
risprudencia antigua  de  Roma.  Por  lo  mismo  la  Comisión  se  cree  en 
el  caso  de  recomendar  esta  admirable  institución  de  una  proviticia 
del  reyno ,  para  que  el  Congreso  no  desconozca  un  método  que  tal 
vez   convendrá  algún  día  el  generalizarlo  á  todas  las   demás. 

Por  último.  Señor,  tolas  las  leyes  humanas,  aunque  s^an  dictadas 
con  la  mayor  sabiduría,  están  suj'itas  á  sufrir  la  irresistible  contradico 
cion  de  circunstancias  imprevistas.  Roma  ,  en  medio  del  imperio  da 
sus  leyes  y  del  religioso  respeto  á  sus  instituciones ,  acudia  muchas  ve- 
ces al  extraordinario  recurso  de  suspender  á  un  mismo  tiempo  todas 
las  leyes  de  la  república.  La  actual  situación  de  España  hace  ver  que 
puede  haber  momentos  en  que  la  suspendí  )n  de  una  ley  salve  el  es- 
tado ,  ó  su  observancia  comprometa  su  misma  libertad  é  independea- 
cia.  La  Coaii  ion  ,  Señor ,  ha  creido  necesario  que  la  Constitución  au- 
torice á  las  Cortes  ordiaarias  para  que  puedan ,  en  circunstancias  dt 
grande  apuro ,  y  quando  la  seguridad  del  estado  lo  exigiere,  suspen- 
der algunas  de  las  formalidades  que  deben  preceder  al  arresto  de  de- 
linqüentes  ó  personas  sospechosas  ;  porque  no  de  otro  modo  podría  frus* 
trarse  una  conspiración  tramada  contra  la  libertad  de  la  Nación.  Pero 
al  misrno  tiempo  cree  también  que  esta  suspensión  solo  puede  ser  útil 
por  tiempo  limitado  ;  y  así  las  Cortes  nunca  podrán  autorizar  al  Go- 
biernouá  que  abuse  de  una  facultad,  que  pudiera  convertirse  en  daño 
40  ellas  miomas  ,  ó  causar  la  ruina  del  Estado.  Por  esta  razón  el  suspen- 
der la  observancia  de  las  formalidades  ,  no  podrá  pasar  de  un  plazo  se- 
ñalado. 

La  Comisión,  Señor ,  interrumpe  de  nuevo  su  trabajo  para  que  el 
Congreso  pueda  examinar  esta  parte  en  tanto  que  concluye  lo  que 
falta  para  completar  la  Constitución. 

Cádiz  y  noviembre  6  de  1 8 1 1  .im  Di^gio  Muñoz  Torroro ,  pre- 
sidente de  la  Comisión. m^José  de  Espiga. mlMariano  Mendiola.^^An- 
tooio  Joaquín  Perez.ZZAntouio  Oliveros. mAndres  de  Jáuregui.Zi: Joa- 
quín Fernandez  de  Ley  va.HH  Agustín  de  ArgHelles.IZZFrancisca  de  Sales 
Roiriguez  de  la  Biicena.UlPedro  Maiia  Ric.nizAlonso  Cañedo.IZlVi- 
cente  Morales  y  Duarez.mFrancisco  Gutiérrez  de  la  Huerta.^^Evaristo 
Pérez  de  Castro  ¡  secretario  de  la  Comisión. 
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CAPITULO  L  ;:^ 

De    /(05     Tribunales^ 

La  potestad  de  aplicar  las  leyes  en  la»  causas  civiles,  y  cxU 
ramales  pertenece  exclusivamente  á  los  tribunales. 

ART.  242. 
Ni  las  Cortes  ni  e!  Rey  podrán  exercer  ert  ningún  caso.  las 
funciones  judiciales,  avocar  causas  pendientes,  ni  mandar  abrir 
los  juicios  fenecidos. 

ART.  243. 
Las  leyes  señalarán  el  orden  y  las  formalidades  del  proceso, 
y  ni  las  Cortes  ni  el  Ruy  podrán  dispensarlas. 

ART.    ^^^, 

Los  tribunales  no  podrán  exercer  otras  funciones;  que  las  de 
juzgar ,  y  hacer  que  se  execute  la  juzgado. 

ART.  245. 
lampoco  podrán  suspender  la  exocucion  de  las  Teves>ni  ha- 
cer reglamento  alguno  para  la  administracioií  de  justicia. 
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ART.    246. 

Ninfirun  español  podrá  ser  juzgculo  en  causas  civiles  ni  cri- 
minales por  ninguna  comisión ,  sino  por  el  tribunal  competente 
dcterminadp  con  aiiterioridad  por  la  lej. 

■       '  ART.^S47. 

^'5,  En  los  negocios  comunes,  civiles  y.  criminales  no  habrá  mas 
que  un  solo  fuero  para  toda  clase  de  personas. 

AUT.  248. 
Los  eclesiásticos  continuarán  gozando  del  fuero  de  su  estado 
en  los  términos  que  prescriben  las  leyes ,  ó  que  en  adelante  pres* 
cribieren. 

T/   ART.  249. 
Los  militares  gozarán  también  de  fuero  particular  en  los  de- 
litos que  se  oponen  á  la  disciplina ,  según  lo  determinare  la  oide- 
nanza. 

ART.  250. 
Para  ser  nombrado  magistrado  ó  juez  es  necesario  haber  na- 
cido en  el  territorio  español^y  ser  mayor  de  veinte  y  cinco  años. 
Las  demás  calidades  que  respectivamente  deban  tener  serán  de- 
terminadas por  las  leyes.     *  * , J  1 '!  \  ^1  /  ^ 

ART.   251. 

Los   magistrados  y  jueces   no  podrán  ser  depuestos  de  sus 

destinos ,  sean  temporales  ó  perpetuos  ,  sino  por  causii  legalniente 

probada  y  sentenciada,  ni  suspendidos  sinorpor  acusación  icgal- 

mente  intentada.  .a-jüíí^  ^ 

ART.  252. 
■Si  al  Rey  llegaren  quejas  contra  algún  magistrado ,  y  forma- 
do expediente  parecieren  fundadas,  podrá,  oído  él  consejo  de 
Estado,  suspenderle  ,  haciendo  pasar  inmediatamente  el  exjjedien- 
te  al  supremo  tribunal  de  Justicia  para  que  juzgue  con  arregl» 
á  las  leyes. 
O  -  ART.  253. 

Toda  falta  de  ebservancia  délas  leyes  que  arreglan  el  proces® 
en  lo  civil  y  en  lo  criminal ,  hace  responsables  personalmente  á 
Jos  jueces  que  la  cometieren. 

ART.  254. 
El  soborno ,  él  cohecho  y  la  prevaricación  de  los  jueces  pro- 
ducen acción  popular  contra  los  que  los  cometan. 
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ART.   255. 

lias  Cortes  señalarán  á  los  magistrados  y  jueces  una  dotación; 
competente. 

ART.  256. 

La  justicia  se  administrará  en  nombre  del  Rey,  y  las  execu- 
torias  y  provisiones  de  los  tribunales  superiores  se  encabezarán 
también  en  su  nombre. 

ART.  257. 

El  código  Civil,  el  Criminal  y  el  de  Comercio  serán  unos  mis- 
mos para  toda  la  Monarquía,  sin  perjuicio  de  las  variaciones  que 
por  particulares  circunstancias  podrán  hacer  las  Cortes.. 

ART.  258. 
Habrá  en  la  corte  im  tribunal ,  que  se  llamará  supremo  tribu- 
nal de  Justicia. 

ART.  259. 
Las  Cortes  determinarán  el  número  de  magistrados  que  han) 
de  componerle ,  y  las  salas  en  que  ha  de  distribuirse. 

ART.  ^60, 
Toca  á  este  supremo  Tribunal : 

L^  Dirimir  todas  las  competencias  de  las  Audiencias  entre  sí,. 
y  las  de  las  Audiencias  con  otros  tribunales  superiores  de  la  pe- 
nínsula é  islas  adyacentes. 

2.°  Juzgar  á  los  secretarios  de  Estado  y  del  Despacho  quan- 
do  las  Cortes  decretaren  haber  lugar  á  formación  de  causa. 

3.°  Conocer  de  todas  ias  causas  de  separación  y  suspensión  dé- 
los consejeros  de  Estado  y  de  los  magistrados  de  las  Audiencias.. 

4.°  Conocer  de  las  cansas  criminales  de  los  secretarios  de  Es- 
tado y  del  Despacho,  délos  consejeros  de  Estado  y  délos  ma- 
gistrados de  las  Audiencias,  perteneciendo  al  magistrado  político^ 
mas  autorizado  la  instrucción  del  proceso  para  remitirlo  á  este 
tribunal. 

5.°  Conocer  dé  todas  las  causas  criminales  que  se  promovierem 
contra  los  individuos  de  este  supremo  Tribunal. 

6.^  Conocer  de  la  residencia  de  todo  empleado  público  que 
esté  sujeto  á  ella  por  disposición  de  las  leyes. 

7°  Conocer  de  todos  los  asuntos  contenciosos  perteneciente^^ 
al  real  patronato. 

8.'^  Conocer  de  los  recursos  de  fuerza  de  todos  los  tribunales- 
ecle.siásticos  superiores  de  la  corte. 

9.**  Conocer  de  los  recursos  de  nulidad  que  se  interponganí 
contra  las  sentencias  dadas  en  última  instancia  para  el  preciso) 
efecto  de  reponer  el  proceso  devolviéndolo,  y  hacer  efectiva  lai 
responsabilidad  de  que  trata  el  artículo  253» 
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Por  lo  relativo  á   ultramar ,  de    estos  recursos  se  eenocerá 
en  las  Audiencias  en  la  forma  que  se  dirá  en  su  lugar. 

10.°  Oir  las  dudas  de  los  demás  tribunales  sobre  la  inteligen- 
cia de  alguna  ley ,  y  consultar  sobre  ellas  al  Rey  con  los  funda- 
mentos que  hubiere ,  para  que  promueva  la  conveniente  declara- 
ción en  las  Cortes. 

11.°  Examinar  las  listas  de  las  causas  civiles  y  criminales  que 
deben  remitirle  las  Audieucias ,  para  promover  la  pronta  admi- 
nistración de  justicia  ,  pasar  copia  de  ellas  para  el  mismo  efecto 
al  Gobierno,  y  disponer  su  publicación  por  medio  de  la  imprenta. 

ART.  261. 
Todas  las  causas  civiles  y  criminales  se  fenecerán  dentro  del 
territorio  de  cada  Audiencia. 

ART.  262. 
Pertenecerá  á  las  Audiencias  conocer  de  todas  las  causas  ci- 
viles dtí  los  juzgados  inferiores  de  su  demarcación  en  segunda  y 
tercera  instancia,  y  lo  mismo  de  las  criminales,  según  lo  determi- 
nen las  leyes.  ¿ 

ART.  263. 
Ivos  jueces  que  hubieren  fallado  en  la  segunda  instancia,  no 
podrán  asistir  á  la  vista  del  mismo  pleyto  en  la  tercera. 

ART.  264. 
Pertenecerá  también  á  las  Audiencias  conocer  de  las  compe- 
tencias entre  todos  los  jueces  subalternos  de  su  territorio. 

ART.  265, 
Les  pertenecerá  asimismo  conocer  de  los  recursos  de  fuerza 
que  se  introduzcan  de  los  tribunales  y  autoridades  eclesiásticas 
de  su  territorio. 

ART.    266. 

Les  corresponderá  también  recibir  de  todos  los  jueces  subal- 
ternos de  su  territorio  avisos  puntuales  de  las  causas  que  se  for- 
men por  delitos ,  y  listas  de  las  causas  civiles  y  criminales  pendien- 
tes en  su  juzgado ,  con  expresión  del  estado  de  unas  y  otras ,  á 
fin  de  promover  la  mas  pronta  administración  de  justicia. 

ART.  267. 
:>  A  las  aludiencias  de  ultramar  les  corresponderá  ademas  el  co- 
nocer de  los  recursos  extraordinarios  de  nulidad ,  debiendo  estos 
interponerse  en  aquellas  Audiencias  que  tengan  suficiente  núme- 
ro para  la  formación  de  tres  salas ,  en  la  que  no  haya  conocido 
de  la  causa  en  ninguna  instancia.  En  las  Audiencias  que  no  cons- 
ten de  este  número  de  ministros,  se  interpondrán  estos  recursos 
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de  «na  á  otra  de  las  comprehc  ndidas  en  el  distrito  de  una  misma 
gobernación  superior  ;  y  en  el  caso  de  que  en  este  no  hubiere  mas 
que  una  Audiencia ,  irán  á  la  mas  inmediata  de  otro  distrito. 

'  ART.   268. 

Declarada  la  nulidad ,  la  Audiencia  que  ha  conocido  de  ella, 
dará  cuenta  con  testimonio  que  contenga  los  insertos  convenientes, 
al  supremo  tribunal  de  Justicia  para  hacer  efectiva  la  responsa- 
bilidad de  que  trata  el  artículo  253. 

ART.  269. 

Las  Audiencias  remitirán  caíia  año  al  supremo  tribunal  de 
Justicia  listas  exactas  de  las  causas  civiles ,  y  cada  seis  meses  de 
las  criminales,  así  fenecidas  como  pendientes ,  con  expresión  del 
estado  que  estas  tengan ,  incluyendo  las  que  hayan  recibido  de  los 
juzgados  inferiores. 

ART.  270. 

Se  determinará  por  leyes  y  reglamentos  especiales  el  número 
de  los  magistrados  de  las  Audiencias ,  que  no  podrán  ser  menos 
de  siete  ;  la  forma  de  estos  tribunales ,  y  el  lugar  de  su  residencia. 

ART.  271. 
Quando  llegue  el  caso  de  hacerse  la  conveniente  división  del 
territorio  español  indicada  en  (4  artículo  12,  se  determinará  con 
respecto  á  ella  el  número  de  Audiencias  que  han  de  establecerse, 
y  se  le  señalará  territorio. 

ART.   272. 
Se  establecerán  partidos  proporcional  mente  iguales,  y  en  cada 
cabeza  ('e  partido  habrá  un  juez  de  letras  con  un  juzgado  corres- 
pondiente. 

ART.   273. 
Las  facultades  de  estos  jueces  se  limitarán  precisamente  á  la 
contencioso ,  y  las  leyes  determinarán  las  que  han  de  pertenecer- 
ías en  la  capital  y  pueblos  de  su  partido  ,  como  también  hasta  qué 
cantidad  podrán  conocer  en  los  negocios  civiles  sin  apelación. 

ART.   274. 
En  todos  los  pueblos  se  establecerán  alcaldes  ,  y  las  leyes  de- 
terminarán la  extensión  de  sus  facultades ,  así  en  lo  contenciosa 
como  en  lo  económico. 

ART.   275. 
Todos  los  jueces  de  los  tribunales  inferiores  deberán  dar  cuen- 
ta, á  mas  tardar,  dentro  de  tercero  dia  á  su  respectiva  Audiencia, 
de  las  causas  que  se  formen  por  delitos  cometidos  en  su  territorio^ 
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y  después  continuarán  dando  cuenta  de  su  «stado  en  las  épocas 

que  la  Audiencia  les  prescriba, 

ART.   276. 
Deberán  asimismo  remitir  á  la  Audiencia  respectiva  listas  ge- 
nerales cada  seis  meses  de  las  causas  civiles ,  y  cada  tres  de  las 
criminales,  que  pendieren  en  sus  juzgados,  con  expresión  de  su 
estado. 

ART.   277. 
Las  le  jes  decidirán  si  ha  de  haber  tribunales  especiales  para 
conocer  de  determinados  negocios. 

CAPITULO    IL 

De  la  administración  de  justicia  en  lo  civil, 

ART.    278. 

No  se  podrá  privar  á  ningún  español  del  derecho  de  terminar 
sus  diferencias  por  medio  de  jueces  arbitros  elegidos  por  ambas 
partes. 

ART.   279. 
La  sentencia  que  dieren  los  áiiíitros  se  cxecutará ,  si  las  par- 
tes al  hacer  el  compromiso  no  se  hubieren  reservado  el  derecho 
de  apelar. 

ART.   280. 
El  alcalde  de  cada  pueblo  exercerá  en  él  el  oficio  de  concilia- 
dor ,  y  el  que  tenga  que  demandar  por  negocios  civiles  ó  por  in- 
jurias, deberá  presentarse  á  él  con  este  objeto. 

ART.   281. 

El  alcalde  con  dos  hombres  buenos  nombrados  uno  por  cada 
parte ,  oirá  al  demandante  y  al  demandado ,  se  enterará  de  las  ra- 
zones en  que  respectivamente  apoyen  su  intención ,  y  tomará  ,  oi- 
do  el  dictamen  de  los  dos  asociados,  la  providencia  que  le  parez- 
ca propia  para  el  fin  de  terminar  el  litigio  sin  mas  progreso ,  co- 
mo se  terminará  en  efecto ,  si  las  partes  se  aquietan  con  esta  de- 
cisión exlrajudicial. 

ART.   282. 

Sin  hacer  constar  que  se  ha  intentado  el  medio  de  la  conci- 
liación ,  no  se  entablará  pleyto  ninguno. 

ART.  283. 
No  habrá   negocio  ninguno  ,   qualquiera  que  sea  su  quantía, 
que  no  se  dé  por  fenecido  con  tres  instancias  definitivas  pronun- 
ciadas en  ellas,  y  no  podrá  volver  á  conocerse  de  él ,  ni  á  abrir- 
¡secl  juicio  baxo  ningún  pretexto  ni  por  ninguna  autoridad ,  si- 


Mo  que  la  tercera  sentencia  se  ha  de  tener  por  cosa  juzgada  in- 
alterable. 

CAPITULO   III. 

De  kt  aáministracien  de  justicia  en  lo  criminal. 

ART.    284.  ^    í 

Las  leyes  distribuirán  la  jurisdicción  ,  y  arreglarán  la  admi- 
nistración de  justicia  en  lo  criminal,  de  manera  que  el  proceso 
j5ea  formado  con  brevedad  y  sin  vicios  ,  á  fin  de  que  los  delitos^ 
sean  prontamente  castigados. 

ART.  285. 
Ningún  español  podrá  ser  preso  sin  que  preceda  información 
sumaria  de  hecho ,  por  el  que  merezca ,  según  la  ley  ,  ser  casti- 
gado con  pena  corporal ,  y  asimismo  un  mandamiento  del  jiieZ' 
por  escrito,  que  se  le  notificará  en  el  acto  mismo  de  la  prisión. 

ATIT.  ^m. 

Toda  persona  deberá  obedecer   estos  mandamientos  :    qual-- 
quiera  resistencia  será  reputada  dtjlito  grave. 

ART.  287. 
Quando  hubiere  resistencia  ,  ó  se  temiere  lá  fuga ,  se  podrá*^ 
usar  de  la  fuerza  para  asegurar  la  persona 

ART-.  §88. 
El  arrestado ,  antes  de  ser  puesto  en  prisión ,  será  prefeentadó 
al  \  uez  siempre  que  no  haya  cosa  que  lo  estorbe  ,  para  (jue   le 
reciba  declaración  ;   mas  si  esto  no  pudiere  verificarse ,  se  le  con- 
ducirá á  la  cárcel  en  calidad  de  detenido ,  y  el  juez  le  recibirá* 
la  declaración  dentro  de  las  veinte  y  quatro  horas. 

ART.   289. 
Jia  declaración  del  arrestado  será  sin  juramento,  que   á  na- 
die ha  de  t®marse  en  materias  criminales  sobre  hecho  propio. 

ART.    290. 
En  fraganti  ioiXo  áeWw^ÚQxúe  puede   ser  arrestado,  y  todos 
pueden  arrestarle,  y  conducirle  á  la»  presen  cin  del  juez:  presen- 
tado ó  puesto  en  custodia ,   se  procederá  en  todo  como  se  pre- 
riene  en  los  dos  artículos  precedentes. 

ART.  2.9í: 
Si.  se  resol  viere  que  al  arrestado  se  le  ponga  en  la  cárcel     ó 


que  permanezca  en  ella  en  calidad  de  preso ,  se  proveerá  auto  mo- 
tivado ,  y  de  él  se  entregará  copia  al  alcaydc  para  que  la  inserte 
en  el  libro  de  presos  ,  sin  cuyo  requisito  no  admitirá  el  alcayde 
á  ningún  preso  en  calidad  de  tal.  baxo  la  mas  estrecha  responsa- 
bilidad. 

ART.    292. 
Solo  se  hará  embargo  de  bienes  quando  se  proceda  por  deli- 
tos que  lleven  consigo  responsabilidad  pecuniaria ,  y  en  propor- 
ción á  la  cantidad  á  que  esta  pueda  extenderse. 

ART.  293. 
—      *No  será  llevado  á  la  cárcel  el  que  dé  fiador  en  los  casos  en 
que  la  ley  no  prohiba  expresamente  que  se  admita  la  fianza. 

ART.  294. 
En  qualquier  estado  de  1^  causa  que  aparezca ,  que  no  pue^ 
de  imponerse  al  preso  pena  corporal ,  se  le  pondrá  en  libertad  dan- 
do fianza. 

ART.  295. 
Se  dispondrán  las  cárceles  de  manera  que  sirvan  para  asegu- 
rar y  no  para  molestar  á  los  presos  :  así  el  alcayde  tendrá  á  es- 
tos en  buena  custodia ,  y  separados  los  que  el  juez  mande  tener 
sin  comunicación ,  pero  nunca  en  calabozos  subterráneos  y  mal- 
sanos. 

ART.  296. 
La  ley  determinará  la  freqüencia  con  que  ha  de   hacerse  la 
visita  de  cárceles,  y  no  habrá  preso  alguno  que  dexe  de  presen- 
tarse á  ella  baxo  ningún  pretexto. 

ART.  297. 
El  juez  y  el  alcayde  que  faltaren  á  lo  dispuesto  en  los  artí- 
culos precedentes ,  serán  castigados   como  reos  de  detención  ar- 
bitraria ,  la  que  será  compreheadida  como  delito  en  el  código  cri- 
minal. 

ART.  298. 
Dentro  de  las  veinte  y  quatro  horas  se  manifestará  al  tratado 
como  reo  la  causa  de  su  prisión ,  y  el  nombre  de  su  acusador ,  si 
ie  hubiere. 

ART.  299. 
Al  tomar  la  confesión  al  tratado  como  reo  ,  se  le  leerán  ínte- 
gramente todos  los  documentos  y  las  declaraciones  de  los  testigos, 
con  los  «ombres  de  estos :  y  si  por  ellos  no  los  conociere  ,  se  le 
darán  quantas  noticias  pida  para  venir  en  conocimiento  de  quie- 
nes son. 


[25] 

ART.   300. 

El  proceso  de  allí  en  adelante  será  público  en  el  modo  y 
forma  que  determinen  las  leyes. 

ART.   SOL 
No  se  usará  nunca  del  tormento  ni  de  los  apremios, 

ART.  S02. 
Tampoco  se  impondrá  la  pena  de  confiscación  de  bienes. 

ART.  SOS. 
Ninguna  pena  que  se  imponga  por  qua^quiera  delito  qne  sea^ 
ha  de  ser  trascendental  por  término  ninguno  á  la  familia  del  que 
la  sufre,  sino  que  tendrá  todo  su  efecto  precisamente  sobre  v\  que 
la  mereció ;  mas  á  este  no  ha  de  haber  nada  que  pueda  ofrecerle 
la  idea  de  evitarla. 

ART.  504. 
No  podrá  ser  allanada  la  casa  de  ningún  español  sino  en  loa 
casos  que  determine  la  ley  para  el  buen  orden  y  seguridad  del  es» 
tado. 

ART.    305. 
Si  con  el  tiempo  creyeren  las  Cortes  que  «conviene  haya  dis- 
tinción entre  los  jueces  ílel  herho  y  del  derecho,  la  estableceráii> 
en  la  forma  que  juzguen  conducente. 

ART.  306. 
Si  en  circunstancias  extraordinarias  la  seguridad  del  estado> 
exigiese  en  toda  la  Monarquía  ,  ó  en  parte  de  ella,  la  suspensiort 
de  algunas  de  las  formalidades  prescritas  en  este  capítulo  para  el 
arresto  de  los  delinqüentes ,  podrán  las  Cortes  decretarla  por  un 
tiempo  determinado.  =  Diego  Muñoz  Torrero ,  Presidente  de  la 
Comisión.  =  Mariano  Mendiola.  zzz  Francisca)  de  Sales  Rodrigncz 
de  la  Barcena. = Alonso  Cañedo.  =z: Antonio  Joaquín  P(*rez.=zz Pe- 
dro Maria  Ríe.  =Agustin  de  Arguelles.  =  Antonio  Oliveros.  z:=í. 
Vicente  Morales  Duarez.^zJosé  de  Espiga,  zrz  Joaquín  Fernandez 
de  Ley  va.  z=  Andrés  de  Jáuregui.z^:  Fiáuciseo  Gutiérrez  de  U 
Huerta.  ;=:  Evaristo  Pcrez  de  Castro ,  Secretario  de  la  Comisión.. 
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CONTINUACIÓN  Y  CONCLUSIÓN 
DEL  PROYLCTO  DE  CONSTITUCIÓN  POLÍTICA 

DE  LA  MONARQUÍA  ESPAÑOLA 

PRESENTADO 

A  LAS  CORTES  GENERALES  Y  EXTRAORDINARIAS 
POR  SU  COMISIÓN  DE  CONSTITUCIÓN. 


CONTIENE 

La  parte  relativa  al  gobierno  interior  de  las  provincias  y  de  los  pueblos^    ■ 
á  las  contribuciones^  ci  la  fuerza  militar^  á  la  instrucción  pública^ 
y  á  la  observancia  de  la  Constitución,  y  modo  de  proceder  para 
hacer  variaciones  en  ella. 


CÁDIZ  :  IMPRENTA  REAL  :  ISlh 


113f  :  a.;Aii  i„  íiaif^íMí  :  XIGftO» 


-IwUr.  :GO,liTIIíUACIQN   Y   CONCLUSIÓN 


¿;''-4'níÍ  SEÑOR.' 

La  Comisión  de  Conatitacion  presenta  á  V.  M.  la  áltíma  parte  de  sa 
obra.  ^  >  como  las  anteriores  ,  no  desagradase  al  Congreso  ,  sus  deseos 
quedarán  camplidos  ,  y  remuneradas  8U.s  penosas  tareas.  Sentadas  ya 
las  bases  de  la  libertad  política  y  civil  de  los  españoles  ,  solo  falta  apli- 
car los  principios  reconocidos  en  las  dos  primeras  partes  de  la  Constita* 
cion  ,  'arreglando  el  gobierno  interior  de  las  provincias  y  de  los  pueblos 
conforme  á  la  índole  de  nuestros  antiguos  fueros  municipales.  En  ellos 
se  ha  mantenido  de  algún  modo  el  espíritu  de  nuestra  libertad  civil ,  á 
pesar  do  las  alteraciones  que  han  experimentado  las  leyes  fundamentales 
de  la  monarquía  con  la  introducción  de  dinastías  extrangeras.  No  es  fá- 
cil resolver  si  el  haberse  conservado  en  los  pueblos  los  ayuntamientos 
baxo  formas  mas  ó  menos  populares  »  y  en  algunas  provincias  la  reunión 
periódica  de  juntas ,  como  sucede  en  las  Vascongadas  ,  reyno  de  Na- 
varra y  principado  de  Asturias  ,  procede  de  que  el  Gobierno  que  pros- 
cribió la  celebración  de  Cortes  hubiese  respetado  el  resentimiento  dq 
la  Nación,  ó  bien  creido  conveniente  aluciparla  ,  dexando  subsistir  ua 
simulacro  de  libertad  que  se  oponia  poco  á  la  usurpación  que  habia  he- 
cho de  sus  derechos  políticos.  I^a  Comisión  dexa  gustosa  la  resolución 
de  este  erudito  problema  i  los  que  hayan  dcí  entrar  en  adelante  en  I4 
gloriosa  carrera  de  escribir  la  historia  nacional  con  la  exactitud  é  im- 
parcialidad de  hombres  libres  ,  y  se  limita  solo  á  presentar  mejoradas 
nuestras  instituciones  municipales  para  que  sirvan  de  apo^o  y  salva- 
guardia á  la  ley  Cundamentai  de  la  monaquía. 

No  entrará  tampoco  en  el  origen  de  las  comunidades  ó  asociaciones 
libres  de  mucha  parte  de  Europa  que  establecieron  en  la  edad  media ,  á 
pesar  del  feudalismo  ,  el  Gobierno  municipal  de  muchas  ciudades  baxiá 
forma  popular.  Lo  que  sí  es  indudable ,  es  que  en  España  se  siguió  la 
misma  costumbre  según  iba  progresando  la  restauración.  Los  ayunta- 
mientos de  las  ciudades  y  pueblos  de  los  diferentes  reynos  de  la  penín- 
sula ,  instituidos  para  el  gobierno  económioo  de  sus  tierras,  estabao 
fundados  en  el  justo  principio  del  interés  de  la  comunidad.  Pero  el  es- 
píritu señorial  que  dominaba  en  todas  las  instituciones  dé  aquella  ¿poca> 
destruia  la  naturaleza  de  unos  establecimientos  que  deben  reposar  úni- 
camente sobre  la  confianza  de  los  pueblos  en  los  individuos ,  á  quienes 
encomiendan  la  dirección  de  sus  negocios.  La  voz  significativa  de  ayun- 
tamiento explica  por  sí  misma  la  índole  y  objeto  de  la  institución.  Por  lo 
mismo  repugnaba  que  se  introduxesen  en  estas  corporaciones  á  favor  del 
cacimieoto  >  de  algún  privilegio  ó  prerogativa  ,  personas  que  no  fuesea 


libremente  eíegíaás  por  los'qtie  cóncunián  á  su  foriuacíoa  y  las  autori- 
zaban con  facultades.  De  a^aí  la  principal  causa  del  poco  fruto  «[ue  se 
ha  sacado  de  unas  reuniones  táü  tecbmendablés  por  su  naturaleza  y  por 
los  fin-ís  i  que  se  dirigen. 

La  Comisión  cree  que  g<?neralizando  los  ayuntamientos  en  toda  la  ex- 
tensión de  la  monarquía  baxo  reg;las  fixas  v  uniformes ,  en  que  sirva  de 
base  principal  la  libre  elección  de  los  pueblos  ,  se  dará  á  esta  saludable 
institución  toda  la  perfección  qjiy^  PM%  d^í^arse»  Su  objeto  es  fomen- 
tar por  todos  loj  medios  posibler  la  'pfo^eridad  nacioüal ,  sin  que  los 
reglamentos  y  proviiencias  del  Gobierno  se  mezclen  en  dar  á  la  agricul- 
tura y  á  la  industria  universal  el  movimiintp  y  .dirección  que  solo  toca 
al  interés  de  los  pacticúlares.  tosV^crnoÁrdélos  pueblos  ion  las  únicas 
persogas  quíí  cótíocerí  \óí^tíí^-^o\  ñd'iirHm&^'tv'irir'^^  intereses  ;  3^ 

fa^díé  mejoV  qu"'é  ér  e^'iJa.s  oportunas  siempre' 

OU3  sea  necesario' el  ----- ,  ..-        _    -,j   :.  j^.:3d¿  ó 'muchos  iildividuos* 

El  discernípaí^h/o'dé  cíícteítápfim  Íxic^?eá  ;'9tí;(*Í3orítanidad',  da  per- 
juicio  6  de  coi    ^      9<     •*•  1   -  f*  -ri     Mí.r  .  ,   i-        s        !,         •  -I      . 

mente  interesa 
introducido  di 

iíamá  eliBstíníulo' de  laley^ , 

saccíones  de  particular  áp'irtítóilaV^,  éb  la  i^Vé^5^n^de  los  própíó's  i>arer 
Kenificío  c^  '(^uq'  Ids  cutdkir^  t^roxltíWn'  y/  postíen'i*  y  en  1^ 

¿pficácion  'de  so  í&bájó 'y  Ae '  sa  iiidnstfíá  jl  ó^íítSs^de  utilidad  j^tki* 
rúente  local  y  relativa  á  det^rniiriados"  fines'    ; '^^^         "^  í 

La  Comisión  con  vencida  de  qde  lo^  ayuntamientos  podrán  desempe-í^ 
áar  debidaméilte  ia,s  obligaciones'  de'sú  inítitutp  qííando  áe  reúnan  éú 
ellos  la  probiáaá  .,  él  interés  y  las  Iticps  /nd^e'lía'defénido  «íi  destruir 
para,  siempre  él  pbstácuía  ^üe  sé  oponía  á  tan  féliií 'dbmbiáácfon,  esti¿ 
.,  Bjéciéado  qúje'én  adelanté  li  el  dicción  d'isu^  individuos  séá  libre-y  popu- 
lar  en  tpdalá  naonarquía.'  Éste  es  ¿no  de  l(ii  éasdí  étt  qüe'el  interés  dé 
cuerpos  ó  parfieulares  defcé  ceder  al  interés  p'ublico.  "V.  M.  al  abolir  los 
señorfps  ha  áerógado  virtualmente  los  regimientos  hereditarios ,  los  per** 


^■eteyadQs^fps  püeb^^^  aboliciQn 

áe*ssñosíp«/ífos' c^e  tengs¿ 'eí  prívil'egtt)  ^fe  seHndívidnos  de  ayunfíá-* 
mieatos' por  causa»  onerosa; ,'  ó  'por  rernunéTacioñ  de'  servicios  ,  pddráií 
reclamar  ía  ¡ndemni.7.acion  correspend'iente  én  el  "modo  y  forma  que  sa 
eitafeUzca  páralas  id cbrooríiciones  da  esta  especie.  Blas  estos  derechos, 
uisra  (?ae  sea  su  priffi^n  o  n  '^■:;T"!^^vn  ,  no- deijea  ser  preicridos  al 


quiera  ^ffue  sea  su  pri^i^n  o  n  ^:r.-íif»vn  ,  nq.  c!er>ea  serpí 
^^¿ní0f  ií^cion  Wtera:  para4  ?seábíecimiento!?^  d«  qire-  de^ 

^t.  hií-^ ¥n  Vl^ia  p^c/4^  f  P  imov^^^  ^iviici 

se  totalidad  per  elección  libre  de  los  pueblos  ,  las' ley rsarrerlarán 


''■li. 


se  en 

to 


«n  !a>  Gonstitiuííón  phncip.iQS  fancabie?:.Míes.q'ae  e\nitép  para^  sietupi 
abusos'  qat'éehkbií^n  intfoduoídc 'par*  el  ti'¿mp®  y  lá-  í^órcraniña  / ^ ■  pof 


la  abierta  nsarpacIoA  de  loi  poderosos.  La  amovilidad  de  los  regidoreí 
j  síndicos,  y  la  prohibición  de  que  los  empleados  puedan  ser  ©l..¿id«f 
índividaos  de  loi  ayuatacaientos  ,  deben  ser  bases  inalterables.  la  reno* 
vaciun  periódica  de  los  primeros  pfoporcioaa^íí  que  le  aprovackea  coq 
mas  facilidad  las  lQces>  la  probidad  y  doma»  ba^qa^i  cajUdades^  de  los  yo- 
cinos  de  los  pueblos  ,  al  paso  que  evitaj?á-  la  .pr^gonderancia  perpetiui 
qae  exercen  en  ellos  los  mas  ricos  y  ambiciosos.  La  exclusión  de  los  se^ 
gundos  protegerá  la  libertad  de  la  elección  y  el  ex«rc¡cio  de  las  fun- 
ciones de  los  ayuntamientQs,  sin  que  el  Gobifjfno  dtxe  de  conservar  ex- 
pedita su  acción  ea  todo  lo  qae;CorrespoQd^  á^su  autori4ad  por  medio 
de  gefes  políticos  ;  pudiendo  estos  pr^ídir  ei^  «Up.f  si^í]^pf«^x[«^e  fe^idafi 
en  pueblos  de  ayuntamiento.  '     '        .;:if';ií    ;    .f  -  » 

Tal  ha  parecido  á  la  Comisión  el  medio  de  hacer  útil  una^^nstitucioa 
tan  antigua,  tan  nacional  y  tan  análoga  á  nuestro  carácter,  á  nuestros 
usos  y  costumbres.  Las  facultades  que  ^l  proyecto  concede  á  los  ayun- 
tamientos, son  propias  de  su  instituto.  Hasta  el  diahan  exercido  la  ma- 
yor parte  de  ellas  ,  y  las  demás  son  de  la  .  misma  naturaleza ,  y  tienea 
¿ambien  por  obi.t'to  el  beneficio  de  los  pueblos.     ; 

Confiado  el  gobierno  superior  dejas  proTÍn9Ía&4l  cridado  de  gefet 
políticos  y  militares  ,  y  á  la  dirección;  de  los  tribunales  baxo  nombre 
úe  Acuerdos ,  sujetos  unos  y  otros  i  la  inspección  de  los  Consejos  supre- 
mos ,  se  daba  ocasión  á  que  la  prosperidad  y  fomento  de  aquellas  de- 
pendiesrí  del  impulso  del  Gobierno  ,  que  equivocadamente  se  subrogaba 
«n  lugir  del  interés  pejrsooal,  ó  que  se  promoyiesea  por  medios  compli- 
cados y  poco  liberales  á  eausa  d^*!  espíritu  contencicj^o  que  necesaria- 
ttenté  habia  de  dominar  en  providencias  dadas  ó  aprobadas  por  triba- 
nales  ,  aun  quando  procediesen  como  cuerpos  gubernativos. 

Separadas  las  funciones  de  los  jueces  y  tribunales  de  todo  lo  que  no 
sea  administrar  la  justicia  ,  sej^un  queda  establecido  en  el  arri-glo  de  la 
potestad  judicial ,  el  régimen  económico  de  las  provincias  debe  quedar 
confiado  á  cuerpos  qtie  estén  inmediatamente  interesados  en  la  mejora  y 
-adelantamientos  de  los  pu;  blos  de  su  distrito;  Cuerpos  que  formados  pe- 
riódicamente por  la  elección  l.bre  de  las  mismas  provincias  ,  tengan  ade- 
mas de  su  confianza  las  luces  y  <2Qnocimientos  locales  que  lean  necesa- 
ríos^  para  promover  su  prosperidad ,  sin  que  la  perpetuidad  de  sus  in- 
dividuos jó  su  directa  dt^pendencia  del  Gobierno  ,  pu?da  en  niogun  cafO 
frustrar  el  conato  y  dilig^^ncia  de  los  pueblos  «afavor> da, su. f-licidad.  Ca 
Comisión,  S^ñor,  ha  procurado  meditar  esta  punto  con  la  dsten'non  y 
escrúpulos  i  da  i  que  *xig'"  su  im^p\tauüia.  Se  ha  hecho,  cargo,  de  quanío 
enseña  la  historia  y  la  {Xp  rir^ncia  ea  nuestra  monarquía  rp^,£a  estable- 
cer el  jubto  equilibrio  quf^  viebe  haber  entre  la  autoridad  del  G^bM T'^o, 
como  responsable  del  orden  púbHco  ,  y  de  la  seguridad  de!  esrado  , y  la 
libertad  de  que  no  pueda  privarse  á  los  súbditorde  una  nací  >n  de  pro- 
mover por  sí  mismos  «I  aumento  y  mejora  de  sus  bienes  y  propie  hdcs. 

Bl  Gobi;^rüo  ha  de  vigilar  e»crupulosamente  la  observan  ia  de  las 
leyes.  E.ita  debe  ser  »u  primer  cuidado ;  msia  para  mantener  la  paz  y 
tranquilidad  de  los  pueblos  no  necesita  introducirse  á  dirigir  los  ii  tcre- 
ses  de  los  particulares  con  providencias  y  acto»  de  butn  gobierae. 
1(1  ImtvstQ  empego  do  sujetar  todas  Ui  opeíacioues  de  la  vida  civil  Á  ro- 


glamentos  y  niaD<3atos  de  autoridades,  ha  acarreado  los  mismos  y  aun 
mayores  males  que  los  que  se  intentaban  evitar. 

La  Comisión  reconoce  qae  nada  es  mas  dificil  que  destruir  errores 
consagradas  por  el  tiempo  y  la  autoridad;  mas  al  mismo  tiempo  confía 

?[ue  el  influxó  de  las  luces  y  del  desengaño  habrán  de  triunfar  de  todas 
as  preocupaciones.  El  verdadero  fomento  consiste  en  proteger  la  liber- 
tad individual  en  el  exercicio  de  las  facultades  físicas  y  morales  de  ca- 
da partTóalar  según  sus  necesidades  ó  inclinaciones.  Para  ello  nada  mas 
á  propósito  que  cuerpos  establecidos  según  el  sistema  que  se  presenta. 
Este  sistema  reposa  en  dos  principios.  Conserva  expedita  la  acción  del 
'ÍTobierno  para'  que  pueda  desempeñar  todas  sus  obligaciones ,  y  dexar 
en  libertad  á  los  individuos  de  la  Nación  y  para  que  el  interés  personal 
sea  en  todos  y  en  cada  uno  de  ellos  el  agente  que  dirija  lus  esfuerzos 
hacia  su  bien  estar  y  adelantamiento.  Conforme  á  ellos  propone  la  Co- 
misión que  en  las  provincias  el  gobierno  económico  de  ellas  esté  á  car- 
go de  una  diputación  compuesta  de  personas  elegidas  libremente  por  los 
pueblos  de  su  distrito ,  y  del  gefe  político  >  y  el  de  la  hacienda  públicas 
Estos  últimos,^  como  individuos  natos  de  la  diputación,  conservarán  en 
exercicio  la  autoridad  del  Rey  para  que  no  pueda  ser  desconocida 
ó  poco  respetada  en  todo  lo  que  pertenece  á  sus  facultades.  Sin  que  de* 
ba  rezelarse  que  las  de  la  diputación  puedan  nunca  exceder  los  límites 
que  se  les  prescribe ,  pues  en  caso  de  abuso  ó  resistencia  á  las  órdenes 
del  Gobierno  podrá  este  suspender  á  los  vocales,  dando  parte  á  las  Cor- 
tes para  resolver  lo  que  convenga.  De  esta  disposición  resultará  un  fre-^ 
'  DO  recíproco ,  que  conservará  él  justo  equilibrio  que  puede  desearse. 

Los  demás  vocales  de  la  diputación  nombrados  al  mismo  tiemps 
y  en  la  propia  forn:' a  que  los  diputados  en  Cortes,  se  ocuparán  baxo  la 
inspección  del  G-obierno  de  todo  lo  que  pueda  promover  la  prosperidad 
de  la  provincia  en  general ,  y  los  interesas  de  sus  pueblos  en  particular* 
Su  periódica  renovación,  y  las  circunstancias  qae  han  de  concurrir  pa- 
Vra  el  nombramiento,  atraerán  á  un  centro  común  las  luces  y  Itos  conoci- 

*  mientos  que  puedan  cxiitir  entre  los  habitantes  de  las  provincias  resn 
'  pectivas.       '    ■   - 

Combinada  la  acción  del  Gobierno  oon  el  interés  de  las  provincias 

•  «n  cada  una  de  sus  diputaciones,  no  podrán  menos  de  cesar  las  extorsio- 
Des  y  fraudes  en  el  reparto  y  recaudación  de  los  impURStos,  y  el  perju- 
dicial ÍlAuxo  de  los  falsos  principios  y  equivocadas  providencias  en  pun- 
to de  economía  pública ,  que  emanaban  de  autoridades  que  por  su  ins- 
tituto jamas  debieron  ser  llamadas  á  dirigir  ni  promover  los  intereses  do 

'  los  particulares. 

Como  el  cargo  de  vocal  de  las  diputaciones  no  puede  dexar  de^  re- 
putarse gravoso  á  los  que  sean  elegidos ,  y  como  el  exercicio  continuo 
de  sus  facultades  fomentaría  tal  vez  competencias  que  deben  evitarse, 
ha  parecido  conveniente  reducir  á  noventa  en  cada  año  el  número  de 
sus  sesiones ,  dexanáo  á  las  diputaciones  el  cuidado  de  distribuirlas  se- 
gún ¡entiendan  ser  mas  conveniente. 

Las  facultades  de  las  diputaciones  son  conformes  en  todo  á  la  natu- 

^   raleza  de  cuerpos  puramente  económicos.  Su  acción  queda  subordinada 

"i  hi  leyes,  ún  que  en  oada  puedftu  entorpecer;  y  menos  ©ponerse  i  ks 


órdenes  y  providencias  del  Gobierno,  estando  este  autorizado  para  sus- 
pender á  los  vocales  en  casos  de  abuso  ó  desobediencia.  La  inspeccioa 
que  se  les  atribuye  en  algunos  puntos  relativos  á  contribuciones,  no  tie- 
ne mas  objeto  que  el  prevenir  en  tiempo  fraudes ,  extorsiones  y  violen- 
cias. Tampoco  deba  mirarse  como  expuesta  á  abusos  la  facultad  de  pro- 
poner arbitrios  para  objetos  de  utilidad  común  de  la  provincia.  I^a  in- 
dependencia de  los  vocales  de  las  diputaciones,  su  arraygo  y  amovili- 
dad seria  bastante  á  precaver  un  daño  irreparable ,  quil  serian  derra- 
mas y  repartos  á  los  pueblos  en  perjuicio  de  sus  iaterescs.  Mas  en  tod« 
caso ,  no  pasando  sus  propuestas  de  la  línea  de  proyectos ,  las  Cortes 
al  examinarlos  atajarán  el  mal  en  su  origen. 

La  distancia  de  las  provincias  de  ultramar  ha  obligado  á  la  Co- 
misión á  guardar  en  este  punto  algunas  consideraciones  con  aquelloi 
paises.  La  urgencia  de  obras  públicas^  de  utilidad  ó  necesidad  bien  ca- 
lificada, resiste  la  dilación  que  resultaria  de  esperar  en  todos  los  ca- 
sos la  aprobación  de  las  Cortes.  Por  tanto  ha  parecido  indispensable 
autorizar  en  tales  circunstancias  á  aquellas  diputaciones  ,  para  que  pue- 
dan usar  desde  luego  de  los  arbitrios  propuestos  ,  interviniendo  para  ello 
el  expreso  asenso  del  gefe  de  la  provincia.  Este  correctivo  se  hace  ne- 
cesario para  suplir  el  previo  consentimiento  de  la  autoridad  legislativíC 
y  cuya  falta  pudiera  en  algunas  ocasiones  ser  perjudicial  á  pueblos  tan 
distantes. 

Ordenado  del  modo  que  queda  expuesto  ,  el  exercicio  de  la  potes- 
tad soberana  de  la  Nación ,  es  preciso  proceder  al  arreglo  de  una  do 
las  principales  facultades  de  la  autoridad  legislativa  ,  como  que  de  ella 
depende  dar  vida  y  movimiento  á  la  máquina  del  Estado.  El  exercicio 
de  esta  facultad  es  ,  Señor,  el  regulador  de  la  Potestad  executiva,  con- 
tra cuyo  abuso  no  puede  oponerse  remedio  mas  pronto  y  eficaz.  Tal  es 
el  establecimiento  de  impuestos  y  contribuciones ,  derecho  ins*5parablo 
de  la  facultad  de  hacer  las  leyes. 

La  Nación  no  puede  delegarla  sino  á  sus  representantes  á  no  dc- 
xar  de  ser  libre.  El  usurpador  mas  audaz  sucumbiria  con  sus  legiones 
«i  no  arrancase  de  los  pueblos  que  oprime,  el  forzado  consentimiento  de 
imponer  contribuciones  á  su  arbitrio.  Dos  siglos  van  corridos  desde  que 
la  violencia  ,  el  dolo  y  la  adulación  se  reunieron  para  despojar  á  los 
españoles  del  derecho  imprescriptible  de  otorgar  libremente  á  sus  reyes 
las  contribuciones.  Una  revolución  espantosa  los  ha  restituido  ,  como 
por  milagro,  á  su  antigaa  libertad.  No  permita  V.M.  que  la  ignorancia, 
la  depravación  y  la  vileza  los  sumerja  de  nuevo  en  la  odiosa  esclavitud 
con  que  todavía  se  les  amenaza. 

El  esplendor  y  dignidad  del  trono  y  el  servicio  publico  en  todas 
sus  partes  extgen  dispendios  considerables  ,  que  la  Nación  está  obligada 
•á  pagar.  Mas  esta  debe  ser  libre  en  determinar  la  quota  y  la  naturaleza 
de  las  contribuciones  ,  de  donde  han  de  provenir  los  fondos  destinadof 
á  ambos  objetos.  Para  que  esta  obligación  se  cumpla  por  parte  de  lof 
pueblos  ,  de  tal  modo  que  pueda  combinarse  el  desempeño  con  el  pro- 
greso de  su  prosperidad  ,  y  para  que  la  Nación  tenga  siempre  en  su  ma- 
no el  medio  de  evitar  que  se  convierta  en  daño  suyo  lo  que  solo  debe 
emplearse  en  promovec  su  felicidiid ;  y  proteger  sa  libertad,  é  indepea- 


dencia,  se  dispone  qne  las  Cortes  establecerán  6  confirmatáp  anualmen- 
te todo  genero  de  iropaestos  y  contribuciones.  Su  repartimiento  se  hará 
entre  todos  los  españoles  sin  distinción  ni  privilegio  alguno  con  propor- 
ción á  sus  facultades  ,  pues  que  t&áos  están  igualmente  interesados  en  la 
conservación  del  Estado. 

Como  el  Gobierno ,  por  la  naturaleza  de  sus  facultades ,  puede  reunir 
datos  ,  noticias  y  conocimientos  suficientes  para  formar  idea  exacta  del 
estado  de  la  Nación  en  general ,  y  del  particular  de  cada  provincia  en 
lÉ>do  lo  relativo  á  la  agricultura  ,  industria  y  comercio  ,  debe  estar  au- 
torizado ,  no  solo  para  presentar  á  las  Cortes  el  presupuesto  de  gastoa 
que  crea  necesarios  al  servicio  público  ,  así  ordinario  como  extraordi- 
nario >  sino  también  para  indicar  por  medio  de  proyectos  los  medios 
que  crea  mas  oportunos  para  cubrirlos. 

Decretadas  por  las  Cortes  las  contribuciones  ,  y  quando  ocurriere  la 
distribución  entre  las  pro viccias  de  las  directas,  su  recaudación  ó  ia- 
Version  debe  quedar  á  cargo  del  Gobierno  baxo  su  responsabilidad.  Pa- 
ra que  esta  sea  <  fectiva  en  qualquiera  caso  ,  nada  es  mas  á  propósito 
que  el  que  todos  los  fondo»  destinados  al  servicio  del  Estado  se  reúnan 
en  una  sola  tesorería.  Este  sistema  evita  el  desorden,  facilita  las  opera- 
ciones ,  y  asegura  la  cuenta  y  razón  ,  sin  cuyos  requisitos  no  puede  ha- 
hev  confianza.  El  Rey ,  como  gef»  del  Estado  ,  podrá  aplicar  segnn  lo 
crea  conveniente  al  mejor  servicio  de  la  Nación  los  fondos  públicos 
pncstos  á  su  disposición  {)or  las  Córt>ís.  Pero  estas  no  pueden  desenten- 
derse de  vigilar  sobr^í  la  justa  inveriioa  de  lo  que  verdaderamente 
constituye  la  substancia  de  los  pueblos.  Para  ello  es  indispensable  que  el 
Tesorero  mayor  no  haga  pago  alguno  que  no  sea  en  virtud  de  decreto 
del  Rey,  refrendado  por  el  Secretario  del  Despacho  de  Hacienda  ,  do 
cnyo  arreglo  pende  quedar  asegurada  la  responsabilidad  de  qualquíera 
dbuso  ó,  malversación.  La  Tesorería  mayor  por  su  parte ,  intervenida 
«n  las  cuentas  generales  por  las  contadarí;is  de  Valores  y  de  ;Distriba- 
cion,  las  presentará  para  tu  examen  á  la  Contaduría  mayor  de  Cuentas, 
sia  cuya  formali,dad  no  merecerán  fe  alguna  en  las  Cortes.  Estos  es- 
tablecimientos deben  arr^^glarse  con  toda  escrupulosidad  por  leyes  es- 
leíales ,  no  perteneciendo  á  la  Constitución  sino   indicar  sus  atributos. 

Aprobada  por  las  Cortes  la  cuenta  general  de  Tesorería  mayor,  en 
que  han  de  comprehenderse  el  rendimiento  anual  de  todas  las  contribu- 
ciones y  su  inV'irsion ,  se  imprimirá  y  publicará  para  que  la  Nación  se 
eutere  por  sí  misma  del  mérito  y  extensión  de  sus  sacrificios,  de  su  uti- 
lidad y  necesidad.  Di  este  juicio  comparativo  podrá  ademas  deducir  el 
verdadero  eíítado  de  su  prosperidad ,  su  tendencia  y  progreso ,  como  tam- 
feico  la  seguridad  ó  peligro  ,  en  que  puedan  hallarse  su  libertad  é  inde- 
pendencia. 

üaa  de  las  precauciones  con  que  debe  asegurarse  la  pureza  en  la  in- 
versión de  los  caudales  públicos,  es  el  evitar  que  baxo  de  ningún  pretex- 
to puedan  intervenir  en  su  manejo  otras  manos  que  las  de  la  autoridad j  á 
quienes  la  ley  le  confia.  El  menor  abuso  en  esta  parte  acarrearía  el  des- 
orden y  confusión ,  en  que  se  ha  visto  sumergido  el  rey  no  por  espacio  de 
^tantos  años. 

Los  fakos  principios  adoptados  por  les  economistas  da  los  tiempos 


de  ignoraacía  para  Cicilítar  i  los  gobiernos  medios  de  latísfacír  su  mn- 
ciable  voracidad,  bao  introducido  el  fatal  sistema  de  aduanas  interiores: 
su  existencia  es  incompatible  coa  la  libertad  nacional ,  con  la  prosperi- 
dad de  los  pueblos ,  y  con  el  decoro  de  una  Constitución.  V.  M.  debe 
apresurar  el  momento  de  -poner  en  práctica  un  artículo  que  las  prohiba 
para  siempre  fuera  de  las  fronteras  y  puertos  de  mar  ,  ya  que  el  vícÍqíu 
sistema  de  rentas  que  existe  en  el  dia,  obliga  i  suspender  hasta  m  re- 
forma ios  efectos  de  tsn  importante  medida. 

Otra  obligación  no  menos  sagrada  para  la  Nación  que  las  que  que- 
dan indicadas  ,  es  el  pago  de  la  deuda  pública  reconocida.  Las  Cortes 
penetradas  de  quanto  importa  á  la  dignidad  y  prosperidad  nacional  cga- 
servar  ileso  el  carácter  de  religiosidad  y  pureza  que  en  todos  tiempos 'sa 
ha  atribuido  á  los  españoles  en  sus  tratos  y  convenios ,  deberán  dar  el 
©xemplo  de  respetarlos  por  su  parte,  procurando  por  todos  los  medioi 
que  sean  compatibles  con  la  situación  del  reyno  ,  la  progresiva  extincioa 
de  la  deuda  pública,  sin  dcxar  de  promover  y  proteger  todas  las  ope- 
raciones qne  puedan  coetribuir  á  inspirar  confianza ,  y  asegurar  mas  y 
mas  el  crédito  sobre  bases  sólidas  y  permanentes.  El  principio  mas 
esencial  que  debe  guiarlas  hacia  tan  importante  objeto ,  es  el  de  poner  á 
cubierto  del  inüaxo  del  Gobierno  rodos  los  establecimientos  que  sean  re- 
lativos á  la  deuda  públicA*  Su  total  separación  é  independeocia  de  los 
fondos  de  Tesorería  general  ha  de  estar  asegurada  con  la  inmediata  prp- 
teecioQ  de  las  Cortes ,  y  ios  destinados  al  pago  de  la  deuda  nacional  de- 
ben ser  tan  religiosamente  respetados,  que  se  creau  inaccesibles  á  la,^^-- 
toridad  del  Rey  ,  aun  en  Jos  casos  de  mayor  apuro.  Baxo  de  estos  prjp- 
cipios  es  fácil  organizar  un  establecimiento  que  sea  verdaderamente  na- 
cional ,  que  reijtablezca  el  crédito ,  asegure  la  confianza,  y  proporcione 
que  el  Gobierno  mismo  halle  recursos  siempre  que  haya  que  acudir  i 
préstamos  ó  anticipaciones. 

Explicados  los  füudamantoi  sobre  que  reposa,  el  derecho  que  tienen 
las  Cortes  dé  otorgar  anualmente  las  contribuciones  é  impuestos,  y. el 
inodo  de  asegurar  su  inversiou ,  conviene  hablar  de  otra  facultad  que 
j  ftampoco  una  Nación  libre  puede  delog.'»r  sin©  al  cuerpo  de  sus  represen- 
tantes. Tal  es  el  levantamiento  de  tropas  de  mar  y  tierra  para  la  deftíosa 
interior  y  exterior  del  Estado^ 

Mientras  que  subsista  en  Europa  y  fuera  de  ella  el  fatal  sistema  de 
exércitos  permanentes ,  y  sea  este  el  objeto  principal  del  gobierno  de  sus 
Ejtados,  y  en  tanto  que  la  ambición  desapoderada  de  los  conquistadores 
Siga  alucinando  á  los  pueblos  con  la  supuesta  necesidad  de  defenderlos 
de  los  enemigos  exteriortt  para  cohonestar  así  sus  opresores  deügnios, 
preciso  es  ^ue  la  Comisión  introduzca  en  su  proyecto  las  bas-'^del  sis- 
tema militar  que  deba  adoptarse  por  la  Constitución.  Se  ha  separado  para 
ello  de  la  situación  actual  de  la  Nación.  Porque  solo  el  entusiasmo  ,^el 
odio  Á  la  dominación  extrangera  ,  y  el  caracteríitico  oigu^lfl  de  los  i^i- 
,  dómitos  españoles  puede  dirigir  una  guerra,  que  por  lo  extraordinario 
de  sus  circunstancias  desconoce  las  reglas  comunmente  recibidas  entxe 
las  potencias  mas  militares.  Los  principios  de  la  Concisión  son  relativos 
á  un  estado  de  perfecta  independencia. 

Como  el  servicio  militar  es  ana  contiibacioo  personal  sobre  los  súb- 
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ditos  cíe  un  Eitado ,  tanto  mas  ¿  ;  vosa  al  que  la  sufre  quanto  le  su- 
jeta á  leyes  mas  duras  ,  disminuyendo  en  parte  su  libertad  civil ,  es  pre- 
ciso que  las  Cortes  ia  otorguen  por  tiempo  limitado  »  y  en  virtud  de 
utilidad  ó  necesidad  calificada.  Este  principio,  y  la  sagrada  obiigacion 
que  aquellas  tienen  de  no  permitir  se  convierta  en  instrumento  de  opre- 
sión lo  qus  está  destinado  para  conservar  su  independencia  y  libertad, 
exigen  que  las  Cortes  fixen  todos  los  años  el  número  de  tropas  de  mar 
y  tierra  que  hayan  de  estar  en  exercicio ,  como  también  el  me  do  que 
crean  mas  conveniente  para  levantarlas.  Por  igual  razón  es  propio  do 
las  Cortes  la  formación  y  aprobación  de  ordenanzas ,  establecimientos 
y  arreglo  de  escuelas  militares,  y  todo  lo  que  corresponda  á  la  mejor  or- 
ganización ,  conservación  y  progreso  de  los  exércitos  y  armadas  que 
se  mantengan  en  pie  para  la  defensa  del  Estado.  Y  como  no  puede  du-  ^ 
darse  que  esta  interesa  igualmente  á  todos  los  subditos  que  componen 
la  Nación  ,  ningún  español  puede  excusarse  del  servicio  militar  quando 
sea  llamado  por  la  ley ,  sin  faltar  á  una  de  las  primeras  obligaciones  que 
le  impone  la  patria. 

El  exército  permanente  debe  considerarse  destinado  principalmente 
para  la  defensa  de  la  patria  en  los  casos  ordinarios  de  guerra  con  los 
enemigos.  Mas  en  los  de  invasión  6  de  combinación  de  ex^rcitos  nu- 
merosos para  ofender  ¿  la  jJíacion  ,  necesita  esta  un  suplemento  de  fuerza 
que  la  haga  invencible. 

Este  recurso  ,  verdaderamente  extraordinario ,  solo  pufde  hallarse 
en  una  milicia  nacional  bien  organizada,  que  en  caso  necesario  pueda 
•poner  al  enemigo  una  fuerza  irresistible  por  su  número  y  pericia  mi- 
litar. Una  ordenanza  especial  podrá  arreglar  en  cada  provincia  un  cuer- 
po de  milicias  proporcionado  á  su  población,  que  haciendo  compatible 
el  servicio  análogo  á  su  institución  con  las  diver^s  ocupaciones  de  la 
vida  civil,  ofrezca  á  la  Nación  el  medio  de  asegurar  su  independencia 
ai  fuese  amenazada  por  enemigos  exteriores,  y  su  libertad  interior  en 
el  caso  de  que  atentase  contra  ella  algún  ambicioso. 

Como  la  milicia  Nacional  ha  de  ser  el  baluarte  de  nuestra  liber- 
tad, seria  contrario  á  los  principios  que  ha  seguido  la  Comisión  en  la 
formación  de  este  proyecto,  el  dexar  de  prevenir  que  se  convirtiese  en 
perjuicio  de  ella  una  institución  creada  para  su  defensa  y  conservación. 
El  Rey,  como  gefe  del  exército  permanente  ,  no  debe  disponer  á  su 
arbitrio  de  fuerzas  destinadas  á  contrarestar ,  si  por  desgracia  ocurriere, 
los  fatales  efectos  de  un  mal  consejo.  Por  lo  mismo  no  debe  estar  auto- 
rizado para  reunir  cuerpos  de  milicia  nacional  sin  otorgamiento  expre- 
10  de  las  Cortes.  En  punto  tan  grave  y  trascendental  toda  precaución 
parece  poca ,  y  el  menor  descuido  seria  fatal  á  la  Nación. 

El  Estado,  no  menos  que  de  soldados  que  le  defiendan ,  necesita  de 
ciudadanos  que  ilustren  á  la  Nación ,  y  promuevan  su  felicidad  con  to- 
do género  de  luces  y  conocimientos.  Así  que  ,  uno  de  los  primeros  cui- 
dados que  deben  ocupar  i  los  representantes  de  un  pueblo  grande  y  ge- 
neroso p  es  la  educación  pública.  Esta  ha  de  ser  general  y  uniforme, 
ya  que  generales  y  uniformes  son  la  religión  y  las  leyes  de  la  monar- 
quía española.  Para  que  el  carácter  sea  nacional ,  para  que  el  espíritu 
público  pueda  dirigirse  al  graude  objeto  de  formar  verdaderos  espano- 
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les  ,  bombret  de  mea  >  y  amantes  de  su  patria  »  es  preeiso  qae  no  qae-  '\ 
de  confiada  la  dirección  de  la  enseñanza  pública  á  macos  mercenarias^ 
á  genios  limitados  ,  imbuidos  en  ideas  falsas  ó  principios  equivocados^ 
que  tal  vez  establecerian  una  funesta  lucha  d«  opiniones  y  doctrina*. 
Las  ciencias  sagradas  y  morales  continuarán  enseñándole  legun  los 
dogmas  da  nuestra  santa  religión  y  la  disciplina  de  la  iglesia  de  Es-  J 
paña;  las  políticas  conforme  á  las  leyes  fundamentales  déla  monarquía 
sancionadas  por  la  Constitución  y  y  las  exactas  y  naturales  >  habrán  de 
seguir  «1  progreso  de  lo»  conocimientos  humanos ,  según  el  espíritu  de  i 
investigación  que  las  dirige ,  y  las  hace  útiles  en  su  aplicación  á  la 
felicidad  de  las  sociedades.  De  esta  sencilla  indicación  se  deduce  la 
necesidad  de  formar  una  inspección  suprema  de  instrucción  pública, 
que  con  el  nombre  de  Dirección  general  de  estudios  ,  pueda  promover 
el  cultivo  de  las  ciencias  ,  ó  por  mejor  decir ,  de  los  conocimientos  hur 
manos  en  toda  su  extensión.  El  impulso  y  la  dirección  han  de  salir  d«  ^ 
un  centro  común ,  si  es  qu3  han  de  lograrse  los  felices  resultados  qu^ 
debe  prometerse  la  Nación  de  la  reunión  de  personas  virtuosas  é  ilus-^ 
tradas ,  ocupadas  exclusivamente  en  promover  baxo  la  protección  del 
Gobierno  el  snblime  objeto  de  la  instrucción  pública.  El  poderoso  in- 
íluxo  que  esta  ha  de  tener  en  la  felicidad  futura  de  la  Nación ,  exige  que 
las  Cortes  aprueben  y  vigilen  los  planes  y  estatutos  de  enseñanza  en 
general,  y  todo  lo  que  ptrtenezc^  á  la  erección  y  mejora  do  estable- 
cimientos científicoi  y  artísticos. 

. ;  .  Como,  nada  contribuye  mas  directamente  á  la  Ilustración  y  adelanr 
tamíento  general  de  las  naciones ,  y  á  la  conservación  de  su  independen- 
cia ,  qae  la  libertad  de  publicar  todas  las  ¡deas  y  pensamientos  que  pue- 
dan ser  útiles  y  beneficiosos  á  los  subditos  de  un  Estado ,  la  libertad  de 
imprenta ,  verdadero  vehículo  de  las  luces ,  debe  formar  parte  de  la 
ley  fundamental  de  la  monarquía ,  si  los  españoles  desean  sinceramente 
ser  libres  y  dichosos. 

„  Hasta  aquí  camprehende  la  Comisión  en  su  proyecto  los  principios 
elementales  de  la  Constitución  española,  dispuestos  como  ha  parecido 
mas  conveniente  para  que  tengan  el  orden  y  método ,  de  que  p9r  des- 
gracia habian  carecido  hasta  el  dia  nuestras  leyes  fundamentales.  Pre- 
ciso es  arreglar  el  modo  como  debe  conservarse  y  alterarse  la  Constitu- 
ción ,  cosas  ambas  >  aunque  al  parecer  contradictorias  >  inseparables  en 
la  realidad. 

Las  Cortes,  como  encargadas  de  la  inspección  y  vigilancia  de  la 
Constitución,  deberán  examinar  en  sus  primí^ras  sesiones  si  se  halla  ó  no 
en  observancia  en  todas  sus  partes.  A  este  fin  nada  puede  conspirar  me- 
jor que  el  qu3  todo  español  pueda  representar  á  las  Cortes  ó  al  Rey  so- 
bre la  inobservancia  ó  iníi-aucion  de  la  ley  fundamental  El  libre  uso  do 
este  derecho  es  el  primviro  de  todos  en  un  Estado  libre.  Sin  é\  no  pueda 
hab'r  patria,  y  los  espionóles  llegarian  hica  pronto  á  ser  propiedad  do 
,im  S  ñ  r  absoluto  en  lugar  de  súb*5itos  de  un  Rf»y  noble  y  gt^neroso. 

Mas  como  do  es  dado  á  los  hombres  llegar  á  la  porfíccion  en  ninpi- 
na  de  sui  t  bras,  como  es  inevitable  que  el  influxo  de  las  circunstancial 
tenga  trucha  parte  en  todas  sus  disposiciones  ,  y  aquellas  pueden  variar 
lenaibiemente  de  una.  i  otra  época,  es  indispensable  reconocer  la  dura 

4 


neCesíilad  de  variar  algana  vez  lo  que  debiera  íer  ínalteraLV.  Pero  ál 
paso  que  la  Comisión  admite  como  axioma  lo  qxxe  lleva  indicado,  no 
paede  menos  de  hacer  algunas  reílsxiones  acerca  de  materia  tan  grave 
y  delicada. 

»  El  principal  carácter  de  una  Constitución  ha  de  ser  la  estabilidad 
derivada  de  la  solidez  de  los  principios,  en  que  reposa.  La  naturaleza  de 
esta  ley ,  las  circunstancias  que  acompañan  generalmente  á  toda  nación 
quando  la  recibe,  y  por  lo  mismo  las  que  pueden  sobrevenir  en  su  alte- 
ración, dan  á  conocer  que  deba  ser  muy  circunspecta  en  decretar  refor-' 
mas  en  su  lay  fundamental.  La  experiencia  ei  la  única  antorcha  q«e  pue- 
de guiarla  sin  peligro  en  el  tenebroso  espacio,  que  media  casi  siempre 
entre  el  error  y  el  acierto.  Li  experiencia  sola  puede  demostrar  la  ne- 
cesidad de  una  jefarma.  Mas  para  calificarla  bien,  ¡  que  dificultades  no 
se  presentan,  que  conseqüencias  tan  Kiaestas  no  se  preveen  para  la  Na-' 
Clon,  si  esta  se  equivocase  en  su  juicio!  Li  Comisión,  Señor,  se  ha  vis- 
to en  un  conflicto  para  arreglar  el  último  titulo  de  su  obra.  Por  una  par-' 
te  la  necesidad  de  calmar  las  inquietudes  que  haya  suscitado  el  escan-' 
dalüso  abuso  en  variar  su  Constitución  tantos  estados  de  Europa  desde 
la  rtívolucion  fraqcess  ;  por  otra  la  necesidad  de  dex^r  abi  Tta  la  puer- 
ta á  las  enmiendas  y  mejora  de  la  que  sancione  V.  M. ,  sin  introducir 
en  ella  el  principio  destructor  de  instabilidad,  exigii  mucha  cii^cuns- 
pficcion  y  detenimiento.  Sin  embargo,  el  que  hasta  pasados  echo  ano» 
después  de  puesta  en  execu  ;ion  en  todas  sus  partas,  no  pu^diri  lasrCór- 
t-is  prc^paner  ninguna- reforma,  tiene  su  íimdamento  en  la  prudencia 
y  en  el  cono  imi-nto  del  corazón  humano.  Jamas  correrá  mayor  ri^^sgó 
ia  Constitución  qiie  desdé  el  momento  en  que  se  anuncie  ,  hasta  qué 
planteado  el  sistema  qae>stí;bl*ce ,  empiece  á  consolidarse  disminuyen- 
do el  espíritu  de  aVersipn  y  re^úg-ranca  qa';  la  contradice.  L33  resen-f 
timientos,  1-3*  venganzas'^  las  pieocupaciones,  los  diversos  intereses; 
y  hasta  el  habito  y  la  costumbra,  todo,  todo  se  conjurará  contra  ella; 
Por  ló  mismo  es  n^cesariof  dan* 'tiempo  á  que  calma  la  agitación  de  laf 
pasiones,  y  se  debiliten  los  eLÍaerzcs  de  los  que  la  resisten.  Ds  lo  con- 
trario se  equivocarán  fácilmente  los  efectos  de  una  oposición  fjm?ntada 
y  sostenida  por  los  que.se  suponen  agraviados  en  el  nuevo  arreglo, 
con  d'if^'ctos  ó  erroreis  de  tina  Constitución ,  qtíe  eb  realidad  no  podrá 
expexiriíentarse  sino  después  de  restablecido  el  orden  y  ta  tranquilidad'. 
L.ÍS  trámites  por  que  deba  pasar  la  proposición  de  reforma  ,  d'íspues  da 
apró^báda  en  las  Cortes  hasta  su  fijal  otergamlrritíyvhan  parecido  nece- 
sarios atendida  la  naturaleza  y  trascendencia  de  la  ley  fandam  jafal. 

Tal  es  ,  Síñor  ,  el  proyecto  d?>  Con.'titucion  para  la  Nación  Espaáo- 
la  ,  Cfue  la  Comisión  presenta  á  la  discusión  del  Congreso.  Exámín?Ie 
V.  M.  coa  el  espíritu  de  imparcialidad  é  indulgehciá  ^ue  es  inseparable 
de  su  sabiduría.  La  Comisión  está  s -gura  de  haber  coitiprehendidó  en  sa 
trabajo  los  elementos  que  deben  éonstituir  la  felicidad  de  lá  Nación.  Sil 
mayor  conato  ha  sido  recoger  con  toda  diligencia ,  S'^gun  lo  ha  expu  sfo 
ya  ene-te  discurso  ,  d«  entre  todas  las  l'^y^íS  del  código  Godo,  y  d© 
los  deroas  q«<^  se  publicaron  dfjsde  la  restauración  hasta  la  decadencia 
de  nuestra  libertad ,  los  principios  fundamentales  de  una  monarquía  mó- 
derada  ,  qu©  vagos,  dispersos  y  destituidos  de  método  y  enUce  careciaa 
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de  la  colierencia  necesaria  para  iorzoar  un  sistema  capaz  de  trívcrar  de 
las  vicisitudes  del  tiempo  y  de  las  pasiones. 

La  ignorancia  ,  el  error  y  la  malicia  alzarás  el  grito  contra  ette 
proyecto.  Le  calificarán  de  novador,  de  peligroso  j  de  contiaiio  á  IosÍb« 
tereses  de  la  Nación  y  derechos  del  Rey.  Mas  sns  esfuerzos  serán  ii:;úti- 
Ics  ,  y  sus  impostores  argumentos  se  desvanecerán  crmo  el  h\  mo  al  ver 
demostrado  hasta  la  evidencia  que  las  bases  de  este  proyecte  han  sido 
para  nuestros  mayores  verdades  prácticas  ,  axiomas  reconocidos  y  san- 
tificados por  la  costumbre  de  muchos  siglos.  Si  ,  Stñor  ,  de  mucriot  si- 
glos ,  por  espacio  de  los  qualt  s  la  Nacicn  elegía  sus  reyes,  otorgaba  li- 
bremente contribuciones  ,  sancionaba  leyes  ,  levantaba  tropas,  hacia  U 
paz,  y  declaraba  la  guerra ,  residenciaba  á  los  roagiitrados  y  en  p'eadoi 
públicos,  era  en  fia  soberana  ,  y  ex-rreia  sus  dervchbs  sin  contradicción 
ni  embarazo.  Pues  estos  y  no  otros  son  los  principios  constitutivos  del 
sistema,  que  presenta  la  Comisión  en  su  provecto.  Todo  lo  drmas  es  ac- 
cesorio, subordinado  á  máximas  tan  fund&méntales  ,  correspondiente  solo 
al  método  y  orden  que  se  debe  seguir  para  precaver  que  con  el  tiempo 
vuelvan  á  ofuscarse  verdades  tan  santas ,  tan  sencillas  y  tan  necesarias  á 
la  gloria  y  felicidad  d^  laNáciony  del  Rey,  cuyos  derechos  nadie  com- 
promete mas  que  los  que  aparentan  sostenerlos  ,  oponiéndose  a  las  salu- 
dables limitaciones  que  le  harán  siempre  padre  de  sus  pueblos  ,  y  ob- 
jeto de  las  b  adiciones  d-»  sus  subditos. 

P  ;r  tanto  ,  Señor  ,  examínele  V.  M.  ,  discútale  y  perfecciónele  ;  y 
elevado  después  con  su  sanción  á  la  naturaleza  de  ley  íundam?ntal ,  pre- 
séntele á  la  Nación  ,  que  impaciente  y  ansiosa  por  sab»r  su  suerte  futura, 
reclama  del  Congreso  el  premio  de  sus  heroicos  sacrificios.  Dígale  V.  M. 
que  en  esta  ley  se  contienen  todos  los  elementos  de  su  grandeza  y  pros- 
peridad ,  y  que  si  los  generosos  sentimientos  de  amor  y  lealtad  á  su  ino- 
cente y  adorado  R*»y  la  obligaron  á  alzarse  para  vengar  el  ultraje  co- 
metido contra  su  sagrada  persona  ,  hoy  mas  que  nunca  debe  red  blar 
sus  esfuerzos  paira  acelerar  el  suspirado  momento  de  restituir!»  al  trono 
de  sus  mayores  ,  qw-  reposa  magestuosamente  sobre  las  tó'idas  bes*  s  de 
una  Constitución  liberal.  Cádiz  24  de  diciembre  de  j8ii.  —  Pit  go 
Muñoz  Torrero  ,  Presidente  de  la  Comisión.  —  J^^íé  de  Espiga.  -  Joa- 
quín Feraandez  d«  Leyva.---  Antonio  Oliveros.  —  Vicente  iMorales  Dua- 
rez.  —  Antonio  Joaquin  Pérez. —  Agustin  de  Aigúelhs.  —  '^íiiano 
Mendioía.  —  Francisco  de  Sales  Rodriguez  de  la  Bir^'ena.  —  Alonso 
Cañedo.  —  P  dro  María  Ric.  —  Andrés  Jiuregui.  —  Fiancisco  Gu- 
tiérrez de  la  Huerta.  — Evaristo  Pere»  de  Ca5tro ,  Secretario  d€  la  Co^ 
misioné 
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CONTINUACIÓN  Y  CONCLUSIÓN 
DEL  PROYECTO 
DE    CONSTITUCIÓN     POLÍTICA 

BE   LA   monarquía   ESPAÑOLA.  ' 

'  /TITULO  VL  í^ 

Del  gobierno  ulterior  de  las  pravinciasi  y  de  los  pueblos. 

CAPITULO  I. 

—  r.  ^    .^,.^.■^^..  *^^  los  ayuntamientos^ 

ART.    307. 

Para  el  goLierno  interior  de  ios  pnehlos  haBrí  aynntamíenfos  cotti- 
^pueitos  del  alcalde  6  alcaldes^  los  regidores  y  el  procurador  síndico,  y 
presididos  por  el  gefe  político  donde  le  hubiere ,  y  en  su  defecto  gor  el 
alcalde  ó  el  primer  nombrado  entre  estos  ,  si  hubiere  dos.  -     "  * 

-J»í»i%  r,  .  ART.    308.  wi.W 

^  se  pondrá  ayuntamiento  en  los  pueblos  que  no  le  tengan  y  én  qpo 
convenga  le  haya  ,  no  pudiendo  dexar  de  haberle  en  los  que  por  sí  ó 
con  su  comarca  lleguen  á  mil  almas  5  y  también  se  les  señalará  término 
correspondiente, 

ART,  309, 
í  4L'  ^**   j^*'*  determinarán  el  número  de  individuos  de  cada  claíe  do 
^  •que  han  de  componerse  los  ayuntamientos  de  los  pueblos  con  respecto  á 
su  vecindario. 

ART.   3 1 0. 
Los  alcaldes,  regidores  y  procuradores  síndicos  se  nombraran  por  - 
elección  en  los  pueblos  ,  cesando  los  regidores  perpetuos,  qualquiera 
,   que  sea  su  título.  ^1 

ÁRa-i'  SiT. 
Todos  los  años  en  el  mes  de  diciembre  se  reunirán  los  ciudadanos 
de  cada  pueblo  para  elegir  á  pluralidad  de  votos  ,  con  proporción  á  su 
vecindario ,  determÍDado  número  de  electores  que  residan  en  el  mismo 
paebio  ,  y  estén  en  el  exercicio  d«  los  derechos  de  ciudadano. 
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ART.    3  I  2. 

Los  electores  nombfarlh  en  el  mismo  ín^s  ,  á  pluralidad  abso^uU  de 
votos  ,  el  alcalde  ó  alcaldes,  regidores  y  procarador  ó  procuradores  sín- 
dicos ,  para  que  entren  á  exercer  $m  cargos  el  i.^  de  eaero  del  sig;uien- 
te  año.  ,  '^ 

ART.    3  I  3. 

Los  alcaldes  se  mudarán  todos  los  años ,  los  regidores  por  miUd 
cada  año  ,  y  lo  mismo  los  procuradores  síndicos  donde  kaya  dos  :  11 
hubiere  solo  uno  ,  se  mudará  todos  los  años. 

ART.    314. 

El  que  bubíere  exefcido  qííaVqtilera  'de  éstos  tíárgos  ,  b^ '{^óS/á  Vol- 
ver á  ser  elegido  para  ninpjuno  de  ellos ,  sin  que  pisen  por  lo  menos 
dos  años  donde  el  vecindario  lo  permita. 

ART.    3t5. 

Para  ser  alcalde  ,  regidor  ó  procurador  síndico  ,  Ademas  de  ser  ciu- 
dadano en  el  exercicio  de  sus  derechos  ,  se  requiere  ser  mayor  de  vein- 
te y  cinco  años ,  con  cinco  á  lo  menos  de  vecindad  y  residencia  en  el 
pueblo.  Las  leyes  determinar£n  las  demás  calidades  que  han  de. tener 
.eitos  empleados. 

ART.   3 1 5. 

No  podrá  ser  alcalde  ,  regidor  ni  procurador  síndico  ningún  em- 
pleado público  de  nombramiento  áél  Rey  que  e8t,¿  en  exercicio  ,  00  ea- 
tendi^ndose  comprehendidoi  ^n  esta  regla  los  que  sirven  en  las  milicias 
disciplinadas.. 

ART.    317. 

Todos  los  empleos  municipales  referidos  serán  carga  concejil ,  de 
que  nadie  podrá  excusarse  sin  causa  legal. 


Habrá  un  secretarlo  en  todo  ayuntamiento ,  elegido  por  cite  á  plu- 
ralidad '  a!)soíata'de  votos ,  y  dotado  de  los  fondos  del  común. 

AR^.    31.9. 

Estará  á  cargo  do  los  ayuntamientos  : 

i.°     ^ja  policía  de  salubridad  y  comodidad. 

a.^  Auxiliar  al  alcalde  én  todo  lo  que  pertenezca  i  la  seguridad 
de  íkf  personas  y  bienes  áe  los  vecinos,  y  ala  conservación  del  or- 
den público.  '  f -~  *    íA 

3.^  La  admimstracion  é  inversión  ae  los  .caudales  de  propios  y  ar- 
bitrios ,  conforme  i  las  leyes  y  reglamentos  ,  con  el  cargo  de  nombrar 
depositario  baxo  responsabilidad  de  los  que  le   nombran. 

4  ®  Hacer  el  repartimiento  y  recaudación  de  las  contribuciones  ,  y 
remitirlas  á  la  tesorería  respectiva. 

S.*"  Cuidar  de  todas  las  escuelas  de  primeras  letras  ,  y  de  Tos  de- 
más establecimientos  de  educación,   que  se  paguen  de  los  fondos  del 


,comun 


^/  Cuidar  de  los  hospitales  ,  liqs{>iciof ,  casas  de  expósitos  ,  y  de. 
mas  establecimieotos  de  beDtt6cencia  baxo  las  reglas  que  se  prescriban. 

y.-*  Gaiiar  de  la  coastruccion  y  reparación  áe  los  caminos  V  calza- 
bas,  puentes  y  cárceles,  de  los  montes  y^  plantío!  del  coman  ^  y  do 
todas  la<  obras  pulDlicas  de  necesidad,  utilidad  y  ornato.  ■* ''  •;  , 
,8.^  Formar  las  ordenanza»  mnnicipaleí  del  pneblo  ,  y  pref éntarláf 
á  las  Cért'-s  para  su  aprobación  por  medio  de  la  diputación  provincial, 
que  las  acompañará  con  su  informe.-  ^  ^ 

Q.  Pronipver  la  agricultura  ,  la  industria  y  el  comercio  segnn  la  lo- 
calidad y  cífcunstancia»  de  los  puí-blos  ,  y  qaanta  le»  sea  útil  y  benefi- 
cioso. 

ART.    320. 

Sí  se  ofreclerpn  obras  u  otros  objetos  de  utilidad  común  ;  y  por  n» 
ser  suficientes  los  caudales  de  Propios  fuere  necesario  recurrir  á  Arbi- 
trios ,  DO  podrán  imponerse  estos  sino  obteniendo  por  medio  de  la  di- 
putación pro\ancial  la  aprobación  de  las  Cortes.  En  el  casó  desernr- 
gefite  la  obra  ú  objeto  á  ^que  se  destinen,  po irán  los  apuntamiento» 
usar  intepaamente  de  ellps  pon  el  censentimiénfo  de  la  misma'  diputa- 
ción ,  mientras  recae  la  re'solucion  de  tas  Cortes.  Estos  arbitrios  se  ad- 
ministrarán en  todo  como  los  cándale*  de  Propios. 


JOS  a 


ART.  3a r. 
lyuntamienfos  desempeñarán  todos  estos  encargos  baxo  la  íns-r 
peccion  de  la  diputación  provincial ,  á  quien  rendífán'cuenta  justifica- 
da cada,  año  de  los  caudales  públicos  ique  Hayan  recaudado  é  invertido 

CAPITULO   II. 

í-  Del  gobierno  político  de  las  proT^inczas ,  y  de  las  diputaciones 
I         provinciales. 

ART.    322. 

El  golDÍerna  político  de  las  provincias  residirá  em  el  ge£e  superior 
Dombrado  por  el  Rey  en  cada  una  de  ellas. 

ART.    323. 

En  cada  provincia  li:.brá  una  diputación  llamada  provincial  > 
promover  su  prosperidad,  presidida  por  el  gefe  superior.^ 

ART.    324. 

Se  compondrá  esta  diputación  del  presidente  ,  del  intendente  y  de 
siete  individuos  elegidos  én  la  forma  que  se  dirá,  sin  perjuicio  de  que 
las  Cortes  en  lo  suceaivo  varíen  este  número  como  lo  crean  convenien- 
te ,  ó  lo  exijan  las  circunstancias  ,  hecbs  que  sea  la  nueva  divisioo 
de  provincial ,  de  que  trata  el  artículo  12, 

ART.    32  5. 

La  dípntacioD  provinciiil  se  renovará  cada  dos  añof  por  mitad  >  sa- 


para 


lícndo  la  primera  vez  el  mayor  númsro  ,  y  la  segunda  el  menor ,  y  así 
sucasivamente. 

ART.    Z26. 

La  elección  de  estos  individuos  se  hará  por  los  electores  de  partido 
al  otro  dia  de  haber  nombrado  los  diputados  de  Cortes  por  el  mismo 
orden  >  con  qn«  ¿¿tos  se  nombran. 

i'i 

ART.    Zzj,  ' 

Al  mismo  tiempo  y  en  la  misma  forma  se  elegirán  tres  suplentef 
para  cada  diputación» 

ART.    Z28. 

Para  ser  individuo  de  la  diputación  provincial  se  requiere  ser  cía-. 
dadano  en  el  exercicio  de  sus  derechos,  mayor  de  veinte  y  cinco  años, 
natural  ó  vecino  de  la  provincia,  con  residencia  á  lo  meaos  de  siete 
años ,  y  que  tenga  renta  bastante  á  mantenerse  con  decencia  ,  prove- 
niente de  capitales  ,  propios  consistentes  en  bienes  raices ,  ó  empleados 
en  la  industria  ó  el  comercio  ;  y  ud  podrá  serlo  ninguno  de  los  em- 
pleados de  nombramiento  del  Rey ,  de  que  trata  el  artículo  Zi6^ 

ART.  329.  " 

Para  qne  una  misma  persona  pueda  ser  elegida  segunda  vez  ,  debe- 
rá haber  pasado  á  lo  menos  el  tiempo  de  quatro  años  después  de  har 
ber  cesado  en  sus  funciones. 

ART.  33o. 
Qaando  el  gefe  superior  de  la  provincia  no  pudiere  presidir  la  di- 
putación ,  la  pr disidirá  el  intendente  ,  y  en  su  defecto  el  vocal  que  fue- 
re primer  nombrado.  ' 

ART.  33  r. 
La  diputación  nombrará  un  secretario  dotado  de  los  fondos  públicos 
de  la  provincia. 

ART.    332. 

Tendrá  la  diputación  en  cada  año  á  lo  mas  noventa  dias  de  sesiones 
distribuidas  en  las  épocas  que  mas  convenga.  En  la  península  deberán 
iiallarse  reunidas  las  diputaciones  para  el  i.®  de  Marzo,  y  en  ultramar 
para  el  i.°  de  Junio. 

ART.    333* 
Tocará  á  estas  diputaciones: 

i.°  Intervenir  y  aprobar  el  repartimiento  hecho  á  los  pueblos  de  las 
contribuciones,  que  hubieren  cabido  á  la  provincia. 

2.°     Velar  sobre  la  buena  inversión  de  los  fondos  públicos  de  los- 

fíucblos  ,  y  examinar  sus  cuentas,  para  que  con  ju  j^isto  hueno  recayga 
a  aprobación  superior  ,  cuidando  de  que  en  todo  «e  observen  las  leyes 
y  reglamentos. 

3.®  Cuidar  de  que  se  establezcan  ayuntamientos  donde  corresponda 
ios  haya  conforme  á  lo  prevenido  en  el  artículo  3o8. 

4.°  Si  S8  ofrecieren  obras  nuevas  de  utilidad  común  de  !a  provincia 
6  U  reparación  de  las  antiguas ,  proponer  al  Gobierno  los  arbitrios  qua 
crean  mas  convenientes  para  su  cxecucion,  á  fin  de  obtener  el  cories- 
pondiente  permiso  de  las  Cortes» 


En  Ultramar  ,  sí  la  urgencia  de.  las  obras  públicas  no  permitiere  es- 
perar la  resolución  de  las  Cortes ,  podrá  la  diputación  con  expreso  asenso 
del  gefe  de  la  provincia  nsar  desde  lurgo  de  los  arbitrios,  dando  in- 
mediatamente cuenta  al  Gobierno  para  la  aprobación  de  las  Cortes. 

Para  la  recaudación  de  los  arbitrios  la  diputación ,  baxo  lu  respon- 
sab>lidad,  nombrará  depositario  ,  y  las  cuentas  de  la  inversión  exámi- 
nades  por  la  diputación  se  remitirán  al  Gobi«;rno ,  para  que  las  baga  re- 
con«  cer  y  glosar ,  y  finalmente  las  pase  á  las  Cortes  para  su  aprobación* 

5.°  Promover  la  educación  de  la  juventud  conforme  á  los  planes 
aprc  bados ,  y  fomentar  la  agricultura ,  la  industria  y  el  comercio,  pro- 
tegiendo á  los  inventores  de  nuevos  descubrimientos  en  qualqniera  do 
estos  ramos. 

6,^  Dar  parte  al  Gobierno  de  los  abasos  que  noten  en  la  adminis- 
tración de  las  rentas  públicas. 

7.°     Formar  el  censo  y  la  estadística  de  las  provincias. 

8.^  Cuidar  de  que  los  establecimientos  piadosos  y  de  beneficencia 
llen'^n  su  respectivo  objete,  proponiendo  al  Gobierno  las  reglas  que  es- 
timan conducentes  para  la  reforma  de  los  abusos,  que  observaren. 

g.°  Dar  parte  á  las  Cortes  de  las  infracciones  de  la  Constitución,  quo 
se  noten  en  la  provincia. 

10.*^  Las  diputaciones  de  las  provincias  de  Ultramar  velarán  sobra 
la  economía ,  orden  y  progresos  de  las  misiones  para  la  conversión  de 
los  indios  infieles ,  cuyos  encargados  les  darán  razón  de  sus  operaciones 
en  este  ramo  para  que  se  eviten  los  abusos ,  todo  lo  que  las  diputa- 
ciones pondráo  en  noticia  del  Gobierno. 

ART.   334. 
Si  alguna  diputación  abusare  de  sus  facultades ,  podrá  el  "Rey  suspen- 
der á  los  vocales  que  la  componen,  dando  parte  á  las  Cortes  de  esta 
disposición ,  y  de  los  motivos  de  ella  para  la  determinación  que  corres- 
ponda. Durante  la  suspensión  entrarán  en  funciones  los  suplentes. 

ART.    335.  , 

Todos  los  individuos  de  los  ayuntamientos  y  de  las  diputaciones  de 
provincia  al  entrar  en  el  exercicio  de  sus  funciones  prestarán  juramento, 
aquellos  en  manos  del  alcalde  que  fuere  primar  nombrado  ,  y  estos  ea 
las  del  gffe  superior  d*»  la  provincia  ,  de  guardar  la  Constitución  de  la 
monarquía  española ,  observar  las  leyes ,  ser  fieles  al  rey,  y  cuaaplir  re- 
ligiosamente las  obligaciones  de  su  cargo. 


TITULO  VIL 

De   las  contribuciones. 


CAPITULO  ÚNICO. 

Las  Cartea  «staLlecerán  6  confirmarán  anaalmeate  las  contríbacíones 
sean  directas  ó  iadirectas^  generales ,  provinciales  ó  muDÍcipales  ,  lub- 
sistieado  las  antiguas  hasta  ^ae  se  publique  tu  derogación  ó  la  imposi- 
GÍon  de  otras. 

AiT.   337; 

Las  coatribaciones  se  repartirán  entre  todos  los  españoles  coa  pro- 
porción á  ¿US  f:4caltades  sin  excepción  ni  privilegio  alguno. 

Ai^T.  338. 
Las  contribuciones  serán  proporcionadas  á  los  gastos  que  se  decre« 
ten  por  las  Cortes  para  el  servicio  público  en  todos  los  ramos. 

AKT.  335. 

Para  que  las  Cortes  puedan  fixar  los  gastos  en  todos  los  ramos  del 
servicio  público  ,  y  las  contribuciones  que  deban  cubrirlos  ,  el  Secre  - 
tario  del  Despacho  de  Haciania  les  presantará ,  luego  que  estén  reuni- 
das ,  el  presupuesto  gnn^^ral  da  los  que  se  estimen  precisos  ,  recogiendo 
de  cada  aao  de  los  demás  Secretarios  del  Despacho  el  respectivo  á  la 
ramo. 

ART.  340. 

SI  mismo  Secretario  del  Deipacho  de  Hacienda  presentará  coa  el 
presupuesto  de  gjistos  el  plaa  de  las  contribuciones^  que  deban  impo- 
Qerse  para  llenarlos. 

ART.    341. 

Si  al  Rey  pareciere  gravo>a  6  perjudicial  alguna  contribución ,  lo 
manifestara  á  las  C irtea  por  el  S  cr^itario  del  Despacha  de  Hacienda^ 
presentando  al  mismo  tiempo  la  que  crea  mas  coavenieace  substituir. 

ART.  34a» 
Pixada  la  quota  de  la  contribujioa  directa  ,  las  Cortes  aprobarán 
el  repartimiento  de  ella  entre  las  provincias  >  á  cada  una  de  las  qaales 
se  asiü;aará  «^1  cipo  corresnon liante  á  su  riquezi,  para  lo  que  el  Secre- 
tario del  Despacho  de  Hacienda  presentará  también  los  presupueste^ 
necesarios. 

ART.    343. 

Habrá  una  Tesorería  general  para  toda  la  'Kfacion  ,  á  la  qu^  tocarX 
disponer  de  todos  los  productoi  d^qualquisra  renta  destinada  al  servi- 
cio del  Espado. 


Habrá  en  cada  provincia  una  tesurería  ^  en  la  qas  entraran  todos 
los  caudales  que  en  ella  se  recauden  para  el  Erario  público.  Estas  te- 
sorerías estarán  en  correspondencia  con  la  general ,  á  cuya  disposi- 
ción tendrán  todos  sus  fondos. 

ART.    345. 

Ningún  pago  se  admitirá  en  cuenta  al  Tesorero  general  si  no  se  hi- 
ciere en  virtud  de  decreto  del  Rey ,  refrendado  por  el  Secretario  del 
Despacho  de  Haclendla  ,  en  el  que  se  expresen  el  gasto  á  qu3  se  destina 
su  impoite  ^  y  el  decreto  de  las  Cortes  con  que  este  se  auturiza. 

ART-  34^. 
Fara  que  la  Tesorería  general  Heve  su  cuenta  con  la  pureza  qua 
corresponde  ,  el  cargo  y  la  data   deberán  ser  intervpnidos  respectiva- 
mente por  las  Contadurías  de  Valores  y  de  Distribución  de  la  Renta 
pública» 

ART.    347. 

una  instrucción  particular  arreglará  estas  oficinas  de  manera  que 
sirvaa  para  los  fines  de  su  institiiíCo*^   ,1,,  ^ 

?.-:■ .  ,-i'.    ":  ;/-^;  ÁRT.  34fÍ 

Para  el  examen  de  todas  las  cuentas  de  cabdales  públicos  habrá 
ona  Contaduría  mayor  de  Cuentas ,  que  se  organizará  por  una  ley  es- 
pecial.        - 

ART.    349. 

La  cuenta  de  la  Tesorería  general  que  comprenenderá  el  rendimien* 
to  anual  de  todas  las  contribuciones  y  reatas,  y  su  inversión,  luego  qvim 
reciba  la  aprobación  final  de  las  Cóites ,  se  imprimirá ,  publicará  j 
(»rculará  á  las  diputaciones  de  provincia  y  á  los  ayuntamieiítos. 

ART.    35  o. 

Del  mismo  modo  se  imprimirán  ,  publicarán  y  circularán  las  cnen- 
tüs  que  rindan  los  Secretarios  del  Despacho  de  los  gastos  hechos  en.  sus 
respectivos  ramos.  -, 

ART.    35 1. 

W  manejo  de  la  hacienda  pública  estará  siempre  independiente  de* 
toda  otra  aiitoridad  que  aquella ,  á  la  que  está  encomendado. 

ART.     353. 

No  habrá  aduanas  sino  .en  los  puertos  de  mar  y  en  las  fronteras; 
bien  que  esta  disposición  no  tendrá  efecto  hasta  que  las  Corte»  lo  deter- 
minen. 

ART.    óbO. 

La  den 3a  pública  reconocida  será  una  de  las  primeras  atenciones  do' 
Lis  Cortes,  y  estas  pondrán  el,  mayor  cuidado  en  que  se  vaya  verifi- 
oando  su  progresiva  exdncion  ,  y  siempre  el  pago  de  los  réditos  en  .1» 
piarte  que  los  devengue  ,  arreglando  todo  lo  concerniente  á  la  direccio^f^ 


de  Cite  importante  ramo  ,  tanto  respecto  i  los  arLitnos  que  se  estable- 
cieren ,  los  qa«les  se  manejarán  con  absoiata  separación  do  h  Tesore- 
ría general ,  como  respeto  á  las  oficinas  de  Cuenta  y  Razón. 

TITULO  VIII. 

De   la  fuerza    militar. 


CAPITULO    I. 
De  las  tropas  de  continuo  serricw, 

ART.    354. 

Habr£  una  fuerza  militar  permanente  de  tierra  y  de  mar  para  la  dc' 
fensa  exterior  del  Estado  y  la  conservación  del  orden  interior. 

ART.   355. 
Las  Cortes  fixarán  anualmente  el  número  de  tropas  que  fueren  nece- 
tartas  según  las  circunstancias  >  y  el  modo  de  levantarlas  que  fuere  maa 
conveniente. 

ART.    35^. 
lias  Cortes  fixarán   asimismo  anualmente  el  número  de  buques  de 
la  marina  militar^  que  han  de  armarse  ó  conservarse  armados. 

ART.    357. 

Establecerán  las  Cortes  por  medio  de  las  respectivas  ordenanzas  to- 
do lo  relativo  á  la  disciplina  ,  orden  de  ascensos  ;  sueldos ,  administra* 
cion ,  y  quanto  corresponda  á  la  buena  constitución  del  exército  y  ar-, 
mada. 

ART.  358. 

Se  establecerán  escuelas  militares  para  la  enseñanza  é  instruccioa 
de  todas  las  diferentes  armas  del  exército  y  armada. 

ART.    359. 

Niagun  español  podrá  excusarse  del  servicio  militar  quando  y  en 
U  forma  que  fuere  llamado  por  la  ley. 

CAPITULO  II. 

De  las  Milicias  provinciales» 

ART.    36lO. 

Habrá  en  cada  provincia  cuerpos  de  Milicias  provinciales  compues- 
tos de  habitantes  de  cada  una  de  ellas ,  con  proporción  i  su  población 
y  circunstanciaf. 


AUT.    3^1. 

So  arreglará  por  nna  ordenanza  particular  el  mocío  de  sa  formación^ 
^0  DÜmero  y  especial  constitución  en  todos  sus  ramoa* 

ART.  Z62. 
El  servicio  de  estas  milicias  no  será  continuo ,  y  tolo  tendrá  Ingat 
guando  las  circunstancias  lo  requieran* 

ART.    3^3. 

En  caso  necesario  podrá  el  Rey  disponer  de  esta  fuerza  dentro  de  la 
respectiva  provincia  5  pero  no  podrá  emplearla  fuera  sin  otorgamiento 
de  las  Górtei. 

TITULO  IX. 

De  la  instrucción  pública, 

CAPITULO  ÚNICO. 

ART.    3^4. 

En  todos  los  pueLlos  de  la  monarquía  se  estaLlecerán  escuelas  de 
primeras  letras ,  en  las  que  se  enseñará  á  los  niños  á  leer  ,  escribir  y  con- 
tar ,  y  el  catecismo  de  la  religión  católica ,  que  comprehenderá  tam- 
bién una  breve  exposición  de  las  obligaciones  civiles. 

■  'íív''-í  o'iíirimi^^iív;     .         ART.  36^. 

'  Asfmísnio  stf  atte^ará  y  creará  el  número  competente  de  universi- 
dades ,  y  de  c-tpos  establecimientos  de  instrucción  que  se  juzguen  conve-  . 
niectes  para  la  enseñanza  de  todas  las  ciencias,  literatura  y  bellas  artes.' 

ART.    ZS6. 

El  plan  general  de  enseñanza  será  uniforme  e^n  todo  el  reyno ,  de-* 
bietiílo  explicarse  la  Csostitucion  política  de  la  monarquía  en  todas  las 
nnivt-rsidadps  y  ejtábleciaiientos  literarios  donde  se  enseñen  las  citir-» 
cias  eclesiá5ticas  y  políticas»  , 

ART.    3^7.  t 

H  íbrá  una  dirección  general  de  eacndios  compuesta  de  personas  de 
conocida  instrucción ,  á  cuyo  cargo  estará  ,  baxo  la  autoridad  del  Go- 
bierno ,  la  inspección  de  la  enseñanza  péblica. 

*"  -Ijas^  Cortes  por  medio  desplanes  y  estatutos  especiales  arreglarán 
^uacito  pertenezca  al  importante  obpto  de  la  instrucción  pública. 


(24) 
ART.    569. 


Tolos  los  españoles  tienen  libertad  de  escribir  ,  imprimir  y  pub  1- 
car  su.  ideas  política,  sin  necesidad  de  Ucencia  ,  revisión  o  aprobacioa 
alguna  anterior  á  la  publicación,  baxo  las  restricciones  y  responsabi- 
lidad que  establezcan  las  leyes. 


TITULO    X.  --^«;--T 


De  la  observancia  de  la  Constitución,!/  modo  de  proceder 
para  hacer  variaciones  en  ella. 


CAPITULO   ÚNICO. 

ART.  Syo. 


T,.  rírtes  en  sus  primeras  .esiones  tomarán  en  consideración  las 
Las  Cortes  en  su    p  ^^^  habierea  hecho    presentes, 

t:^';Zltco:.?J:Tr.r.J.,  y  hacer  efectiva  la  respousabdidad 

de  los  qae  hubieren  contravenido  i  ella. 


ART.    371 


Todo  espaSol  tiene  derecbo^  representar  i  las  Cortes  ó  al  Re;^.    ^ 
para  reclamar  la  observancia  de  la   Constitución.  «  ,. 

rrn^  exevziL  ^ígo  P^^^co  ,  civU  ,  militar  ó  eclesiás.  ! 

Toda  persona  ^^l^^^^^l^^^^^^  de  su  destino  ,  de  guardar  U  , 

tico  ,  prestará  l'^^/.^/^^  ¿VyTv  d^esempeñar  debidamente  su  encargo.  < 

^  Constitución ,  ser  fiel  ai  sxey ,  y  i  ü  ,. 

ART.    373.  ,     .  •;,     I 

;i       o.T,n  ^ños  d-spues  de  hallarse  puesta  en   práctica  la 
Hasta  pasados  ocho  anos  a^spue  ió^er  alteración,  adi-    . 

nos  por  veinte   diputados.  i 

^""V     ?     r  fr^s  veces  con  el  intervalo  i 
La  proposición  de  reforma  se  leeri  por  tres  veces  ^ 


de  seis  días  de  nna  i  otra  lectura ,  y  después  de  la  tercera  se  delibe- 
rará ,  si  há  lugar  á  admitirla  á  discusioa. 

ART.     377. 

Admítila  á  discusión,  se  procederá  en  ella  baxo  las  mismas  formalida- 
des y  trámites  que  se  prescriben  para  la  formación  de  las  leyes ,  después 
de  los  qtiales  se  propondrá  á  la  \otdcion ,  5/  ha^lugar  á  trotarse  de  nue- 
ofo  en  la  sigulenta  diputación  general;  y  para  que  asi  quede  declarado 
deberán  convenir  las  dos  terceras  partes  de  los  votos. 

ART.     378. 

La  diputación  general  siguiente,  previas  las  mismas formalic!a<1es  en 
todas  sus  partes ,  podrá  declarar  en  qualquiera  de  los  dos  años  de  sus  se- 
siones, conviniendo  en  ello  las  dos  terceras  partes  de  votos ,  que  ha  lu- 
gar al  otorgamiento  de  poderes  especiales  para  hacer  la  reforma. 

ART.    37p. 

Hecha  esta  declaración  se  publicará  y  comunicará  á  todas  las  pro- 
vincias ,  y  según  el  tiempo  en  que  se  hubiere  hecho ,  determinarán  las 
Cortes  si  ha  de  ser  la  diputación  próximamente  inmediata,  ó  la  siguiente 
á  esta  la  que  ha  de  traer  los  poderes  especiales. 

ART.  38o.  *- 

Estos  serán  otorgados  por  las  jautas  electorales  de  provincia,  aña- 
diendo á  los  poderes  ordinarios  la  cláusula  siguiente: 

«, Asimismo  les  otorgan  poder  especial  para  hacer  en  la  Conslitucloa 
■ría  reforma  dff  que  trata  el  decreto  d»*  las  Cortes,  cuyo  tenor  es  el  si- 
•rguieate  ;  —  (aquí  el  decreto  literal). —  Todo  con  arreglo  á  lo  prevé - 
*  nido  por  la  misma  Constitución.  Y  se  '^  bligan  á  reconocer  y  tener  por 
«  coai>titucioaal  lo  que  en  su  virtud  establecieren.'* 

ART.   38  r. 
La  reforma  propuesta  s©  dis  cutirá  de  nuf^vo ;  y  si  fuere  aprobada 
por  las  dos  t:rcpras  partes  d^í  diputados,  pasará  á  ser  ley  constitucional, 
y  como  tai  se  publicará  en  las  Cortes. 

ART.    382. 

Una  diputación  presentará  el  decreto  de  ref )rma  al  Rey  ,  para  que 
le  haga  puMicar  y  circular  á  todas  las  aiitorida^Ies  y  pu  blos  de  la  me- 
narquía.  Cádiz  24  de  diciembre  de  1811.— Di^go  Muñoz  Torr-ro, 
presidente  de  la  Comisión,  —  Jos¿  de  Espiga. — Vicente  Morales  Daa- 
rez.  —  Agu.tiu  de  ArgúeUes.  —  Antonio  Joaquín  Pert z.  —  Antonio  Oli- 
veros.—  Mariano  M  ruiiola.  —  Joaquín  Ft-rnaadez  dti  Leyva,  —  Alonso 
Cando.  — Pedro  Maiia  Ric.  —  Andrés  de  Jáureguí.  —  Francisco  Gu- 
tiérrez de  la  Huerta.  -  Francisco  de  Sales  Rodríguez  de  la  Barcena. — 
Evaruto  Perea  de  Catro,  diputado  secretario  de  la  Comisión. 
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